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PRESENTACIÓN

Este documento ofrece algunos insumos para ayudar a las deliberaciones de la Segunda 
Reunión Intergubernamental de Ministros de Educación del Proyecto Regional de Educación 
para América Latina y el Caribe (PRELAC), realizada en marzo de 2007 en Buenos Aires, Argen-
tina. El tema central es la educación de calidad para todos, entendida como un bien público y 
un derecho humano fundamental que los Estados tienen la obligación de respetar, promover 
y proteger, con el fin de asegurar la igualdad de oportunidades en el acceso al conocimiento 
de toda la población. 

Los países de la región han llevado a cabo destacados esfuerzos para aumentar la edu-
cación obligatoria, mejorar la infraestructura, diseñar nuevos currículos y mejorar la formación 
de los docentes. Sin embargo, es preciso redoblar los esfuerzos para lograr las metas de Edu-
cación para Todos. Las personas y colectivos más vulnerables se encuentran en una situación 
de desigualdad en lo que se refiere al acceso, a la continuidad de estudios y a los logros de 
aprendizaje. Esto muestra la necesidad de mejorar los diseños de las políticas públicas y desa-
rrollar acciones específicas para lograr una educación de calidad para todos. La región tiene que 
dar un salto desde la igualdad de oportunidades en el acceso, a la igualdad de oportunidades 
en la calidad de la oferta educativa y los resultados de aprendizaje. 

El primer capítulo entrega una visión panorámica del contexto de la región con los 
principales cambios en los ámbitos político, social, económico y cultural producidos desde el 
año 2000, y los retos que éstos plantean a la educación en el momento actual. Aunque en los 
últimos cuatro años han mejorado los indicadores económicos de los países, la extensión de la 
pobreza y de la indigencia y la desigual distribución de ingresos se traducen en una fragmenta-
ción social y cultural, que se expresa en altas dosis de exclusión y violencia. En este escenario, 
es preciso reflexionar sobre cómo la educación puede contribuir al crecimiento económico, 
reducir las desigualdades, promover la movilidad social y ayudar a convivir en la diversidad, 
logrando una mayor cohesión social y el fortalecimiento de los valores democráticos. 

En el capítulo dos, se expresa el posicionamiento de la Oficina Regional de Educación 
de la UNESCO para América Latina y el Caribe en relación con los atributos que debe reunir 
la educación de calidad para todos. Éste se inicia con una breve revisión de las diferentes con-
cepciones de calidad presentes en la región, donde es frecuente observar la asimilación que se 
hace de la calidad con la eficacia y la eficiencia. 

Pero la calidad de la educación en tanto derecho fundamental, además de ser eficaz y 
eficiente, debe respetar los derechos de todas las personas, ser relevante, pertinente y equitativa. 
Ejercer el derecho a la educación es esencial para desarrollar la personalidad e implementar 
los otros derechos humanos, por lo que a nadie se le puede excluir de ella. El derecho a la 
educación significa el derecho a aprender a lo largo de la vida y está fundado en los principios 
de obligatoriedad y gratuidad, y en el derecho a la no discriminación. 

La relevancia se refiere al desarrollo de las competencias necesarias para participar 
en los diferentes ámbitos de la vida humana y construir proyectos de vida con relación a los 
otros. La pertinencia alude a la necesidad de flexibilizar la enseñanza para que la educación 
dé respuesta a la diversidad de necesidades de los individuos y contextos. La equidad significa 
asegurar la igualdad de oportunidades para acceder a una educación de calidad para toda la 
población, proporcionando a cada quien los recursos y ayudas que requieren. La eficacia y la 
eficiencia son atributos de la acción pública que nos indican en qué medida se alcanzan los 
objetivos y se usan adecuadamente los recursos destinados a esta tarea. 

En los capítulos siguientes se abordan dos temas críticos para hacer efectivo el derecho 
a una educación de calidad para todos: los docentes y el financiamiento. El primer tema se 
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inicia con una reflexión sobre cómo ejercer el rol docente en el complejo escenario actual. 
A continuación, se abordan los factores claves que inciden en la calidad de la docencia y que 
deben ser considerados en la formulación de políticas integrales sobre docentes: un sistema 
articulado de formación inicial, inserción profesional y formación en servicio; un sistema trans-
parente de carrera profesional y evaluación docente; y un sistema de condiciones adecuadas 
de trabajo y bienestar. El capítulo finaliza con una descripción de las características que deben 
reunir las políticas para el fortalecimiento de la profesión docente: que sean de Estado, inte-
grales, sistémicas e intersectoriales.

El capítulo de financiamiento plantea cuatro temas críticos para brindar una educa-
ción de calidad para todos. El primero se relaciona con la disponibilidad de recursos públicos 
y los mecanismos para lograr una mayor inversión en educación, como la contribución del 
sector privado, el canje de la deuda externa y la cooperación internacional. El segundo punto 
se refiere a la necesidad de mejorar la eficiencia en el manejo de los recursos, para lo cual se 
requiere evitar la repetición y las políticas de gestión inadecuadas. Un tercer punto aborda los 
mecanismos de asignación de recursos para una redistribución con equidad, resaltando que 
los costos de una educación de calidad son distintos según las diferentes necesidades y carac-
terísticas de los alumnos y contextos, por lo que se recomienda evitar la asignación plana de 
recursos. El cuarto punto analiza los actuales esquemas de gestión, finalizando con la necesidad 
de avanzar hacia consensos claves y un nuevo pacto fiscal, que aseguren un financiamiento y 
gestión adecuados a las necesidades. 

El documento finaliza con once recomendaciones de políticas educativas que es 
preciso abordar en el mediano y largo plazo para cumplir con los objetivos de educación de 
calidad para todos, en el marco de los cinco focos estratégicos del PRELAC. Estas involucran 
medidas de política general así como transformaciones en los diferentes niveles del sistema, 
especialmente de las instituciones educativas. Las políticas generales en las que se enmarcan 
las recomendaciones, han de ser políticas de Estado concertadas con la sociedad, integrales, 
integradas, y con enfoque de derechos. 

Ana Luiza Machado

Directora 
Oficina Regional de Educación de la UNESCO 

para América Latina y el Caribe 
 OREALC/UNESCO Santiago



�

RESUMEN EJECUTIVO

I. Derechos humanos e inclusión social, claves para el desarrollo 
de América Latina y el Caribe

1. Aunque en los últimos cuatro años la región de América Latina y el Caribe ha mejorado 
sus indicadores económicos, lo está haciendo a un ritmo inferior al que se necesita para 
alcanzar –antes de 2015– las metas de desarrollo comprometidas en los Objetivos del 
Milenio. La extensión de la pobreza (209 millones de personas) y de la indigencia (81 
millones), así como la desigual distribución de los ingresos –la peor del mundo– tienen 
su correlato en una fragmentación social y cultural que se expresa en altas dosis de 
exclusión y violencia, así como en grados importantes de corrupción y en una frágil 
“densidad democrática”. 

2. En este panorama, la propuesta de educación de calidad para todos a lo largo de la 
vida enfrenta en la región al menos cuatro desafíos importantes:

a) cómo puede hacer una contribución efectiva al crecimiento económico como 
factor clave que afecta al bienestar de las personas;

b) cómo puede contribuir a la reducción de las desigualdades sociales y convertirse 
en un verdadero canal de movilidad social;

c) cómo puede ayudar a combatir la discriminación cultural, la exclusión social, y 
prevenir la violencia y la corrupción;

d) cómo puede contribuir a una mayor cohesión social y al fortalecimiento de los 
valores democráticos, ampliando las opciones de las personas para vivir con dig-
nidad, valorar la diversidad y respetar los derechos humanos. 

II. Calidad de educación para todos desde un enfoque de derechos 
humanos

3. Los países de la región han realizado esfuerzos considerables para aumentar los años de 
la educación obligatoria, incrementar la cobertura, mejorar la infraestructura, diseñar 
nuevos currículos y formar a los docentes, entre otros aspectos. Sin embargo, persisten 
problemas de calidad de la educación que afectan en mayor medida a los individuos 
o colectivos más vulnerables. Éstos se encuentran en una situación de desigualdad en 
lo que se refiere al acceso, la continuidad de estudios y los resultados de aprendizaje. 
Es necesario mejorar los diseños de las políticas públicas en educación y desarrollar 
acciones específicas para lograr una educación de calidad para todos. 

4. A la calidad de la educación se le atribuyen distintos significados dependiendo del tipo 
de persona y de sociedad que el país le demanda para formar a sus ciudadanos. Uno de 
los enfoques más frecuentes es asimilar calidad con eficiencia y eficacia, considerando 
la educación como un producto y un servicio que tiene que satisfacer a los usuarios. 
Sin duda, estas dimensiones son fundamentales, pero insuficientes. 

5. La calidad de la educación, en tanto derecho fundamental de todas las personas, ha 
de reunir, desde la perspectiva de la OREALC/UNESCO Santiago, las siguientes dimen-
siones: respeto de los derechos, relevancia, pertinencia, equidad y eficiencia y eficacia. 

6. La educación como derecho humano y bien público permite a las personas ejercer los 
otros derechos humanos. Por esta razón, nadie puede quedar excluido de ella. El derecho 
a la educación se ejerce en la medida que las personas, más allá de tener acceso a la 
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escuela, puedan desarrollarse plenamente y continuar aprendiendo. Esto significa que 
la educación ha de ser de calidad para todos y a lo largo de la vida.

7. Un enfoque de derechos en educación está fundado en los principios de gratuidad y 
obligatoriedad, y en los derechos a la no discriminación y a la plena participación. La 
extensión de la educación obligatoria se ha ido ampliando en toda la región, abarcando 
la denominada secundaria baja y, en algunos casos, la secundaria alta y a parte de 
la educación inicial. Un mayor nivel educativo de toda la población es un elemento 
crucial para el desarrollo humano de un país, tanto para elevar la productividad como 
para fortalecer la democracia y ampliar la posibilidad de las personas para optar por 
una mejor calidad de vida.

8. La gratuidad total de la educación es una asignatura pendiente en la región, debiendo 
los padres asumir la obligación del Estado con gastos directos como la matrícula, in-
directos como la comida o transporte, y el “costo oportunidad” que se genera cuando 
los niños asisten a la escuela en lugar de trabajar y contribuir a la economía familiar. 
Las familias de escasos recursos dedican una mayor proporción de sus ingresos a gastos 
en educación que las familias de medios más favorecidos. 

9. Dado el rol fundamental que juegan las escuelas públicas en garantizar el derecho a la 
educación, especialmente para los más desfavorecidos, es preocupante su debilitamien-
to y la ampliación de la brecha con las privadas. Las escuelas públicas deben propender 
a eliminar todo gasto familiar que se convierta en un obstáculo para matricularse y 
asistir a ellas, siendo necesarias medidas complementarias orientadas a compensar “el 
costo de oportunidad”. 

10. Garantizar el derecho a la no discriminación es condición “sine qua non” para el ejercicio 
del derecho a la educación. Los principios básicos que orientan la educación han de ser 
los mismos para todas las personas, sea cual sea su origen y condición, pero también 
es preciso considerar algunos derechos diferenciados o recomendaciones específicas 
para ciertos colectivos minoritarios o en especial situación de vulnerabilidad. Desde el 
sistema de Naciones Unidas, se han adoptado diferentes Convenciones y Declaraciones 
con el fin de asegurar la igualdad de oportunidades en el pleno ejercicio del derecho 
a la educación.

11. Asegurar el derecho a la no discriminación conlleva eliminar las diferentes prácticas 
que limitan no sólo el acceso a la educación sino también la continuidad de estudios y 
el pleno desarrollo y aprendizaje de cada persona. La selección y expulsión de alumnos 
son prácticas extendidas en los sistemas educativos. Estas prácticas, además de atentar 
contra el derecho a la educación, limitan la integración y la cohesión social, y conducen 
a la concentración de aquellos con mayores necesidades educativas en determinados 
centros, especialmente los públicos de zonas desfavorecidas. 

12. El derecho a la no discriminación está estrechamente vinculado con la participación 
–de vital importancia para el ejercicio de la ciudadanía– entendida como tomar parte 
en las actividades de la vida social, a la vez que tener la posibilidad de compartir 
decisiones que afectan a la propia vida y a la de la comunidad en la que cada quien 
vive. Es decir, es el derecho a la libertad de expresión, fundamental en las sociedades 
democráticas. 

13. Las tensiones entre calidad y equidad, y entre inclusión y segregación, son objeto 
de controversia en numerosos países del mundo. Calidad y equidad no sólo no son 
incompatibles sino que son indisociables. Una educación es de calidad si ofrece los 
recursos y ayudas que cada quién necesita para estar en igualdad de condiciones de 
aprovechar las oportunidades educativas y ejercer el derecho a la educación.
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14. Desde la perspectiva de la equidad, es preciso equilibrar los principios de igualdad (lo 
común) y diferenciación (lo diverso). Es una obligación de los sistemas educativos 
asegurar la equidad en una triple dimensión: en el acceso, en los procesos y en los re-
sultados. La educación debe tratar de forma diferenciada lo que es desigual en el origen 
para llegar a resultados de aprendizaje equiparables y no reproducir las desigualdades 
presentes en la sociedad.  

15. Avanzar hacia una mayor equidad en la región supone desarrollar escuelas más inclusivas 
que acojan a todos los niños y jóvenes de la comunidad, transformando su cultura y sus 
prácticas para dar respuesta a las necesidades de aprendizaje de todos. El desarrollo de 
escuelas inclusivas es el fundamento de sociedades más justas y democráticas. Por su 
naturaleza, la escuela pública debe ser inclusiva y favorecer el encuentro entre diversos 
grupos sociales. 

16. La relevancia responde al qué y para qué de la educación. Desde un enfoque de dere-
chos, además de enfrentar la exclusión, hay que preguntarse cuáles son las finalidades 
de la educación y si éstas representan las aspiraciones del conjunto de la sociedad y 
no sólo de determinados grupos de poder. Una educación es de calidad si promueve 
el desarrollo de las competencias necesarias para participar en las diferentes áreas de 
la vida humana, afrontar los desafíos de la sociedad actual y desarrollar el proyecto 
de vida en relación con los otros. El desarrollo integral de la personalidad humana es 
una de las finalidades que se le asignan a la educación en todos los instrumentos de 
carácter internacional y en las legislaciones de los países de la región. La educación 
también es relevante si está orientada hacia las finalidades que son fundamentales en 
un momento y contexto dados, en tanto proyecto político y social. 

17. La selección de los aprendizajes más relevantes adquiere especial significación en la 
actual sociedad del conocimiento, donde los contenidos se duplican a gran velocidad 
y muchos pierden vigencia rápidamente. La sobrecarga de los currículos actuales hace 
necesario decidir de manera urgente cuáles son los aprendizajes más relevantes que 
han de formar parte de la educación escolar. Esta selección debe hacerse considerando 
de qué manera contribuyen a alcanzar los fines de la educación, buscando un equilibrio 
entre las exigencias derivadas de las demandas sociales y las exigencias del desarrollo 
personal, y las derivadas del proyecto social y cultural que se desea promover mediante 
la educación escolar. Los cuatro pilares del informe Delors para el aprendizaje del siglo 
XXI, –aprender a conocer, a hacer, a ser y a vivir juntos– constituyen una referencia in-
dispensable para establecer cuáles deben ser los aprendizajes básicos y más relevantes 
en la educación.

18. La pertinencia de la educación alude a la necesidad de que ésta sea significativa para 
personas de distintos estratos sociales y culturas, y con diferentes capacidades e 
intereses, de forma que puedan apropiarse de los contenidos de la cultura, mundial y 
local, y construirse como sujetos, desarrollando su autonomía, autogobierno y su propia 
identidad. Para que haya pertinencia, la educación tiene que ser flexible y adaptarse a 
las necesidades y características de los estudiantes y de los diversos contextos sociales 
y culturales. Esto exige transitar desde una pedagogía de la homogeneidad hacia una 
pedagogía de la diversidad, aprovechando ésta como una oportunidad para enriquecer 
los procesos de enseñanza y aprendizaje, y optimizar el desarrollo personal y social.

19. El desarrollo de un currículo relevante y significativo para toda la población enfrenta 
una serie de dilemas que debieran más bien considerarse como equilibrios a alcanzar: 
entre lo mundial y lo local, o entre lo universal y lo singular; es decir, convertirse en 
ciudadano del mundo y participar activamente en la comunidad de origen; entre las 
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necesidades del mercado del trabajo y las del desarrollo personal; entre lo común y lo 
diverso; y entre lo disciplinar y la integración de contenidos. 

20. La eficacia y eficiencia son dos atributos básicos de la educación de calidad para todos 
que han de representar las preocupaciones centrales de la acción pública en el terre-
no de la educación. Es preciso identificar en qué medida se es eficaz en el logro de 
aspectos que traducen en términos concretos el derecho a una educación de calidad 
para toda la población. Es necesario analizar en qué medida la operación pública es 
eficiente, respetando el derecho ciudadano a que su esfuerzo material sea adecuada-
mente reconocido y retribuido. La eficiencia no es un imperativo economicista, sino 
una obligación derivada del respeto a la condición y derechos ciudadanos de todas las 
personas.

III. Los docentes y el aseguramiento del derecho a la educación

21. La calidad de los docentes y el ambiente que generan en la sala de clase, excluidas las 
variables extraescolares, son los factores más importantes que explican los resultados 
de aprendizaje de los alumnos, lo cual significa que las políticas orientadas a mejorar 
la calidad de la educación sólo pueden ser viables si los esfuerzos se concentran en 
transformar, con los docentes, la cultura de la institución escolar. A su vez, sin el con-
curso del profesorado ninguna reforma de la educación tendrá éxito.

22. Los países de la región enfrentan el desafío de implementar políticas y estrategias que 
garanticen un cuerpo docente con las competencias profesionales y éticas adecua-
das, así como los medios necesarios para hacer efectivo el derecho de los alumnos a 
aprender y desarrollarse plenamente. Las acciones que los países han impulsado para 
mejorar la calidad del trabajo docente han tenido menor impacto que el esperado, 
pese a los grandes esfuerzos invertidos. Las dos iniciativas más frecuentes han sido la 
recuperación de los niveles salariales y la implementación de programas masivos de 
capacitación a maestros en servicio, que siendo necesarias, no son suficientes. 

23. Lograr un buen desempeño profesional exige abordar de forma integral un conjunto de 
factores que son fundamentales para el desarrollo y el fortalecimiento de las capaci-
dades cognitivas, pedagógicas, éticas y sociales de los docentes. Tres de ellos requieren 
una atención prioritaria por parte de los países: un sistema articulado de formación 
y desarrollo profesional permanente; un sistema transparente y motivador de carrera 
profesional y evaluación docente; y un sistema adecuado de condiciones laborales y 
de bienestar.

24. Para atraer candidatos bien calificados, retener a los mejores profesionales y garantizar 
su desarrollo permanente, no bastan las acciones coyunturales o parciales; se requieren 
políticas públicas de Estado, integrales, de carácter sistémico, y enriquecidas con una 
perspectiva intersectorial. Un aspecto fundamental para la viabilidad de estas políticas, 
es su formulación con consensos sociales y políticos que comprometan soluciones de 
largo plazo, estimulen una cultura de corresponsabilidad y se traduzcan en agendas y 
compromisos concretos. 

25. La participación de los maestros en el cambio educativo es crucial para que éste tenga 
éxito, por lo que es preciso crear las condiciones y mecanismos institucionales que 
fortalezcan su protagonismo y responsabilidad en la gestión de sus instituciones y en 
la formulación de políticas educativas. De esta forma, se revertirá el enfoque tradicional 
que ha considerado al docente como un ejecutor de orientaciones y decisiones defi-
nidas sin su opinión y conocimiento, lo que se ha traducido en limitaciones para que 
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las políticas educativas se traduzcan en prácticas efectivas en las escuelas y las aulas. 
El Estado y la sociedad deben garantizar a los docentes las mejores condiciones de 
trabajo y, éstos deben mostrar los más altos desempeños traducidos en aprendizajes 
efectivos de los estudiantes.

IV. Financiamiento y educación de calidad para todos

26. Es necesario revisar los esquemas actuales de financiamiento de la educación para 
desarrollar los cambios necesarios para que el Estado cumpla su rol de garante del 
derecho de todos a una educación de calidad. Las asignaciones actuales de recursos 
públicos son claramente insuficientes. Se requiere desarrollar esfuerzos para determinar 
cuál es el costo de una educación de calidad en diferentes contextos, superando los 
esquemas homogeneizadores y las asignaciones basadas en comportamientos histó-
ricos.

27. El incremento del financiamiento público de la educación pasa necesariamente por la 
exploración de diversas opciones que incluyen, entre otras, una mayor participación 
de agentes no estatales, operaciones de canje de deuda, o la cooperación internacio-
nal. Sin embargo, hay dos factores clave a considerar: un incremento sustantivo de la 
prioridad asignada a la educación en los recursos públicos, y una mejora radical en la 
eficiencia del sistema. Estos factores pueden lograr aumentos significativos de recursos 
y reflejar el compromiso social con la educación. Entre los muchos efectos nocivos 
de la ineficiencia actual está que mermen las posibilidades de legitimar reclamos por 
mayores recursos. Gastar mejor es indispensable para poder invertir más.

28. Junto con asegurar la disponibilidad de los recursos necesarios, es preciso que los 
esquemas de gestión de dichos recursos correspondan con un enfoque de derechos. 
Las asignaciones planas comunes en la región no se condicen con la diversidad de si-
tuaciones que la educación afronta para asegurar aprendizajes equiparables para todos. 
Esto implica revisar los esquemas de gasto actuales, de modo que la preocupación por 
la equidad no sea un factor añadido, sino parte consustancial de los procesos de diseño 
de las políticas sobre financiamiento. El carácter esencialmente redistributivo de la 
acción pública en educación no se resuelve con magnitudes marginales del financia-
miento, sino que requiere que éste sea definido en función de la preocupación por la 
equidad. Esto implica una revisión de los esquemas actuales de gestión y regulaciones 
legales que le restan flexibilidad al sistema educativo, en particular en el terreno de 
los contratos docentes que representan el grueso de la asignación presupuestaria.

29. Todo lo anterior requiere acuerdos sociales que sustenten y hagan viable las transfor-
maciones fiscales y regulatorias necesarias para una mayor asignación de recursos y 
una mayor flexibilidad en la gestión, como respuesta adecuada a la diversidad. 

Recomendaciones de políticas

30. Para ser efectivas en garantizar el derecho a una educación de calidad para todos, las 
políticas educativas, deben tener algunos atributos generales cuya ausencia o escaso 
desarrollo han limitado el alcance de muchos esfuerzos realizados por los países en 
los últimos años: políticas de Estado concertadas con la sociedad; políticas integrales e 
integradas y políticas con enfoque de derechos.  A continuación, se plantea un conjunto 
de once áreas de políticas educativas en las que es necesario incidir en el mediano y 
largo plazo para que la región avance con pasos más firmes hacia el logro de las metas 
de la EPT. 
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31. Asegurar el rol del Estado como garante y regulador del derecho universal a una 
educación de calidad. El Estado ha de promover, proteger y garantizar este derecho a 
través de:

• Proveer servicios educativos accesibles para toda la población.

• Asegurar una oferta educativa plural que permita a los padres elegir el tipo de 
educación para sus hijos sin que esto atente contra el derecho a la educación.

• Definir criterios básicos de calidad para todas las escuelas.

• Fortalecer las escuelas públicas y mejorar su calidad.

• Establecer regulaciones que eviten las distintas formas de discriminación, mejorando 
los sistemas de garantía existentes.

• Garantizar mecanismos de concertación para abordar las causas que generan 
desigualdad fuera de los sistemas educativos. 

32. Asegurar el derecho a aprender a lo largo de la vida. Se necesita transitar desde sis-
temas educativos lineales, organizados en grados y edades, hacia sistemas flexibles 
con diferentes modalidades y trayectos articulados entre sí. La educación primaria 
ha sido históricamente el nivel más atendido, por ello –y sin olvidar que hay deudas 
pendientes en este nivel– es preciso centrar mayores esfuerzos en la educación de la 
primera infancia, la educación secundaria y la educación de jóvenes y adultos. 

33.  Avanzar desde enfoques homogéneos y estandarizados hacia políticas educativas 
integrales que consideren la diversidad con cohesión social.

• Considerar la diversidad en el diseño de políticas generales, lo cual reducirá la 
necesidad de desarrollar programas focalizados y permitirá que las estrategias 
para atender necesidades específicas estén articuladas en un marco general de 
atención a la diversidad. 

• Contemplar estrategias específicas para asegurar, a determinados colectivos, el 
derecho a una educación de calidad en igualdad de condiciones: la atención a la 
diversidad cultural y diversidad lingüística; a zonas geográficas apartadas; género; 
diferencias individuales; y a quienes tienen necesidades educativas especiales.

34. Enfatizar las políticas destinadas a garantizar la inclusión.

• Dar prioridad en el acceso a los programas de educación y cuidado de la primera 
infancia a los niños y niñas en situación de vulnerabilidad.

• Desarrollar escuelas con aulas diversificadas.

• Implementar sistemas de apoyo para identificar y atender las dificultades de 
aprendizaje.

• Proveer de recursos informáticos a los alumnos para mejorar los aprendizajes y la 
equidad: una laptop por alumno. 

35. Distribución equitativa de recursos para asegurar una escuela pública gratuita y de 
calidad para todos.

• Aumentar la prioridad asignada a la educación en los presupuestos públicos y 
movilizar la mayor cantidad de recursos disponibles.

• Redistribuir equitativamente los recursos públicos, analizando las distintas ne-
cesidades de las personas y de los centros educativos para programar los costos 
diferenciados que se requieren para responder a ellas. 
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• Ponderar los costos directos, indirectos y de oportunidad para llevar a cabo una 
política de gratuidad plena. 

• Mejorar la eficiencia de la gestión del sistema.

• Fomentar pactos nacionales por la educación para incrementar los recursos e 
impulsar las transformaciones normativas que introducen rigideces e ineficiencia 
en el sistema.

36. Mejorar el balance en la asignación de tareas y responsabilidades entre los diferentes 
niveles de gestión, fortaleciendo el protagonismo de los actores locales. Es necesario 
pasar de un énfasis en el diseño de políticas educativas nacionales o subnacionales que 
han de implementarse a nivel local, a uno que también habilite a los actores locales 
para que tomen las decisiones de la operación de las instituciones educativas. Para 
ello se requiere:

• Respaldo técnico y administrativo para garantizar el desarrollo de las capacidades 
y los recursos para ejercer las responsabilidades delegadas.

• Supervisión y monitoreo para identificar si el conjunto del país avanza hacia la 
garantía del derecho a la educación y si existen espacios de rezago que requieren 
esfuerzos adicionales de las instancias centrales.

• Articulación de los diferentes programas o acciones que se desarrollan en el ámbito 
local. 

37.  Políticas integrales para el fortalecimiento de la profesión docente. Las políticas de do-
centes han de ser de Estado, sistémicas, integrales e intersectoriales que permitan:

• Crear y fortalecer sistemas articulados de formación inicial, inserción a la profesión 
y desarrollo profesional docente.

• Asegurar el papel de la escuela como centro para la formación, el desarrollo pro-
fesional y la evaluación docente.

• Fortalecer sistemas de carrera magisterial interrelacionados con la evaluación 
docente, el desarrollo profesional y las remuneraciones.

• Desarrollar programas intersectoriales y sectoriales que contribuyan a crear con-
diciones adecuadas de trabajo y bienestar personal de los docentes.

• Generar capacidades político-técnicas para la formulación de políticas integrales 
e intersectoriales sobre la profesión docente.

38.  Diseño y desarrollo de currículos relevantes y pertinentes para todo el alumnado. 
Actualizar permanentemente los diseños curriculares y dar prioridad a los procesos 
de desarrollo curricular, prestando especial atención a: 

• Las competencias esenciales para el ejercicio de la ciudadanía mundial y local.

• Las competencias relacionadas con el aprender a ser y aprender a hacer, porque 
son las dimensiones menos presentes en los currículos de la región.

• Diseños abiertos y flexibles que se puedan enriquecer y adaptar a las necesidades 
de aprendizaje de cada quien y a las características de los contextos, promoviendo 
una educación intercultural para todos.

• Elaboración de materiales educativos que permitan la puesta en práctica de nuevos 
enfoques sobre el aprendizaje.
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• Procesos sostenidos de formación para que los colectivos docentes desarrollen las 
competencias que requieren los procesos de diseño y desarrollo curricular.

• Sistemas de asesoramiento para apoyar a los equipos docentes en los procesos de 
adaptación y enriquecimiento curricular. 

39.  Políticas que tengan como centro la transformación de las escuelas para que sean 
más inclusivas y se logren mejores aprendizajes. Ofrecer una educación de calidad que 
contenga las dimensiones descritas exige un nuevo modelo de escuela y el desarrollo 
de políticas que faciliten su puesta en práctica. Los recursos adicionales no sirven de 
mucho si no se producen cambios en su cultura, su organización y sus prácticas. Las 
señas de identidad de este modelo de escuela debieran ser:

• Cultura inclusiva y de participación.

• Comunidades de aprendizaje y de colaboración.

• Flexibilidad organizativa y pedagógica.

• Recursos humanos y materiales suficientes y equitativos para atender la diversidad 
de necesidades de aprendizaje del alumnado.

• Equipos docentes comprometidos con el aprendizaje de sus alumnos y con su 
desarrollo profesional.

• Directores como líderes pedagógicos.

• Apertura de las escuelas a la comunidad y al trabajo en red.

• Escuelas con las competencias y los recursos necesarios para ejercer su autono-
mía.

40.  Políticas articuladas de evaluación educativa orientadas a la mejora progresiva de la 
calidad de la educación y del funcionamiento de los sistemas educativos. Es impor-
tante instalar una cultura de la evaluación, coherente con el concepto de calidad de la 
educación como derecho, que incorpore y aproveche la experiencia regional ganada 
a través de los sistemas nacionales y subnacionales de evaluación que la trascienda y 
enriquezca a través de la diversificación de la evaluación de los diferentes componentes 
que determinan el buen funcionamiento de los sistemas.

 Para ello se sugiere: 

• Desarrollar políticas de evaluación integradas que articulen acciones de evaluación 
de del sistema educativo y sus diversos componentes. 

• Fortalecer y optimizar los sistemas de evaluación de los alumnos considerando: 

• ampliar los marcos evaluativos más allá de las áreas instrumentales tradicio-
nalmente evaluadas.

• incorporar el criterio de diversidad de los alumnos en las evaluaciones, 

• emplear estrategias metodológicas diversificadas.

• articular dichos sistemas con el desarrollo curricular y las metas de aprendizaje 
esperadas.

• mejorar la difusión y el uso de la información que generan.

• Desarrollar y mejorar sistemas de evaluación del desempeño docente y de las 
instituciones educativas, complementando procesos de evaluación externa con  
procesos de autoevaluación.
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• Abrir el debate sobre la necesidad de evaluar las administraciones educativas en 
la región. 

• Articular los procesos de evaluación educativa con los sistemas de información. 

41. Construcción de sistemas integrados de información educativa que brinden información 
oportuna, confiable y relevante para la toma de decisiones. Es preciso revisar e integrar 
los modelos analíticos de los diferentes subsistemas de información de modo que éstos 
se ajusten a una visión centrada en la naturaleza de la educación como derecho humano 
fundamental. Se requiere considerar la información y conocimientos que se generan 
en investigaciones, usualmente desarrolladas fuera de las entidades estatales.
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Capítulo I

DereChos humanos e InClusIón soCIal, Claves para el 
Desarrollo De amérICa latIna y el CarIbe

1. los objetivos de Desarrollo del milenio: la superación de la 
pobreza y las desigualdades

En la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno convocada por las Naciones Unidas 
en el año 2000, los países se comprometieron a alcanzar, antes de 2015, ocho Objetivos de 
Desarrollo (Resolución AG 8/09/2000) sustentados en una concepción de desarrollo vertebrada 
por el ejercicio de los derechos humanos. El concepto de desarrollo humano sustentable subraya 
la importancia del crecimiento económico, la necesidad de una redistribución equitativa de 
la riqueza para superar la pobreza, la integración de la mujer en todas las esferas de la vida 
pública, la autodeterminación de los pueblos, incluidos los indígenas, el cuidado del medio 
ambiente y la mejora de la capacidad de las personas para decidir sobre su futuro (ONU, 2001). 
De acuerdo con esta visión de desarrollo y desde la perspectiva de cómo la educación puede 
contribuir a él, la UNESCO lo ha definido como el “proceso que aumenta la libertad efectiva 
de las personas para llevar a cabo aquello que valoran” (UNESCO, 1996a). 

Los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio se orientan a combatir las múltiples 
expresiones de la pobreza que inhiben en las personas la capacidad de optar por un mayor 
bienestar en sus vidas. Ellos son: 

1) Erradicar la pobreza extrema y el hambre. 

2) Lograr la enseñanza primaria universal. 

3) Promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer. 

4) Reducir la mortalidad infantil. 

5) Mejorar la salud materna. 

6) Combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades. 

7) Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente. 

8) Fomentar una asociación mundial para el desarrollo.

Los países de América Latina y el Caribe han reiterado su compromiso y voluntad 
política de alcanzar estos objetivos para reducir la pobreza, ampliar las oportunidades edu-
cativas y alcanzar el desarrollo. Esto no ha sido fácil. En el transcurso de los últimos años, 
algunas políticas públicas implementadas por los gobiernos de la región han hecho posible 
el surgimiento de barreras que probablemente impedirán a algunos cumplir con las metas 
propuestas en el tiempo previsto.

La mayoría de estas barreras provienen de políticas económicas que, si bien en algu-
nos casos han tenido éxito en estabilizar las economías mediante el control de la inflación y 
del déficit fiscal y en lograr el equilibrio de las balanzas de pagos, a la vez que han ayudado a 
liberalizar el comercio, no se han propuesto con el mismo nivel de decisión reducir la pobreza 
y las desigualdades en los plazos acordados.

En los últimos años, la región de América Latina y el Caribe ha hecho importantes 
esfuerzos y la pobreza se ha ido reduciendo, pero a un ritmo inferior al deseado. En 2005 (CE-
PAL, 2006), todavía un 39,8% de la población latinoamericana vivía en condiciones de pobreza 
(209 millones de personas), y un 15,4% (81 millones) en la indigencia. Cifras mejores que las 
de 2002, cuando la pobreza y la indigencia alcanzaban el 44% y el 19,4% respectivamente. 
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Esto significa que, en cifras absolutas, entre 2002 y 2005 la pobreza disminuyó en 12 millones 
de personas y los indigentes en 16 millones, lo que significa que por primera vez la tasa de 
pobreza descendió bajo el nivel de 1980, cuando el 40,5% de la población fue contabilizada 
como pobre.

Si bien hasta 2006 no se contaba con estas cifras alentadoras en cuanto a la reducción 
de la pobreza, en 2005 un estudio de la CEPAL (2005) que analiza la situación de 18 países de 
América Latina, concluyó que si ellos siguieran comportándose como en el decenio de 1990, 
en 2015 sólo siete de ellos cumplirían sus metas de reducción de la pobreza extrema1; otros 
seis la disminuirían lentamente2; y los cinco restantes3 probablemente elevarían sus niveles 
de pobreza, ya sea por haber aumentado la desigualdad, reducido el ingreso per capita o por 
ambas razones a la vez. 

Para poder reducir la pobreza extrema a la mitad antes de 2015, los países debieran 
esforzarse por elevar las tasas de crecimiento económico significativamente. Se estima que los 
países de mayor pobreza debieran crecer a un ritmo del 7% promedio anual, lo cual es muy difícil 
de lograr. En cambio, los de menor pobreza podrían alcanzar dichas metas si mantuvieran las 
tasas actuales de crecimiento (CEPAL, 2005). Aunque 2006 haya sido el cuarto año consecutivo 
de crecimiento económico en la región -el mejor resultado en los últimos 25 años-, ayudado 
por el ciclo favorable de las principales economías mundiales, el promedio de crecimiento sigue 
siendo escaso (2,2% entre 1980 y 2002) (CEPAL, 2006), si se compara con la necesidad que 
tienen los países para cumplir con los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Sin embargo, a pesar de que en muchos países la pobreza ha disminuido, la desigualdad 
en la distribución del ingreso continúa siendo una gran preocupación en América Latina y el 
Caribe. Todavía en la región el 10% más rico supera en 20 veces o más el ingreso del 40% más 
pobre. Entre las causas a las que se atribuye la desigual distribución del ingreso, se señala la 
inequitativa distribución del patrimonio, que es aún más marcada que la propia distribución del 
ingreso; la composición demográfica de los hogares (las familias de menores recursos tienen 
más hijos que las de mayores recursos); la educación (los pobres aún no alcanzan un umbral 
educativo que les permita salir de la pobreza); el empleo (los hogares pobres son más nume-
rosos y tienen menos miembros que reciben ingresos); y, finalmente, el gasto social cuando es 
regresivo y no progresivo, esto es, cuando no cumple con su papel redistributivo (en muchos 
países el quintil más rico de la población se beneficia de un porcentaje del gasto social similar 
al del quintil más pobre) (Franco, 2002).

Aunque el gasto social (en educación, salud y seguridad social, entre otros) haya 
aumentado en un década del 10.1% a 18.8% del gasto público (Bárcena, 2005), en general 
estos recursos no se han distribuido en forma equitativa; por tanto, el gasto social no se ha 
convertido en una eficaz herramienta de redistribución. 

Sin embargo, hay diferencias en cuanto al efecto que distintos componentes del gasto 
social tienen respecto a su influencia en la redistribución de ingresos. En efecto, los recursos 
públicos asignados a la seguridad social están muy concentrados en los estratos de ingresos 
medios y altos, por lo cual no tienen mayor impacto en el mejoramiento de las condiciones 
que provocan las desigualdades. Los recursos destinados a educación, en cambio, tienden a 
alcanzar a segmentos más amplios de la población. La eficacia redistributiva de la focalización 
del gasto depende tanto del esfuerzo de inversión y provisión de los servicios a los estratos de 
bajos ingresos, como del efectivo acceso de los beneficiarios a ellos. Esto hace que alcanzar 
la conclusión universal de la primaria con resultados de aprendizaje equiparables, la univer-
salización de la educación secundaria y un crecimiento progresivo de la educación superior, 

1 Argentina (antes de la crisis), Chile, Colombia, Honduras, Panamá, República Dominicana y Uruguay.
2 Brasil, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, México y Nicaragua.
3 Bolivia, Ecuador, Paraguay, Perú y Venezuela.
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constituya uno de los desafíos más importantes de las políticas educativas orientadas a la 
redistribución de ingresos y a la equidad social (CEPAL, 2005).

El desafío para los países es institucionalizar políticas sociales que aseguren beneficios 
mínimos garantizables para toda la población. Aunque las políticas de focalización son impor-
tantes, no son suficientes para construir sociedades más equitativas en forma estable. Si bien 
estas políticas han tenido un impacto positivo en el corto plazo, de prolongarse mucho en el 
tiempo, pueden terminar estableciendo un régimen segmentado en la calidad de las presta-
ciones sociales (educación para pobres y para el resto; salud para pobres y para el resto), lo 
cual reforzaría desigualdades de trayectorias y de resultados, por más que se busque a través 
de ellas igualar oportunidades de acceso (CEPAL, 2005).

Las políticas económicas constituyen la variable explicativa más importante del au-
mento o disminución de la pobreza, así como de la mayor o menor equidad en la distribución 
de los ingresos. Sin embargo, es difícil señalar en qué momento y en qué países es adecuado 
fomentar qué tipo de políticas, puesto que medidas similares en materia de políticas econó-
micas pueden producir resultados diferentes en países distintos, porque los pobres producen 
bienes diferentes, consumen cosas distintas, y sus fuentes de ingreso son afectadas de diferente 
manera (Ganuza, 2002).

La inversión en ciencias y en el uso de las nuevas tecnologías, escasa aún en la región, 
aparece como una necesidad impostergable para elevar el desarrollo científico endógeno de 
los países y, de este modo, formar capital social, incorporar valor agregado y elevar los niveles 
de productividad con el fin de combatir la pobreza. Este es un desafío directo para el diseño 
de políticas educativas que deben evitar ampliar la brecha digital, la cual podría generar aún 
más desigualdades entre los que tienen y los que no tienen acceso al uso de las nuevas tec-
nologías.

Enrique Ganuza (2002) señala que, por diversas razones, las políticas macroeconómicas 
en los últimos años no han tenido el buen efecto esperado de ellas: se uniformaron los dise-
ños de políticas en los distintos países, cuando la realidad reclamaba diversidad; las medidas 
estabilizadoras fueron excesivamente recesivas, afectando en gran medida a la producción y al 
empleo; la secuencia de las reformas no fue la adecuada (no se crearon instancias de supervi-
sión suficientes y en forma simultánea con los procesos de desregulación); se incentivaron las 
privatizaciones antes de que la iniciativa privada pudiera materializarse; y se empezó a pensar 
en redes de protección social cuando ya los pobres habían aumentado en gran cantidad. 

El resultado de la aplicación de estas políticas ha sido una mayor concentración de 
la riqueza, el aumento de la exclusión social, de la desocupación, de la informalidad y de la 
precariedad del empleo, todo lo cual ha repercutido negativamente en la capacidad productiva 
y de crecimiento de los países. Hoy los análisis coinciden en que la desigualdad es una de 
las causas que afecta a la tasa y calidad del crecimiento económico, contrariamente a lo que 
se creía, que era que el bajo crecimiento era el que producía la desigualdad (Franco, 2002; 
Ganuza, 2002).

2. los desafíos para la inclusión social, política y cultural

Con el desafío del crecimiento económico y la superación de las desigualdades, en 
América Latina y el Caribe sigue pendiente encarar con mayor resolución el tema de la exclusión 
social, política y cultural de gran parte de su población, particularmente la indígena y afro-
descendiente. Esta es la región con mayor desigualdad de ingresos del mundo. La polarización 
social ha ido incrementándose debido, entre otras razones, a los efectos de la globalización, 
cuya incidencia no ha tenido la misma repercusión en todos los sectores de la población.
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La historia de pobreza y desigualdad ha conducido a una situación de exclusión social, 
donde muchas personas que viven en espacios cercanos mantienen diferencias muy marcadas 
en sus formas de vida. A esto se suma la irrupción, en el último tiempo, de los movimientos 
indígenas en el escenario político y social, cuyo efecto ha sido dar mayor visibilidad a una 
discriminación estructural que se expresa en marginalidad, exclusión y pobreza. En el orden 
jurídico internacional se ha desarrollado un régimen especial sobre los derechos colectivos de 
los pueblos indígenas (OIT, 1989; ONU, 2006), que norman no discriminación, la integridad 
cultural, acceso a la tierra, desarrollo y bienestar social, y participación política (CEPAL, 2006). Los 
Estados están llamados a hacerse cargo de estas resoluciones que, para el caso de la educación, 
representan enormes desafíos económicos, técnicos y políticos. De igual manera, constituye un 
desafío para las políticas educativas la atención al creciente aumento de población migrante 
que se desplaza como producto de las guerras internas, la violencia y la pobreza.

Esta sociedad polarizada que hace visible de manera sin precedentes la brecha entre 
ricos y pobres, indígenas y no indígenas, afro-descendientes y blancos, también propicia un 
caldo de cultivo para el incremento de la inseguridad y la violencia. Entre los varones, la tasa 
de mortalidad por homicidios en el conjunto de la región americana era, en el año 2000, de 
17,8 por cada 100.000 habitantes. Pero al desagregar los datos por subregiones, en América 
Latina y el Caribe ésta se eleva a 25,1 (OPS, 2005), convirtiéndose en una de las más altas del 
mundo. Asimismo, la mortalidad causada por homicidio varía en función del nivel de ingreso. 
Mientras que en el nivel de altos ingresos la muerte por homicidio entre varones el año 2000 
era de 6,5 por cada 100.000 habitantes, para los niveles de ingresos bajos y medios era de 27,5 
(OMS, 2003). Si bien la desigualdad social no puede ser considerada la única causa del aumento 
de la violencia, puesto que ella también se asocia a las distintas expectativas producto de las 
diferencias entre el consumo simbólico y el consumo material, entre nivel educativo y acceso 
a empleos productivos, entre el deseo de autonomía y la imposibilidad de materializarla, su 
aumento ha sido tal que los costos por combatirla se han estimado en cifras que oscilan entre 
el 7% y 12% del Producto Interno Bruto de la región (Ganuza, 2002; Bourguignon, 1999).

En este panorama de pobreza, desigualdad y violencia social, la mujer se ve doblemente 
afectada. Por un lado, la pobreza y la desigualdad afectan con más fuerza a las mujeres, espe-
cialmente a aquellas madres jefas de hogar, que deben enfrentar mayores dificultades en el 
acceso al mundo laboral y discriminaciones salariales. Por otro lado, las mujeres son con más 
frecuencia víctimas de la violencia intrafamiliar y social.

Además, la polarización se ve reforzada por políticas públicas que tienden a reproducir 
la segmentación social originada por la implantación de una política económica basada casi 
exclusivamente en los beneficios del mercado y en una escasa institucionalidad reguladora por 
parte del Estado. En el campo de la educación, las políticas públicas han tendido a reproducir 
la segmentación social, ofreciendo a los sectores de menores ingresos una educación de peor 
calidad que la ofrecida a los estratos medios y altos. Son los sectores de menores recursos 
quienes, por situación estructural, desertan más, repiten y tienen inferiores resultados en 
las evaluaciones estandarizadas. Los sistemas educativos, que en el pasado fueron canales 
de movilidad social y vehículos de integración, se han convertido cada vez más en circuitos 
segmentados para pobres y ricos, generándose con ello un peligroso circuito de reproducción 
intergeneracional de la desigualdad.

En el campo de las políticas sociales, mención especial merece lo que ocurre en los mer-
cados de trabajo. La flexibilización de las relaciones laborales como producto de la implantación 
de las políticas liberales no acompañadas de adecuadas regulaciones y medidas de protección 
social, ha consolidado un universo de vínculos precarios con el mundo productivo, que a su 
vez ha significado un debilitamiento de la capacidad del mercado de trabajo para incidir en la 
integración social. La mayor fragmentación del sistema productivo, la escasez de oportunidades 
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de trabajo en el sector formal de la economía, el debilitamiento de los vínculos salariales, el 
incremento de las desigualdades en las remuneraciones, o la expansión de la informalidad y la 
desocupación, han configurado un nuevo escenario con profundas implicaciones en la dinámica 
social de la región. El desempleo aumentó de un 6% a un 11% en una década; y de cada diez 
nuevos puestos de trabajo, siete se generaron en el sector informal de la economía (Bárcena, 
2005). Cada vez es más necesaria la aplicación de políticas económicas y sociales integradas, 
que compatibilicen competitividad y eficiencia económica con las demandas de protección, 
seguridad y ejercicio de los derechos laborales y ciudadanos (OIT, 2005). 

Otro desafío que enfrenta la región es el tema de la corrupción que debilita las institu-
ciones democráticas, en tanto afecta a instancias de gobierno, partidos políticos, poder judicial, 
empresas, policías y otros. Esto constituye un factor de inestabilidad política que puede retrasar 
aún más los flujos de capitales y, por tanto, la inversión productiva. En un informe que presenta 
la percepción de los grados de corrupción en 163 países (Transparencia Internacional, 2006), 
de los 28 correspondientes a la región, sólo tres tienen puntuación superior a 5 puntos en una 
escala de uno a 10 (siendo 10 el indicador de menor corrupción y 1 el de mayor corrupción); 
otros 14 tienen una puntuación entre 3.0 y 4.9 puntos; y 11 no alcanzan a tener 3 puntos. Para 
los países de América Latina y el Caribe el promedio del índice de percepción de corrupción 
es de 3.5, considerado muy bajo en comparación con otras regiones. Estos índices ponen de 
manifiesto la fuerte correlación existente entre corrupción y pobreza.

3. la cohesión social: el sentido de comunidad y pertenencia 

La pobreza, la inestabilidad y vulnerabilidad de los sectores medios y la erosión de las 
instituciones de protección social, han significado una profunda transformación cultural en la 
sociedad, hoy más centrada en el individuo, en su autonomía y en la libertad personal como 
garantes de éxito. El entramado social se ha vuelto más frágil, se ha resquebrajado el concepto 
de comunidad, y ya no se espera una solidaridad vertebrada desde el Estado. Los ciudadanos 
difícilmente se ven a sí mismos formando parte de un sujeto colectivo, de un “nosotros”, todo 
lo cual afecta a “nuestras maneras de vivir juntos”, como la UNESCO ha definido a la cultura 
(UNESCO, 1996b). 

Los cambios culturales incrementan la diversidad de actores y factores que conforman 
la trama social. La diversidad social y cultural representa una de las grandes riquezas de la 
región, siempre que ésta sea contenida por un orden consensuado. Sin dicho orden, la diver-
sidad tiende a desembocar en fragmentación, lo que un informe de Naciones Unidas llama la 
“diversidad disociada” (Ganuza, 2002). Gran parte de la población –especialmente indígenas 
y afro-descendientes (cercana a los 200 millones de habitantes en la región)– está y se siente 
excluida de las redes de protección social y de los frutos del desarrollo. 

Esta exclusión no es sólo del bienestar económico y de las redes sociales, sino exclusión 
de una comunidad de sentidos que concierne más a una manera de vivir juntos que a un asunto 
de pobreza material. En la actualidad, los riesgos de una sociedad fragmentada otorgan una 
nueva importancia al tema de la cohesión y de las instituciones que, como la escuela, apuntan 
a la constitución de lo social.

En este escenario, conviene subrayar de manera positiva la instalación de gobiernos 
democráticos en la región. Desde 2005 a la fecha se han producido trece elecciones presiden-
ciales democráticas, en los cuales el traspaso de poderes se ha efectuado de manera regular. 

El fortalecimiento de las democracias representativas ha sido, junto con las medidas 
de estabilización económica, uno de los pilares impulsados en las dos últimas décadas para 
llevar adelante las reformas estructurales que permitieran el despegue de las economías re-
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gionales. Sin embargo, gran parte de la ciudadanía expresa algún grado de frustración respecto 
de la eficacia de los gobiernos democráticos, ya que las limitaciones en la forma como se ha 
implantado el modelo económico que ha acompañado a estas democracias, no ha logrado 
mejorar las condiciones de vida de gran parte de la población. 

En efecto, las encuestas regionales realizadas por Latinobarómetro en 2004, sostienen 
que mientras el 72% de la población opina que la democracia es el único sistema con que su 
país puede llegar a ser desarrollado y el 53% considera a la democracia como el mejor sistema 
de gobierno, el 29% se siente satisfecho con su funcionamiento. Del mismo modo, aunque la 
mayoría de la población latinoamericana considera que la economía de mercado es el único 
sistema con que su país puede llegar a ser desarrollado (60%), la satisfacción por sus resultados 
es aún inferior a la que sienten por la democracia (19%).

Esto refleja la compleja articulación existente entre democracia, funcionamiento del 
mercado y cohesión social, lo que deriva en múltiples tensiones al interior de los países. La 
fragmentación social a la que se ve expuesta la región dificulta el asentamiento de un pacto 
social cohesionado y participativo, y se presenta como un freno al cambio y a la capacidad 
de adaptación que demandan las exigencias del desarrollo, pues debilita la gobernabilidad 
democrática y erosiona el clima de confianza interno que requieren las instituciones para 
funcionar y los países para desarrollarse.

De aquí se desprende la importancia y urgencia por fortalecer una ciudadanía en la que 
distintos actores sociales actúen como dinamizadores de los valores cívicos y del conocimiento 
de los derechos y deberes de la población. Para ello es indispensable comprender el significado 
de lo “público”, no como espacio estatal, sino como un espacio de interés colectivo donde se 
afiancen las confianzas que favorezcan el desarrollo de una convivencia social basada en la 
tolerancia y en el respeto a las diferencias. En este contexto, se requiere revalorar el concepto 
de “escuela pública” y el rol público que la educación puede jugar en la generación de una 
mayor cohesión social.

Asimismo, es importante considerar el rol que compete al Estado en facilitar los 
espacios públicos para el empoderamiento, la participación y el fomento del capital social de 
los sectores más desfavorecidos de la sociedad. No obstante, todavía se observa una ausencia 
de cultura de la responsabilidad de la ciudadanía frente a sí misma y al Estado. Por tanto, se 
hace necesario no sólo buscar la mejora del funcionamiento de los mecanismos estatales, sino 
también abrir nuevos espacios para la participación de la sociedad civil. Se trata de mejorar la 
“densidad democrática” de los países con la creación de múltiples instituciones e instancias de 
participación, donde se fortalezcan las relaciones de solidaridad y la responsabilidad para conso-
lidar una cultura de convivencia y desarrollo colectivos (Ocampo, 2005). Se requiere un mayor 
énfasis de las políticas públicas en participación, transparencia y rendición de cuentas.

A pesar de esta necesidad, ni la dimensión de la participación comunitaria ni la creación 
de redes que aumenten el capital social de la población, se han convertido en prioridades claras 
dentro de las políticas sociales de la mayoría de los países. El enfoque de fomentar el capital 
social todavía no se ha logrado llevar a la práctica adecuadamente en los ámbitos específicos 
de la gestión y el diseño de políticas públicas.

4. el ejercicio del derecho a la educación, garantía de paz y 
convivencia

Sobre la base de este panorama, la propuesta de educación de calidad para todos en la 
región enfrenta al menos cuatro desafíos importantes y estrechamente vinculados entre sí: 
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• El primero se refiere a cómo la educación puede ayudar a la superación de la pobreza 
mediante una contribución efectiva al crecimiento económico sostenido como un 
factor clave que aporta al bienestar de las personas. Los niveles de crecimiento han 
sido insuficientes en los últimos años y éstos, en la sociedad del conocimiento, 
dependen cada vez más de la incorporación de valor agregado a la producción y a 
los sistemas de intercambio global. Para ello se necesita mejorar masivamente el 
nivel de formación de las nuevas generaciones que entran al mercado laboral, en 
un momento en que la región va quedando rezagada en el ritmo de avance de la 
educación secundaria y terciaria, y en el nivel de aprendizaje efectivo y actualizado 
de toda la población. 

• El segundo consiste en cómo la educación puede contribuir a la reducción de 
las desigualdades sociales. Hoy se da una estrecha relación entre ingresos de los 
hogares, logros educacionales de los hijos y tipo de trabajo al que acceden según 
logros educativos, lo que en gran medida determina el ingreso de los hogares de 
la siguiente generación, con lo cual las desigualdades tienden a reproducirse de 
modo intergeneracional. El fortalecimiento de una escuela pública, cuya calidad 
debe ser debidamente garantizada por el Estado, puede contribuir en forma eficaz a 
disminuir las brechas educativas existentes entre los sectores de menores y mayores 
ingresos, entre la población rural y urbana, entre los indígenas y no indígenas, y 
convertirse en un verdadero canal de movilidad social. 

• El tercer desafío se relaciona con la forma en que la educación puede promover 
una mayor inclusión social e integración cultural, situando a las personas en el 
centro de un proceso de desarrollo humano sostenible, expandiendo sus capaci-
dades y ampliándo sus opciones para vivir con dignidad, valorando la diversidad y 
respetando los derechos de todos los seres humanos. 

• El cuarto desafío remite a cómo la educación puede contribuir a una mayor co-
hesión social y a la prevención de la corrupción y la violencia. La educación para 
la paz y la democracia debiera ayudar en el futuro a tener un sustrato humano 
más favorable para reducir y sancionar la corrupción, exigir los derechos sociales y 
culturales, fortalecer la participación social y consolidar una cultura de la igualdad, 
elemento básico para alcanzar sociedades más solidarias.

En definitiva, estos desafíos se pueden resumir en cómo incorporar en las políticas 
educativas un enfoque de la educación como derecho humano, que posibilite el ejercicio de 
los demás derechos humanos (ONU, 1948), amplíe las capacidades de las personas para el 
ejercicio de su libertad y consolide comunidades pluralistas basadas en la justicia.



24



25

CAPÍTULO II

EL sALTO dEsdE LA IgUALdAd En EL ACCEsO, A LA IgUALdAd 
En LA CALIdAd dE LOs APrEndIzAjEs

1. diferentes concepciones sobre calidad de la educación

La calidad de la educación es una aspiración constante de todos los sistemas edu-
cativos, compartida por el conjunto de la sociedad, y uno de los principales objetivos de las 
reformas educativas de los países de la región. Se trata de un concepto con una gran diversidad 
de significados, con frecuencia no coincidentes entre los distintos actores, porque implica un 
juicio de valor respecto del tipo de educación que se quiere para formar un ideal de persona y 
de sociedad. Las cualidades que se le exigen a la educación están condicionadas por factores 
ideológicos y políticos, los sentidos que se le asignan a la educación en un momento dado 
y en una sociedad concreta, las diferentes concepciones sobre el de-
sarrollo humano y el aprendizaje, o por los valores predominantes en 
una determinada cultura. Estos factores son dinámicos y cambiantes, 
por lo que la definición de una educación de calidad también varía 
en diferentes períodos, de una sociedad a otra y de unos grupos o 
individuos a otros. 

Los decidores de políticas, los investigadores y las instituciones responsables de los 
recursos públicos y privados que invierten en educación, han ido desarrollando interpretaciones 
científicas, con sus correspondientes enfoques y herramientas metodológicas, para hacer posible 
los juicios o las valoraciones compartidas sobre el fenómeno de la calidad. Con frecuencia, ésta 
se asimila con eficiencia y eficacia considerando la educación como un producto y un servicio 
existente en el mercado que tiene que satisfacer a los usuarios. Obviamente, estas dimensio-
nes son aspectos fundamentales para evaluar la calidad, pero la educación se sustenta en un 
conjunto de valores y concepciones que determinan en gran medida el juicio de valor que se 
haga sobre la calidad de la misma. En otros casos, la calidad de la educación no se define de 
forma explícita, pero se construyen una serie de indicadores para medirla que pueden dar una 
idea del enfoque que hay detrás. 

Según la UNESCO (2005a), de las principales corrientes interpretativas en educación 
se pueden deducir importantes diferencias respecto de lo que constituiría la calidad. En los 
enfoques humanistas, lo central es el desarrollo de las capacidades de los educandos para que 
construyan significados y den sentido a lo que aprenden, siendo el docente un mediador en 
dicho proceso. En función de esto, se preconiza que los planes de estudios deban considerar 
las características y necesidades de cada alumno para aprender. Las corrientes conductistas, 
por el contrario, enfatizan la importancia de la enseñanza estructurada, graduando paso a 
paso lo que el alumno aprende y verificando sus resultados. En este caso, el docente dirige el 
aprendizaje controlando los estímulos y respuestas. Más radicalmente, en los enfoques críti-
cos, que abarcan una amplia gama de teorías, se estimula el análisis crítico de la realidad y la 
principal preocupación es que la educación contribuya al cambio social y a la reducción de las 
desigualdades, promoviendo la autonomía y la emancipación de los marginados. 

En las sociedades latinoamericanas y del Caribe todos estos enfoques siguen vigentes, 
y se ven enfrentados en debates académicos, en la formulación de políticas y en las prácticas 
pedagógicas, y los diversos actores o grupos de influencia involucrados en la educación tienden 
a suscribir unos u otros, de manera más o menos consciente�. 

� En general las interpretaciones de los economistas se inclinan más por el enfoque conductista, en tanto que entre 
los gremios docentes priman las concepciones humanistas o críticas. 

La caLidad de La educación siempre está en eL centro 
deL debate y es una aspiración constante de Los 
sistemas educativos de todos Los países.
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En la región existe consenso respecto de la baja calidad de la educación, pese a los 
esfuerzos realizados en aumentar el tiempo de aprendizaje, definir nuevos currículos, elaborar 
materiales didácticos o formar a los docentes, entre otros. Este juicio se basa en los magros 
resultados de aprendizaje obtenidos en mediciones y evaluaciones comparadas, especialmente 
en lectura, escritura y matemáticas. Si bien dichas competencias son la base de los demás 
aprendizajes, definir la calidad de la educación solamente por los resultados de aprendizaje 
en determinadas áreas conlleva el riesgo de sesgar tanto la formulación de políticas como la 
actividad docente. 

Uno de estos sesgos es el reduccionismo instrumental, que supone limitar la calidad 
a aquellos aspectos mensurables mediante pruebas estandarizadas, olvidando aprendizajes 
de vital importancia que difícilmente pueden evaluarse con estos instrumentos como, por 
ejemplo, la creatividad, la resolución de conflictos o el cuidado del medio ambiente, entre 
otras. Si en contextos, donde prima el reduccionismo instrumental, se implementan políticas 
basadas en incentivos ligados con los resultados de pruebas estandarizadas, se corre el riesgo 
de empobrecer el sentido de la educación, con pérdidas netas para las áreas curriculares más 
alejadas a las mediciones, en las que se contemplan aprendizajes esenciales para el desarrollo 
integral de las personas y de las sociedades. 

Un segundo sesgo, la normatividad engañosa, consiste en atribuir a las mediciones tal 
importancia que el tipo de preguntas y los temas que éstas plantean terminan por desplazar 
en el imaginario y en la práctica de los educadores los objetivos más generales que la edu-
cación se ha propuesto en el país; es decir, se termina valorando sólo aquello que es objeto 
de evaluación.

Un tercer sesgo, propio de quienes investigan, proponen agendas y formulan políticas, se 
puede denominar como reduccionismo racionalista que consiste en confundir los fenómenos con 
las explicaciones de los mismos. El fenómeno del aprendizaje se produce a través de procesos 
de interacción entre el docente y los alumnos y de éstos entre sí, y lo que cada uno aporta 
hace que el aprendizaje sea único e irrepetible en cada caso. Las explicaciones sobre por qué 
a niveles agregados se producen o no aprendizajes, se derivan de las evaluaciones de calidad 
que consideran los factores asociados con dichos logros. El sesgo en este caso es suponer que 
modificando positivamente los factores estudiados, se producen de modo inmediato y mecánico 
mejoras en los aprendizajes. Si bien la modificación de los factores que limitan el aprendizaje 
es un aspecto importante a considerar, esto no resuelve automáticamente el problema, dada 
la importancia de las dimensiones subjetivas, relaciones y emociones, en el fenómeno del 
aprendizaje, cuya transformación es más compleja e imprevisible (Rojas, 2006). 

La falta de conocimientos y capacidades para afectar más directamente lo que ocurre 
en las aulas y la dificultad de incorporar las dimensiones subjetivas en el análisis, ha entrañado 
que el debate de la calidad en el ámbito de las políticas se haya centrado en enfoques prove-
nientes del campo económico, dando gran importancia a aspectos tales como eficacia, eficiencia 
o competitividad; medidas que, aún siendo necesarias, no han mostrado ser suficientes para 
resolver los problemas de la baja calidad de la educación. 

En los países de América Latina y el Caribe se observan al menos dos interpretaciones 
acerca de lo que es “calidad de la educación”. La primera concibe la educación como la base 
de la convivencia y la democracia, dando importancia a las dimensiones ciudadanas, cívicas y 
valóricas. La segunda se relaciona con los efectos socioeconómicos de la educación, en térmi-
nos de limitaciones o aportes al crecimiento económico, el acceso al empleo y la integración 
social. La riqueza del marco ético se refleja también en la legislación internacional, la cual 
constituye un punto de partida indispensable para cualquier debate amplio sobre la calidad 
de la educación.
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2. Educación de calidad para todos desde un enfoque de derechos 
humanos 

Como se ha comentado, la calidad implica hacer un juicio de 
valor; pero, ¿respecto de qué? ¿Qué cualidades debe reunir y por qué? 
En el Informe de seguimiento de la  Educación para Todos en el mundo 
(UNESCO, 2005a), se menciona que una educación de calidad debería 
abarcar tres dimensiones fundamentales: el respeto de los derechos, 
equidad y pertinencia. A estas dimensiones habría que añadir la rele-
vancia, así como dos de carácter operativo: eficacia y eficiencia. 

2.1. El ejercicio del derecho a la educación
La educación es un derecho humano fundamental y un bien 

público porque gracias a ella nos desarrollamos como personas y como 
especie y contribuimos al desarrollo de la sociedad. Como señala Fer-
nando Savater (2006), el ser humano es un ser inconcluso que necesita 
permanentemente de la educación para desarrollarse en plenitud, 
por lo que la finalidad de la educación es cultivar la humanidad. Este 
carácter humanizador implica que la educación tiene un valor en sí 
misma y que no es únicamente una herramienta para el crecimiento 
económico o social, aunque también lo sea, como suele percibirse 
desde visiones más utilitaristas. 

El pleno desarrollo de la personalidad humana es la principal 
finalidad que se le atribuye a la educación, tanto en los instrumentos 
de derechos humanos de carácter internacional como en la legislación 
de los diferentes países. En la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (ONU, �948), se expresa que la educación ha de tener por ob-
jeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento 
del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 
favoreciendo la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos. En el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU/ECO-
SOC,�966), se agrega el desarrollo del sentido de dignidad y capacitar a 
todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre. 
En la Convención sobre los Derechos del Niño (UNICEF, �989), se añade 
a esto la finalidad de inculcar al niño el respeto del medio ambiente 
natural, de su identidad cultural, su idioma y sus valores, y el respeto 
de los valores nacionales y de otras civilizaciones.

El derecho a la educación hace posible el ejercicio de otros 
derechos humanos fundamentales y, en consecuencia, de la ciudadanía. 
Difícilmente se podrá acceder a un empleo digno, o ejercer la libertad 
de expresión o de participación, si no se tiene educación. Esto supone 
que no puede ser considerada como un mero servicio o una mercancía negociable, sino como 
un derecho que el Estado tiene la obligación de respetar, asegurar, proteger y promover. Los 
servicios pueden ser diferidos, pospuestos y hasta negados, mientras que un derecho es exigible 
y justiciable por las consecuencias que se derivan de su violación o irrespeto (Muñoz, 2004). 

El acceso es un primer paso en el derecho a la educación, 
pero su pleno ejercicio exige que ésta sea de calidad, promoviendo el 
pleno desarrollo de las múltiples potencialidades de cada persona, con 

“La educación es un derecho humano fundamentaL, 
y -como taL- es un eLemento cLave deL desarroLLo 
sostenibLe y de La paz y de La estabiLidad de cada 
país y entre naciones, y, por consiguiente, un medio 
indispensabLe para participar en Los sistemas sociaLes 
y económicos deL sigLo XXi”.

Fuente: UNESCO (2000). Marco de Acción de Dakar. Educa-
ción para Todos: Cumplir nuestros compromisos comunes.

La educación de caLidad, en tanto derecho funda-
mentaL de todas Las personas, tiene como cuaLidades 
esenciaLes eL respeto de Los derechos, La equidad, 
La reLevancia y La pertinencia y dos eLementos de 
carácter operativo: La eficacia y La eficiencia.

“toda persona tiene derecho a La educación. 
La educación debe ser gratuita, aL menos en Lo 
concerniente a La instrucción eLementaL y funda-
mentaL. La instrucción eLementaL será obLigatoria. 
La instrucción técnica y profesionaL habrá de ser 
generaLizada; eL acceso a Los estudios superiores 
será iguaL para todos, en función de Los méritos 
respectivos. 

La educación tendrá por objeto eL pLeno desarroLLo 
de La personaLidad humana y eL fortaLecimiento deL 
respeto a Los derechos humanos y a Las Libertades 
fundamentaLes; favorecerá La comprensión, La 
toLerancia y La amistad entre todas Las naciones y 
todos Los grupos étnicos o reLigiosos; y promoverá 
eL desarroLLo de Las actividades de Las naciones 
unidas para eL mantenimiento de La paz. 

Los padres tendrán derecho preferente a escoger 
eL tipo de educación que habrá de darse a sus 

hijos”. 

Fuente: Naciones Unidas (�948). Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, artículo 26.

de La caLidad de La educación dependerán en buena 
medida eL acceso universaL a La educación y La 
concLusión de estudios.
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aprendizajes socialmente relevantes y experiencias educativas pertinentes a las necesidades 
y características de los individuos y de los contextos en los que se desenvuelven. Es decir, el 
derecho a la educación es el derecho a aprender a lo largo de la vida. Un acierto importante del 
movimiento de Educación para Todos ha sido precisamente poner el acento en las necesidades 
básicas de aprendizaje, constituyendo una especie de metáfora para recordarnos que el objetivo 
de cualquier acción educativa es que haya aprendizaje (Ferreiro, �998). 

El aprendizaje no se circunscribe a una etapa concreta de la vida ni al contexto de 
la escuela, sino que empieza en el nacimiento, incluso antes, continúa a lo largo de la vida y 
tiene lugar en múltiples ámbitos, no necesariamente escolares. En el Marco de Acción de Edu-
cación para Todos de Dakar (UNESCO, 2000), se establece que todos los niños han de tener 
la oportunidad de ejercer su derecho a una educación de calidad en la escuela o mediante 
programas alternativos. 

El aprendizaje a lo largo de la vida requiere ofrecer múltiples y 
variadas oportunidades educativas con diferentes finalidades: acceder y 
complementar estudios en cualquier nivel educativo, incluida la educa-
ción superior, proporcionando distintas modalidades y posibilidades de 
ingreso o reingreso; facilitar el perfeccionamiento y la formación técnica 
vinculada al trabajo, la conversión laboral y la promoción profesional, 
incrementando los vínculos entre la educación y el mundo del trabajo. 
Significa también facilitar diferentes itinerarios formativos y el estable-

cimiento de puentes entre ellos, posibilitando que cada persona construya su propio proyecto 
formativo orientado a su enriquecimiento personal y profesional (UNESCO/OREALC, 2002). 

El ejercicio del derecho a la educación está fundado en los principios de gratuidad y 
obligatoriedad y en el derecho a la no discriminación y a la plena participación; aspectos que 
se desarrollan a continuación. 

2.1.1. Obligatoriedad y gratuidad de la educación: condiciones 
fundamentales para asegurar el derecho a la educación

La obligatoriedad y gratuidad de la educación son dos condiciones fundamentales para 
garantizar el derecho a la educación presentes en los instrumentos de derechos humanos de 
carácter internacional mencionados. En ellos se establece que la educación primaria debe ser 
gratuita y obligatoria y que la enseñanza secundaria técnica y profesional debe ser generalizada 
y progresivamente gratuita. En relación con la educación superior, se señala que debe hacerse 
accesible a todos en función de los méritos de cada uno. 

En el Marco de Acción de Dakar se señala que todos los Estados deberán cumplir la 
obligación de ofrecer una educación primaria gratuita y obligatoria, de conformidad con los 
instrumentos anteriormente mencionados, lo cual se ve reflejado en uno de sus seis objetivos. 
Sin embargo, en la mayoría de los países de la región la educación obligatoria supera la educa-
ción primaria, por lo que la gratuidad deberá asegurarse más allá de este nivel.

La educación obligatoria ha de entenderse como un deber para los niños y sus familias, 
y también para el Estado. Los padres no pueden negarse a la educación de los hijos y el Estado 
debe garantizar que todos puedan cursar la educación obligatoria, eliminando los obstáculos 
financieros y de otra índole que impiden la conclusión de los años de estudio considerados 
obligatorios en cada país. 

En relación con la obligatoriedad surgen dos debates: el primero está relacionado con 
la asimilación de la educación básica o fundamental con la educación obligatoria, y el segundo 
tiene que ver con la duración de la misma. 

La educación obligatoria se ha equiparado tradicionalmente con la educación básica, 

“La educación a Lo Largo de La vida es un derecho 
y una de Las cLaves deL sigLo XXi. es a La vez con-
secuencia de una ciudadanía activa y una condición 
para La participación pLena en La sociedad”. 

Fuente: Declaración de Hamburgo sobre la Educación de 
Adultos (�997).  V Conferencia Internacional de Educación 
de las Personas Adultas.
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-cuya duración varía entre países-, la cual ha de garantizar la satisfacción de todas las nece-
sidades básicas de aprendizaje. Los sistemas educativos están organizados de forma rígida y 
lineal, de tal forma que las personas tienen una sola oportunidad y como si, una vez finalizada 
la educación obligatoria, ya no tuviera sentido hablar de educación básica. Sin embargo, esto 
debería redefinirse a la luz del concepto de aprendizaje a lo largo de la vida, que dota de un 
nuevo sentido a la educación. 

Por dos razones la educación básica no es una característica 
exclusiva de la educación obligatoria. Por un lado, porque en las dife-
rentes etapas de la vida de las personas surgen necesidades básicas 
de aprendizaje que exigen ser satisfechas y que, no por el hecho de 
surgir en edades más o menos alejadas de las propias de la educación 
obligatoria, dejan de serlo (Coll y Martín, 2006). Por otro lado, porque 
las necesidades básicas de aprendizaje que forman parte de la educa-
ción obligatoria pueden ser satisfechas en otras edades diferentes a 
las establecidas legalmente para cursar dicha educación. Al respecto, 
es urgente ampliar y mejorar la oferta educativa para los jóvenes y 
adultos que no han culminado su educación básica y ampliar y mejorar 
los programas de alfabetización para quienes lo requieran. Esta visión 
más amplia de la educación básica exige avanzar hacia sistemas edu-
cativos más flexibles y con mayores puentes (salidas y entradas) entre los diferentes niveles y 
modalidades educativas, para satisfacer las distintas necesidades de aprendizaje en cualquier 
momento de la vida. 

En cuanto a los años que debe abarcar la educación obligatoria, hay que preguntarse 
cuál ha de ser la duración mínima en países con grandes desigualdades como los de la región, 
con el fin de extender las oportunidades educativas para aquellos que están en situación de 
mayor desventaja social y educativa. Todos los países han realizado importantes esfuerzos para 
ampliar los años de la educación obligatoria, que oscila entre 6 y �3 años. Esta obligatoriedad 
legal, sin embargo, no ha sido garantía suficiente para que todos los niños y niñas en edad 
escolar tengan acceso a la educación y puedan finalizar los años de escolaridad previstos en 
las respectivas normativas de los países. 

Distribución De los países según extensión De la obligatorieDaD en años 
y De la eDaD De inicio. 

Edad 
de 

inicio

duración en años

6 7 8 9 10 11 12 13 Total

4 � �

5 � � 5 3 9 �9

6 5 2 2 6 2 �7

7 � � 2 4

Total 6 � 3 5 �� 5 9 �

Según datos de la CEPAL (�998), las personas que provienen de hogares con escasos 
recursos suelen cursar 8 o menos años de estudio, y en general no superan la condición de 
obrero u operario, mientras que aquellos que crecen en hogares de mayores recursos suelen 
cursar �2 o más años de educación y se desempeñan como profesionales, técnicos o directivos. 
Esto significaría que una escolaridad obligatoria de �2 años sería el umbral mínimo deseable 
para superar la pobreza y asegurar la igualdad de oportunidades, pero esto no tiene un efecto 
lineal. En efecto, si bien las nuevas generaciones tienen más niveles de estudio en todos los 

cerca de 63 miLLones de personas entre 20 y 
39 años (36,5% deL totaL) no ha cuLminado La 
educación baja secundaria. esta cifra se incrementa 
a cerca de 97 miLLones (56,2% deL totaL) si se 
considera La concLusión de La aLta secundaria. este 
grupo pobLacionaL representa eL grueso de La pobLa-
ción activa de Los países para Las próXimas décadas, 
de ahí que esta situación no sóLo represente una 
privación de oportunidades educativas, sino también 
un fenómeno con un fuerte impacto en Las posibiLi-
dades de desarroLLo humano de Los países.

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe. Garantizando la educación de calidad 
para todos.

Fuente: 
UNESCO (2007). Situación 
educativa en América Lati-
na y el Caribe. Garantizan-
do la educación de calidad 
para todos.
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estratos socioeconómicos, esto no se ha traducido en mayor movilidad social, porque las 
ocupaciones de mayor productividad exigen mayores niveles de estudio que se concentran 
en los estratos socioeconómicos más altos (Reimers, 2002). El umbral para salir de la con-
dición de pobreza y acceder a empleos más dignos y productivos se traslada cada vez más 
hacia mayores exigencias, por lo que hoy en día la educación secundaria es fundamental para 
salir de la pobreza y la educación terciaria es la que puede hacer la diferencia para lograr una 
mayor movilidad social. 

Considerando el valor intrínseco de la educación para el crecimiento y la dignidad de 
las personas, un mayor nivel educativo de toda la población es un elemento crucial para el 
desarrollo humano de un país, independientemente de su retorno en términos económicos o 
de movilidad social. Un mayor número de años de estudios es fundamental, tanto por lo que 
se refiere a las posibilidades para acceder al conocimiento y al mundo laboral, como por la 
influencia positiva en la educación de los hijos. 

La extensión del número de años de educación obligatoria está asociada con otro 
debate: cuándo ha de empezar y finalizar. La mayoría de los países de la región ha ampliado la 
educación obligatoria hacia la educación secundaria, abarcando en la mayoría de los casos la 
educación secundaria baja. No obstante, especialmente en la última década, un buen número 
de países han establecido el inicio de la educación obligatoria a los cinco años y, en algún caso, 
a los cuatro. En otros países, sin ser obligatoria, las políticas educativas se han propuesto como 
meta la universalización progresiva de los tramos de edad de cinco y cuatro años. 

Numerosas investigaciones han mostrado que la educación en los primeros años tiene 
una gran incidencia en el desarrollo de los seres humanos y altos retornos sociales y económicos, 
siendo fundamental para el logro de los objetivos de Educación para Todos, razón por la cual 
los países de la región están iniciando antes la educación obligatoria. La obligatoriedad en esta 
etapa también puede entenderse como el deber del Estado de ofrecer plazas suficientes en las 
distintas modalidades y programas para satisfacer la demanda de las familias, especialmente 
de aquellas que viven en situación de mayor vulnerabilidad, aunque no sea una obligación para 
los niños ni sus familias asistir a ellos. 

La ampliación hacia la educación media también tiene ventajas que es preciso consi-
derar. La principal es que la educación obligatoria no finalice antes de la edad mínima laboral 
en cada país, de forma que aquellos estudiantes que no continúen estudios puedan acceder 
a un puesto de trabajo, lográndose así la continuidad entre la vida escolar y la vida adulta2. 
Asimismo, debería armonizarse la finalización de la educación obligatoria con la edad de 
responsabilidad penal.

En todo caso, el debate sobre la obligatoriedad debería situarse en el marco de la 
Educación para Todos a lo largo de toda la vida, que tiene dos propósitos diferentes y comple-
mentarios entre sí; uno se refiere a un aspecto temporal (a lo largo de toda la vida) y el otro a 
su extensión social (para todos). Ambos responden al principio de que la educación, en todos 
sus niveles, es un derecho “de toda persona” tal como establece la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (Brovetto, �999).

2.1.2. La escuela pública gratuita garantiza el derecho a la educación
La obligatoriedad es una condición necesaria pero no suficiente para garantizar el 

derecho a la educación; para que éste sea efectivo es preciso asegurar la gratuidad. Sin em-
bargo, ésta es una asignatura pendiente en la región, pese a estar consignada en los marcos 
normativos de muchos países. 

2 El Convenio sobre la edad mínima para acceder a un empleo (OIT, �973) recomienda elevar progresivamente la 
edad mínima de admisión al empleo, la cual no debería ser inferior a los �5 años, y excepcionalmente a los �3 años, 
siempre y cuando el empleo no perjudique su asistencia a la escuela. 
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Para garantizar la obligatoriedad y gratuidad de la educación, los países de la región 
establecieron desde muy temprano, en su vida como naciones independientes, sistemas de 
escuelas públicas cuyos servicios eran financiados por el Estado. Dado el rol fundamental que 
juegan en asegurar la igualdad de oportunidades en el derecho a la educación, especialmente 
para quienes más necesitan de ella, es preocupante su debilitamiento y la ampliación de la 
brecha con las escuelas privadas. Hay un creciente desequilibrio entre la inversión pública y 
la privada y la frontera entre ambas se ha desdibujado, debido al pago de aranceles y otros 
gravámenes que se han establecido en la escuela pública, transfiriendo gran cantidad del costo 
educativo a las familias. 

Las barreras financieras que enfrentan los niños y sus familias 
se pueden clasificar en tres tipos: gastos directos como los aranceles 
de matrícula, las cooperaciones “voluntarias” a las escuelas; la compra 
de útiles escolares y libros de texto; los indirectos que corresponden a 
uniformes, comida y transporte; y el costo oportunidad, que se genera 
cuando los niños asisten a la escuela en lugar de trabajar y contribuir a la economía familiar. En 
algunos casos, los padres también asumen la construcción de las aulas u otras dependencias 
mediante su trabajo o cuotas. Estos gastos resultan muy onerosos para las familias de escasos 
recursos, dándose la paradoja que éstas dedican una mayor proporción de sus ingresos a la 
educación que las familias con mejor situación económica (Tomasevski, 2006). 

Las escuelas públicas deben propender a eliminar todo gasto familiar que se convierta 
en un obstáculo para matricularse y asistir a ellas, aunque esto no es suficiente. Hoy en día se 
hacen cada vez más necesarias medidas complementarias orientadas a compensar “el costo de 
oportunidad”, como algunas que se han implementado en diferentes países de la región. 

Una discusión más reciente, se refiere a la contribución de diversas formas mixtas de 
educación; instituciones educativas de propiedad privada o comunitaria que operan con finan-
ciamiento público. Dichas instituciones contribuyen a hacer efectivo el derecho a la educación, 
y son una clara manifestación de tal libertad en aquellos países cuyo ordenamiento jurídico 
consagra la libertad de enseñanza y el derecho de los padres a elegir. En la medida que operan 
con fondos públicos; tienen que estar sujetas al escrutinio público del uso de los fondos que 
reciben, que han de estar dirigidos de modo riguroso y estricto a la prestación del servicio 
educativo, sin discriminación de ninguna naturaleza.

La escuela privada también contribuye a hacer efectivo el derecho a la educación, en la 
medida que ofrece un servicio educativo. Sin embargo, dado que éste no es gratuito y que no 
opera con fondos públicos, la relación de las escuelas privadas con los educandos y sus familias 
es una relación entre privados. Este tipo de oferta debe acatar la legislación vigente en cada 
país y ser coherente con los fines que se la asignan a la educación, tanto en los instrumentos 
de carácter internacional como en las constituciones y leyes de educación de los países. 

En América Latina y El Caribe –con la excepción de Cuba que sólo tiene escuelas 
públicas– es posible constatar que los logros de aprendizaje alcanzados por los alumnos de 
éstas son menores que los de las privadas (UNESCO/OREALC, 200�) lo cual refuerza los argu-
mentos de quienes postulan la privatización como única garantía de calidad. Sin embargo, hay 
evidencias que muestran que los mayores logros de las escuelas privadas son el resultado, en 
gran medida, de procesos de selección y exclusión de estudiantes, y que la educación privada 
no necesariamente incrementa la calidad del sistema en su conjunto3. El resultado de esos 
procesos conduce a una estratificación de los alumnos en la que el logro de los aprendizajes está 

3 En un estudio realizado en Chile por McEwan y M. Carnoy (2000), se evidenció que los resultados de los colegios 
particulares subvencionados laicos obtenían un puntaje ligeramente menor que los de los colegios municipales, en 
las pruebas de medición de la calidad. No así los privados religiosos, que obtenían puntuaciones significativamente 
más altas que aquellos de colegios municipales de similar estrato socioeconómico. 

Las famiLias terminan sustituyendo eL roL deL es-
tado en cuanto a su obLigación de proporcionar 
una educación gratuita que asegure eL derecho a 
La educación.
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altamente asociado con el contexto socioeconómico y capital cultural de las familias, situación 
que atenta contra la igualdad de oportunidades en el ejercicio del derecho a la educación. 

Hacer efectivas las garantías constitucionales para una educación gratuita de calidad 
pasa necesariamente por un aumento de la inversión pública y una distribución con criterios 
de equidad. Estos aspectos serán desarrollados en el capítulo IV sobre el financiamiento.

2.1.3. El derecho a la no discriminación y a la plena participación
Asegurar el derecho de todos a una educación de calidad requiere ineludiblemente 

asegurar el derecho a la no discriminación. Todas las personas se desarrollan mejor como seres 
humanos si tienen la oportunidad de participar con los demás en cualquier actividad de la vida 
humana, por ello nadie debería sufrir ningún tipo de restricción que limite dicha participación, 
sea por motivo de su origen social y cultural, género, edad, pensamiento político, creencias 
religiosas u otros aspectos. 

La preocupación por el acceso de toda la población a una educación de calidad fue el 
motivo de la Conferencia Mundial de Educación para Todos de Jomtien en �990. Una de sus 
principales recomendaciones fue la de universalizar el acceso a la educación primaria, adoptando 
medidas sistemáticas para reducir las desigualdades y suprimir las discriminaciones referidas a 
las posibilidades de aprendizaje de los grupos en situación de vulnerabilidad: aquellos que viven 
en situación de pobreza o en la calle, trabajadores, poblaciones rurales y alejadas, minorías 
étnicas y lingüísticas, refugiados y desplazados por las guerra y personas con discapacidad. 

Diez años después, en el Foro Mundial de Educación para Todos de Dakar, quedó de 
manifiesto que, a pesar de los esfuerzos realizados por los países y el sistema de Naciones 
Unidas, aún quedaba un largo camino por recorrer para que todas las personas, sin excepción, 
accedieran a una educación básica de calidad. En esta oportunidad se ratificaron los objetivos 
de Educación para Todos hasta 20�5, y se destacó la necesidad de prestar especial atención 
a los alumnos en situación de vulnerabilidad, a los jóvenes fuera de la escuela, a los adultos 
analfabetos o a aquellos que tienen necesidades especiales de aprendizaje. 

Los principios básicos que orientan la educación han de ser los 
mismos para todas las personas, sea cual sea su origen y condición, 
pero también es preciso considerar algunos derechos diferenciados o 
recomendaciones específicas para ciertos colectivos minoritarios o 
en especial situación de vulnerabilidad. Desde el sistema de Naciones 
Unidas, se han impulsado diversas convenciones y declaraciones con 
el fin de asegurar la igualdad de oportunidades en el pleno ejercicio 
del derecho a la educación, las cuales han sido adoptadas en mayor o 
menor medida por los países de la región. 

En el ámbito de la educación, el instrumento internacional 
más potente es la Convención contra toda forma de Discriminación 
en Educación. En ella se considera la discriminación como cualquier 
distinción, exclusión, limitación o preferencia basada en la raza, sexo, 
lengua, religión, motivos políticos u otros tipos de opinión, origen social 
y económico, país de origen, que tiene como propósito o efecto: i) que 
determinadas personas o grupos tengan limitado su acceso a cualquier 
tipo y nivel educativo; ii) el establecimiento o mantenimiento de sis-
temas educativos separados o instituciones para personas o grupos; 
iii) inflingir a determinadas personas o grupos un trato incompatible 
con la dignidad humana (UNESCO, �960).

La no discriminación significa, en última instancia, que todos los individuos o grupos 
accedan a una educación de calidad en cualquier nivel educativo, sea donde fuere que estén 

“Los estados partes adoptarán todas Las medidas 
apropiadas para eLiminar toda forma de discrimi-
nación contra La mujer para asegurar Las mismas 
condiciones de acceso a todos Los niveLes de La 
enseñanza, eLiminar todo estereotipo de Los papeLes 
mascuLino y femenino en todos Los niveLes y formas 
de enseñanza (...) modificando para eLLo Los Libros 
de teXto y programas escoLares y adaptando Los 
métodos de enseñanza”.

Fuente: Naciones Unidas (�979). Convención sobre la elimi-
nación de todas formas de Discriminación contra la Mujer,  
artículo �0 (extracto).

“Los estados miembros reconocen eL derecho de 
Las personas con discapacidades a La educación. 
con vistas a reaLizar este derecho sin discrimina-
ción y sobre La base de La iguaLdad de oportunida-
des, Los estados miembros deberán asegurar una 
educación incLusiva en todos Los niveLes deL sistema 
y eL aprendizaje a Lo Largo de La vida”.

Fuente: Naciones Unidas (2006). Convención para la pro-
tección y promoción de los Derechos y la Dignidad de las 
Personas con Discapacidad, artículo 24.
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escolarizados, la zona geográfica en la que habiten, sus características 
personales, o su procedencia social y cultural. 

La discriminación en educación de individuos o grupos suele 
reproducir los prejuicios y estereotipos presentes en la sociedad, los 
cuales son el reflejo de los grupos de poder dentro de la misma. Las 
prácticas discriminatorias al interior de los sistemas educativos con-
ducen a la exclusión y la desigualdad, y fortalecen los patrones de 
reproducción social. 

Asegurar el derecho a la no discriminación exige eliminar las 
diferentes prácticas que limitan, no sólo el acceso a la educación, sino 
también la continuidad de estudios y el pleno desarrollo y aprendizaje 
de cada persona. La selección y expulsión de alumnos son prácticas muy 
extendidas, no sólo en las escuelas privadas sino también en aquellas 
que son financiadas o subvencionadas por el Estado. Estas prácticas 
pueden ser más o menos sutiles y se basan en el origen social y cultural 
de los alumnos, en situaciones de vida (embarazo, VIH/SIDA) y en las 
capacidades de los estudiantes. La selección de alumnos por su nivel 
de competencia es posiblemente la más frecuente en escuelas de dife-
rentes estratos socioeconómicos y modalidades de gestión, y afecta en 
mayor medida a aquellos con necesidades educativas especiales, que 
son los más excluidos de la educación dentro de la región. 

Las prácticas discriminatorias, además de afectar la dignidad 
de los alumnos, en tanto sujetos de derechos, tienen dos efectos muy 
negativos. En primer lugar, limitan el encuentro entre estudiantes de 
diferentes contextos y culturas, afectando a la integración y la cohesión 
social. En segundo lugar, conlleva la concentración de aquellos con ma-
yores necesidades educativas en determinados centros, especialmente 
los públicos de zonas desfavorecidas, lo cual dificulta enormemente la 
adecuada atención de los alumnos con los recursos disponibles. 

El derecho a la no discriminación está estrechamente relacio-
nado con la participación que es de vital importancia para el ejercicio de 
la cuidadanía y el desarrollo de sociedades más inclusivas. La exclusión 
va más allá de la pobreza, porque tiene que ver con la dificultad de 
desarrollarse como persona, la falta de un proyecto de vida, la ausencia 
de participación en la sociedad y de acceso a sistemas de protección 
y de bienestar. 

Participar no sólo es tomar parte de una actividad. Es también 
la posibilidad de compartir decisiones que afectan a la propia vida y 
a la de la comunidad en la que uno vive; es decir, es el derecho a ex-
presar la propia opinión, que es una de las libertades fundamentales 
de las sociedades democráticas. La participación involucra procesos 
democráticos de toma de decisiones considerando los puntos de vista 
de todos los actores de la comunidad educativa, constituyendo un 
mecanismo fundamental para el ejercicio de los derechos de padres, profesores y alumnos. La 
participación es esencial, no sólo para que las comunidades sean protagonistas y responsables 
de su propia acción educativa, sino también para que haya una mayor transparencia al tener 
un control directo sobre las decisiones y los resultados de las diferentes acciones. 

En el ámbito educativo, hacer efectivas la no discriminación y la plena participación 
exige el desarrollo de escuelas inclusivas en las que se eduquen todos los niños y todas las 

“La defensa de La diversidad cuLturaL es un impera-
tivo ético, inseparabLe de La dignidad de La persona 
humana. eLLa supone eL compromiso de respetar Los 
derechos humanos y Las Libertades fundamentaLes, 
en particuLar Los derechos de Las personas que 
pertenecen a minorías étnicas y Los de Los puebLos 
autóctonos”.

“toda persona tiene derecho a una educación y 
formación de caLidad que respete pLenamente su 
identidad cuLturaL (…) respetando La Lengua mater-
na, en todos Los niveLes de La educación, donde sea 
posibLe, y estimuLar eL aprendizaje deL pLuriLingüismo 
desde La más temprana edad”. 

Fuente: UNESCO (200�). Declaración universal sobre la 
Diversidad Cultural, artículos 4 y 5, y Orientación Nº 6 del 
Plan de Acción para la Aplicación.

Los países sueLen seguir tres etapas para asegurar 
eL ejercicio deL derecho a La educación sin dis-
criminación:

Segregación: se concede eL derecho a La educación 
a aqueLLas personas a Las que se Les ha denegado 
históricamente o que siguen eXcLuidas, pero con 
opciones segregadas en escueLas especiaLes o pro-
gramas diferenciados. 

integración: Los grupos admitidos tienen que 
adaptarse a La escoLarización disponibLe, indepen-
dientemente de su Lengua materna, su origen sociaL 
y cuLturaL, su género o sus capacidades. eL sistema 
educativo mantiene su “status quo”. 

incluSión: eXige La transformación de Los sistemas 
educativos, adaptando La oferta educativa y La 
enseñanza a La diversidad de necesidades educativas 
deL aLumnado.

Fuente: TOMASEVKI, Katarina (2006). The State of the Right to 
Education Worldwide. Free or Fee: 2006 Global Report.

en Los países de La región eXisten postuLados sobre 
eL derecho de todo estudiante a no ser discrimi-
nado; eL derecho de ambos géneros a recibir una 
educación que asegure su pLeno desarroLLo. sin 
embargo, son aún muy pocos Los que cuentan 
con reguLaciones y sanciones para evitar discrimi-
naciones en Los procesos de admisión o eXpuLsión 
de aLumnos de Las instituciones educativas e 
instancias de vigiLancia y garantía deL derecho a 
no ser discriminados. 

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: Garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 2.
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niñas de la comunidad, independientemente de su condición social y cultural, su género o 
características personales. Este aspecto se desarrolla con mayor profundidad en el siguiente 
apartado. 

2.2. La equidad es una condición esencial de una educación de calidad
Es una realidad que los niños y las niñas de la región llegan a la escuela en condicio-

nes muy desiguales y, en muchos casos, éstas se acentúan debido a factores internos de los 
sistemas educativos, tales como la segregación socioeconómica y cultural de las escuelas; la 
desigual distribución de las oportunidades educativas; las escuelas que atienden a estudiantes de 
contextos de pobreza que, salvo excepciones, tienen menores recursos y cuentan con personal 
menos cualificado; y los procesos educativos que tienden a discriminar a aquellos estudiantes 
con capital cultural distinto al dominante y que comúnmente provienen de familias de menores 
ingresos económicos o de otras etnias y culturas. 

Las tensiones entre calidad y equidad, y entre inclusión y segregación, son objeto de 
controversia en numerosos países del mundo. Al respecto, es posible identificar tres posicio-
nes ideológicas que tienen consecuencias distintas en la equidad y la inclusión (Marchesi y 
Martín, �998). 

Desde posiciones ideológicas más liberales, se piensa que no es posible lograr un alto 
nivel de excelencia con todos, porque se corre el riesgo de bajar las expectativas de calidad y 
ofrecer una educación peor a todos. Se utiliza la competitividad entre las escuelas, la libertad 
de elección del centro y la información sobre los resultados de las escuelas como mecanismos 
para promover una mayor calidad. En este enfoque, las escuelas, presionadas por obtener 
los mejores resultados, tienden a seleccionar a aquellos con más posibilidades de éxito, y 
difícilmente los estudiantes que viven en contextos sociales más desfavorecidos suelen tener 
acceso a los centros que tienen una imagen de mayor calidad. Desde esta concepción, se 
prima la excelencia aunque ello pueda llevar a un nivel menor de equidad en el conjunto del 
sistema educativo.

En las ideologías igualitarias, se considera que los centros deben tender a ser iguales y se 
refuerzan los elementos compensatorios para conseguir una mayor igualdad de oportunidades, 
por lo que existe una alta regulación y centralización por parte del Estado. No se acepta que 
los centros puedan elaborar proyectos propios ni que exista una oferta más diferenciada y 
variada, lo que también dificulta la respuesta a la diversidad y la equidad.

La ideología pluralista, finalmente, comparte con la igualitaria la creencia en la edu-
cación como servicio público y su rechazo a la regulación de ésta por las reglas del mercado. 
Sin embargo, considera la autonomía de los centros para elaborar proyectos propios y ofertas 
diferenciadas, y las posibilidades de elección del centro por parte de los padres, pero estable-
ciendo mecanismos de regulación que eviten la iniquidad. Se proporcionan mayores recursos 
a los que están en zonas más desfavorecidas y se desarrolla una normativa común que pueda 
ser adaptada por los centros, de acuerdo con su realidad. 

Desde la perspectiva de la Oficina Regional de Educación de la UNESCO para América 
Latina y el Caribe, calidad y equidad no sólo no son incompatibles sino que son indisociables. 
Una educación es de calidad si ofrece los recursos y ayudas necesarias para que todos los 
estudiantes alcancen los máximos niveles de desarrollo y aprendizaje, de acuerdo con sus 
capacidades. Es decir, cuando todos los estudiantes, y no sólo aquellos que pertenecen a las 
clases y culturas dominantes, desarrollen las competencias necesarias para ejercer la ciuda-
danía, insertarse en la actual sociedad del conocimiento, acceder a un empleo digno y ejercer 
su libertad. Desde esta perspectiva, la equidad se convierte en una dimensión esencial para 
evaluar la calidad de la educación. 
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Equidad no es lo mismo que igualdad, aunque estén estrecha-
mente relacionadas. La asimilación entre ambos conceptos ha traído 
como consecuencia tratamientos homogéneos para todos que han 
profundizado las desigualdades. La equidad comprende los principios 
de igualdad y diferenciación, porque tan sólo una educación ajustada 
a las necesidades de cada uno asegurará que todas las personas tengan 
las mismas oportunidades de hacer efectivos sus derechos y alcanzar 
los fines de la educación en condiciones de igualdad. 

Asegurar el pleno ejercicio del derecho a una educación de ca-
lidad para todos exige, por tanto, garantizar el derecho a la igualdad de 
oportunidades, es decir proporcionar más a quien más lo necesita y dar 
a cada uno las ayudas y recursos que requiere para que esté en igualdad 
de condiciones de aprovechar las oportunidades educativas. No basta 
con brindar oportunidades, es preciso generar las condiciones para que 
éstas sean aprovechadas por cualquier persona, de modo que puedan participar, aprender y 
desarrollarse plenamente (Blanco, 2006). Este aspecto es de vital importancia, porque desde 
ciertos enfoques se considera que la única obligación de los sistemas educativos es igualar 
las oportunidades y, a partir de ahí, que todo quede en manos de los alumnos, es decir, de los 
“méritos” y “esfuerzos” que realicen. Sin embargo, cabe preguntarse si esto es real y justo en 
sistemas educativos tan fragmentados y desiguales como los de América Latina y El Caribe. 

Considerar los “méritos” como elemento de la equidad educativa es problemático, al 
menos en la educación básica. El desarrollo y el aprendizaje son de naturaleza interactiva y 
dependen, no sólo de las capacidades del individuo, sino también de las características de los 
entornos en los que se desarrolla y aprende, por lo que los estudiantes de ambientes desfavo-
recidos, aún teniendo las capacidades y realizando el esfuerzo, siempre estarían en situación 
de desventaja si no se les ofrecen recursos y apoyos adicionales. 

Si se parte de la base de que la equidad es un principio ordenador de diversidades 
en torno a una igualdad fundamental, hay que preguntarse cuáles son las igualdades funda-
mentales que han de orientar las políticas de equidad en educación. Desde un enfoque de 
derechos, como ya se ha comentado, no basta con la igualdad de acceso, sino que es preciso 
avanzar hacia la igualdad de condiciones para que todos los estudiantes puedan desarrollar 
al máximo sus potencialidades y alcanzar los mejores resultados; es decir, puedan ejercer el 
derecho a aprender. 

En este sentido, se puede hablar de tres niveles estrechamente vinculados entre sí:

2.2.1. Equidad de acceso 
Cuando las oportunidades de acceder a los diferentes niveles 

educativos, o a alguna acción o programa, son las mismas para todos, sin 
distinción de ninguna naturaleza. El pleno acceso de toda la población 
a la educación y la continuidad de estudios requieren que el Estado 
asegure escuelas disponibles, accesibles y asequibles para todos.

a) disponibilidad. Las instituciones y programas educativos 
deben estar distribuidos en forma suficiente a lo largo de todo el país. 
Esto depende de numerosos factores, como construcciones escolares; 
docentes preparados; materiales didácticos y otros elementos deseables 
tales como computadores y el poder acceder a las nuevas tecnologías 
de la información y la comunicación. Este último aspecto es cada vez 
más crucial en el caso de escuelas ubicadas en medios desfavorecidos, para que no se siga 
ampliando la brecha digital y, por tanto, la iniquidad en el acceso al conocimiento. 

Los niveLes de concLusión de estudios presentan 
importantes diferencias en eL interior de Los países 
en atención aL género (mayoritariamente en contra 
de La pobLación mascuLina), La zona de residencia 
(en contra de La pobLación ruraL), La pertenencia 
étnica (en detrimento de Los grupos originarios 
o afro-descendientes), y Los niveLes de ingresos. 
Las disparidades según género son Las menos 
marcadas, mientras que Los niveLes de ingresos 
de Los hogares son eL factor que registra mayor 
discriminación. asimismo, Las brechas tienden a 
hacerse más marcadas cuanto mayor es eL niveL 
educativo considerado. 

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 5.

más de 35,4 miLLones de niños de entre 3 y 18 
años (24,7% deL totaL) no están insertos en nin-
gún programa educativo. de eLLos, 34,0 miLLones 
pertenecen a países Latinoamericanos (25,9% deL 
totaL subregionaL) y cerca de 1,3 miLLones a países 
deL caribe (24,6% deL totaL subregionaL) sóLo 
cinco países Logran que aL menos eL 85% de 
dicha pobLación acceda a aLgún tipo de programa 
educativo de cuaLquier niveL, y en siete países esta 
proporción es menor aL 70%.

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 3.
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b) Accesibilidad. Las instituciones y programas educativos deben ser accesibles a 
todos, sin ningún tipo de discriminación. La accesibilidad abarca los siguientes elementos 
(ONU/ECOSOC/UNESCO, 2003):

• Accesibilidad física. La educación debe tener lugar en un entorno físico seguro y 
las escuelas deben estar a una distancia razonable del lugar de residencia de los 
alumnos o llevarse a cabo modalidades que utilicen las nuevas tecnologías. Es im-
portante eliminar las barreras arquitectónicas para facilitar el acceso, la movilidad 
y la autonomía de los alumnos, especialmente de aquellos con discapacidad.

• Accesibilidad al currículo. Determinados alumnos y alumnas pueden requerir me-
dios o ayudas especiales para acceder al currículo y participar en las actividades 
educativas en igualdad de condiciones. Esto significa, por ejemplo, asegurar el 
derecho de los niños a aprender en su lengua materna, o que los niños con disca-
pacidad cuenten con el equipamiento y los materiales necesarios que les faciliten 
el acceso a los aprendizajes establecidos en el currículo escolar y la participación 
en las actividades educativas.

• Accesibilidad económica. La existencia de costos de matrícula u otros gastos en 
uniformes, transporte, libros o materiales es, como se ha comentado, un gran 
impedimento para el ejercicio del derecho a la educación, pues muchos padres no 
los pueden costear. 

Desde el punto de vista político, la igualdad de oportunidades para el acceso y la con-
tinuidad de estudios, plantea problemas ligados con una doble libertad (De Ketele, 2004):

• Libertad de enseñanza (educación pública, privada o subvencionada). La libertad de 
enseñanza no puede ir en detrimento del derecho a una educación de calidad para 
todos, lo cual exige que tanto las instituciones públicas como privadas ofrezcan 
una educación de calidad y sean coherentes con las finalidades que persigue la 
educación. Es preciso hacer compatible la igualdad de todos ante la educación con 
la pluralidad de opciones y de modelos de escuela que garanticen el derecho de 
los padres a elegir el tipo de educación que desean para sus hijos. 

 En la Convención de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se determina 
que la libertad de individuos u organizaciones para establecer instituciones edu-
cativas conlleva la obligación de ofrecer una educación que sea coherente con las 
finalidades de la educación expresadas en su artículo �3, debiendo reunir ciertos 
estándares mínimos relacionados con la admisión, el currículo y la certificación. 
Esto, como se verá más adelante, requiere potenciar el rol regulador y supervisor 
del Estado para asegurar que las condiciones en las que operan los centros educa-
tivos no violen el derecho a la educación, por ejemplo regulando y sancionando 
la selección o expulsión de estudiantes.

• La libertad de opción de los padres. La libertad de los padres a elegir la escuela para 
sus hijos está establecida en diferentes instrumentos de Derecho Internacional y 
en las leyes de muchos países; sin embargo en los hechos, muchas familias –sobre 
todo las de escasos recursos– no pueden ejercer este derecho por varias razones: 
la desigual distribución de las escuelas en el país, los costos económicos, directos 
o indirectos, y las prácticas de selección del alumnado presentes en muchos cen-
tros. 

 La libertad de los padres para elegir el tipo de educación que quieren para sus hijos, 
no debe confundirse con la libertad de las escuelas para escoger a sus alumnos. Para 
que la elección de los centros asegure la igualdad de oportunidades, las normas de 
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admisión han de ser públicas y comunes para todos los centros, y la proximidad al 
domicilio ha de ser un elemento prioritario cuando hay más demanda que plazas 
escolares. 

En relación con el acceso a la educación, el desafío en la región es reducir las brechas 
en la educación inicial, secundaria y terciaria entre estudiantes de distinto origen social y cul-
tural. En la educación primaria, aunque no se ha logrado la universalización en algunos países, 
el desafío es la continuidad y conclusión de estudios, porque ciertos 
alumnos no pueden culminar la educación obligatoria por diferentes 
motivos: no contar con escuelas completas a una distancia razonable; 
la falta de pertinencia del currículo y de la enseñanza; la rigidez de la 
oferta educativa o los costos educativos. La educación tiene la obli-
gación moral de evitar que las diferencias de origen de los alumnos se 
conviertan en desigualdad de oportunidades educativas y por esa vía 
de nuevo en desigualdades sociales. 

2.2.2. Equidad en los recursos y en la calidad de los procesos educativos 
La igualdad de oportunidades en los recursos y en la calidad de los procesos educa-

tivos exige un trato diferenciado, pero no discriminatorio o excluyente, en lo que se refiere a 
los recursos financieros, materiales, humanos, tecnológicos y pedagógicos, según las distintas 
necesidades de personas o grupos, con el fin de lograr resultados de aprendizaje equiparables. 
Como sugiere Lasch (�996), mientras que todos no tengan el mismo acceso a los medios para 
adquirir competencias, la teórica igualdad de derechos no conferirá dignidad a las personas 
y éstas no serán más que idealmente iguales. Las acciones de educación compensatoria, de 
acción afirmativa o de discriminación positiva que se están realizando en los países de la región 
estarían dentro de esta tendencia. 

La equidad en los recursos y en los procesos requiere entre otras cosas: un currículo 
amplio y flexible que sea pertinente para todos los estudiantes; recursos y apoyos adicionales 
para todos aquellos que, por diferentes causas, los necesitan para avanzar en su aprendizaje; 
la asignación de los docentes más competentes a aquellas escuelas y/o grupos de alumnos 
que tienen mayores necesidades; calendario escolar adecuado con las distintas necesidades; 
asegurar el derecho a aprender en la lengua materna; materiales educativos pertinentes; y la 
redistribución equitativa de los recursos humanos, financieros y materiales. 

2.2.3. Equidad en los resultados de aprendizaje 
Aspira a que todos los estudiantes, sea cual sea su origen social y cultural o la zona 

geográfica en que habiten, alcancen aprendizajes equiparables, según sus posibilidades. Es 
decir, que las diferencias en los resultados no reproduzcan las desigualdades de origen de los 
estudiantes ni condicionen sus opciones de futuro. La equidad en los 
resultados también está relacionada con los años de estudio cursados 
por los estudiantes. 

La verdadera equidad es más que garantizar el acceso y la 
permanencia en la educación; implica una democratización en el acceso 
y apropiación del conocimiento. Como dice Amartya Sen (�999), la 
verdadera igualdad de oportunidades tiene que pasar por la igualdad 
de capacidades para actuar en la sociedad y aumentar las capacidades 
de las personas para elegir.

El debate en este punto es cuál ha de ser el nivel de igualdad: 
¿Un piso común? ¿Respecto de qué? La idea de un piso mínimo o básico 
para todos, si bien es políticamente atractiva, ha encontrado cierta 

para Lograr eL pLeno acceso, continuidad y 
concLusión de estudios es necesario diversificar 
La oferta educativa con objeto de LLegar a Los 
eXcLuidos y a Los que se han quedado en eL camino, 
ofreciendo distintos itinerarios y modaLidades 
equivaLentes en caLidad. 

Fuente: UNESCO/OREALC (2002). Proyecto Regional de 
Educación para América Latina y el Caribe – PRELAC.

eL primer estudio internacionaL comparativo de 
Lenguaje, matemática y factores asociados en 13 
países de américa Latina, reaLizado por eL Laborato-
rio Latinoamericano de evaLuación de La caLidad de 
La educación, coordinado por La unesco, puso 
de manifiesto La grave inequidad en La distribución 
deL conocimiento, ya que tan sóLo una minoría de 
aLumnos, en su mayoría provenientes de escueLas 
particuLares pagadas, Logran desarroLLar Las 
competencias de Lenguaje y matemáticas necesarias 
para insertarse eXitosamente en eL mundo LaboraL 
y La actuaL sociedad deL conocimiento.

Fuente: UNESCO/OREALC (200�). 
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oposición por ser susceptible de entenderse como una limitación del derecho a la educación 
concebido de un modo más ambicioso e igualitario (Bellei, 2006). En otros casos, sin embargo, 
la crítica es que los aprendizajes mínimos en muchos casos se convierten en máximos, lo cual 
genera que muchos alumnos, especialmente los que tienen un menor capital cultural o distin-
to al escolar, no los alcancen y pasen a engrosar las altas tasas de repetición y de abandono 
presentes en la región. La sobrecarga de contenidos que caracteriza a los currículos en muchos 
países atenta contra la calidad de la educación.

La necesidad de redefinir qué es lo básico o fundamental que han de aprender los 
alumnos es una constante en el debate pedagógico. Si bien este aspecto se desarrolla en mayor 
profundidad en el apartado de relevancia, es importante destacar que en la Conferencia Mundial 
de Educación para Todos de Jomtien en �990, se llegó a cierto consenso al establecer que las 
necesidades básicas comprenden tanto los instrumentos fundamentales de aprendizaje (alfa-
betización, expresión oral, aritmética y resolución de problemas) como el contenido básico del 
aprendizaje (conocimientos, capacidades, valores y actitudes) que necesitan los seres humanos 
para poder sobrevivir y trabajar dignamente, participar plenamente en el desarrollo, mejorar 
su calidad de vida, tomar decisiones fundamentales y seguir aprendiendo. 

En el informe de la UNESCO sobre la educación para el siglo XXI, se dio un paso 
hacia adelante al señalar que la educación no sólo debe promover las competencias básicas 
tradicionales, sino que también ha de proporcionar los elementos necesarios para ejercer ple-
namente la ciudadanía, contribuir a una cultura de paz y a la transformación de la sociedad, 

para lo cual se proponen cuatro pilares para el aprendizaje: aprender 
a conocer, a hacer, a ser y a vivir juntos (UNESCO, �996). Estos pilares 
han sido considerados en las reformas curriculares de algunos países 
de la región.

Desde la perspectiva de la equidad, es preciso equilibrar los 
principios de igualdad (lo común) y diferenciación (lo diverso). Es un 
deber de los sistemas educativos que todos los alumnos desarrollen 
unas mismas competencias que les permitan la participación y actua-
ción en la sociedad y el desarrollo del proyecto de vida, pero también 
se ha de ofrecer la oportunidad de incorporar otros aprendizajes que 
sean relevantes en función de los diferentes contextos y culturas y 
de los múltiples talentos, intereses y motivaciones de cada persona. 
Para que esto sea posible, es necesario apoyar a las escuelas y a los 
docentes a través de formación, orientación, materiales educativos y 
recursos de apoyo. 

La región ha tenido grandes avances en la igualdad en el 
acceso, pero tiene que dar un salto hacia la igualdad en la calidad de 
la oferta educativa y en los resultados de aprendizaje, es decir, que 
ningún estudiante aprenda menos por su procedencia social, cultura, 
condiciones personales o el lugar donde habite. 

2.2.4. Hacia sistemas educativos más inclusivos y escuelas más plurales y 
democráticas 

Como se afirmó en el capítulo anterior, América Latina y el Caribe es la región más des-
igual del mundo, caracterizada por sociedades altamente fragmentadas, debido a la persistencia 
de la pobreza y la desigual distribución de ingresos. Unas de las consecuencias más fuertes 
del modelo económico predominante son el aumento de las desigualdades, la segmentación 
espacial y la fragmentación cultural de la población (Tedesco, 2004). Los sistemas educativos 
reflejan esta fragmentación social y cultural y la discriminación presentes en la sociedad, por lo 

aprenDer a ser para conocerse y vaLorarse a sí 
mismo y construir La propia identidad para actuar 
con creciente capacidad de autonomía, de juicio 
y de responsabiLidad personaL en Las distintas 
situaciones de La vida. 

aprenDer a hacer desarroLLando competencias 
que capaciten a Las personas para enfrentar un 
gran número de situaciones, trabajar en equipo, 
y desenvoLverse en diferentes conteXtos sociaLes 
y LaboraLes. 

aprenDer a conocer para adquirir una cuLtura ge-
neraL y conocimientos específicos que estimuLen La 
curiosidad para seguir aprendiendo y desarroLLarse 
en La sociedad deL conocimiento. 

aprenDer a vivir juntos desarroLLando La com-
prensión y vaLoración deL otro, La percepción de Las 
formas de interdependencia, respetando Los vaLores 
deL pLuraLismo, La comprensión mutua y La paz. 

Fuente: UNESCO (�996). La educación encierra un tesoro. 
Informe para la UNESCO de la Comisión Internacional sobre 
la educación para el siglo XXI.
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que la escuela difícilmente puede cumplir con una de sus funciones principales, que es asegurar 
una mayor igualdad y promover la movilidad social. 

La segregación social y cultural de las escuelas limita el encuentro entre diferentes 
grupos y da lugar a circuitos educativos diferenciados donde existen centros de muy diferente 
calidad (públicos y privados). Ante esta situación no es de extrañar que, tanto en el ámbito 
internacional como al interior de los países, el término inclusión o educación inclusiva haya 
adquirido especial significación, aunque no siempre se entiende adecuadamente este concepto. 
En algunos casos, se piensa que es una nueva forma de denominar a la educación especial, en 
otros se utiliza como sinónimo de integración de niños y niñas  con discapacidad, u otros con 
necesidades educativas especiales, a la escuela común. Esta confusión tiene como consecuencia 
que las políticas de inclusión se consideren como una responsabilidad de la educación especial, 
limitándose el análisis de la totalidad de exclusiones y discriminaciones que se dan al interior 
de los sistemas educativos, e impidiendo el desarrollo de políticas integrales de inclusión. 

La inclusión no es un mero cambio técnico u organizacional, 
sino un movimiento con una clara filosofía, cuya principal aspiración es 
asegurar para toda la población el derecho a una educación de calidad, 
pues existe un alto porcentaje de niños, niñas y jóvenes, además de 
aquellos con discapacidad, que tiene negado este derecho. La inclusión 
está relacionada con el acceso, la participación y logros de todos los 
alumnos, con especial énfasis en aquellos que están en riesgo de ser 
excluidos o marginados (UNESCO, 2005b). Desde esta perspectiva, la 
inclusión representa un impulso fundamental para avanzar hacia la 
Educación para Todos, por lo que ha de concebirse como una política 
del ministerio de educación en su conjunto y de otros ministerios como 
los de salud, bienestar social o economía. 

Una de las finalidades de la inclusión es enfrentar la exclusión 
y segmentación social, por lo que una de sus principales señas de 
identidad es el acceso a escuelas plurales, que son el fundamento para 
avanzar hacia sociedades más inclusivas y democráticas. La inclusión 
exige el desarrollo de escuelas que acojan a todos los niños y niñas de 
su comunidad, independientemente de su origen social y cultural y 
sus condiciones personales. Una mayor inclusión en educación implica 
fortalecer el desarrollo de la escuela pública, porque ésta tiene como 
función no sólo facilitar el acceso a la educación de los niños y niñas de 
ambientes más desfavorecidos sino también integrar la diversidad.

La inclusión, por tanto, es una nueva visión de la educación 
basada en la diversidad y no en la homogeneidad. Es un proceso dirigido 
a responder a las distintas necesidades de todo el alumnado, y a incre-
mentar su participación en el aprendizaje, las culturas y comunidades, 
reduciendo la exclusión en y desde la educación (UNESCO 2005b). 
Ello exige una transformación profunda de la cultura, organización y 
prácticas de las escuelas para que adapten la enseñanza a las diferencias 
de aprendizaje de sus alumnos, en lugar de que éstos se adapten a la 
oferta educativa disponible, y la eliminación de los diferentes tipos 
de discriminación que tienen lugar al interior de ellas. Este aspecto se desarrolla con mayor 
profundidad en el apartado de pertinencia.

Las diferencias son inherentes a la naturaleza humana y no una desviación o anomalía 
que se aleja de “lo normal o frecuente”. Estas se dan entre grupos de individuos (origen social, 
diferentes culturas, lugar de residencia, etc.), entre individuos dentro de un mismo grupo (dife-

La virtuaLidad más significativa que hoy desempeña 
La educación para todos es La de La incLusión. si 
no se dan Las condiciones mínimas necesarias para 
que Las desiguaLdades puedan empezar a corregirse, 
no sóLo estamos ante un probLema de injusticia, 
sino ante eL abismo entre seres humanos que no 
sóLo discrimina a Los desfavorecidos, sino que Los 
aparta definitivamente de La sociedad.

 Fuente: SACRISTÁN, Gimeno (2000). La educación obliga-
toria: su sentido educativo y social.

Las poLíticas de incLusión en La región muestran 
una debiLidad en Los procesos de capacitación, 
asesoría técnica y acompañamiento a Los equipos 
docentes en su atención a La diversidad; en La 
prestación de servicios y recursos de apoyo para 
atender Las dificuLtades de aprendizaje; y en La 
ausencia de orientaciones y reguLaciones de Los 
centros de formación de maestros. 

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 2.

“La consideración de La diversidad como fun-
damento esenciaL de La educación es una con-
secuencia deL derecho a La no discriminación y 
a un contenido apropiado de La educación, que 
va más aLLá de cuaLquier mandato instrumentaL 
y que supone abogar cada vez con mayor fuerza 
a favor de La incLusión de Los grupos y personas 
discriminadas”.  

MUÑOZ, Vernor (2004). El derecho a la Educación. Informe 
del Relator Especial sobre el Derecho a la Educación a la 
Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las 
Naciones Unidas.
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rentes capacidades, motivaciones, intereses, ritmos y estilos de aprendizaje) y al interior de cada 
individuo. Las diferencias no son categorías estáticas y cada persona, niño, niña, joven o adulta, 
es portadora de un conjunto de ellas, lo que le hace ser única e irrepetible en cada caso. 

Es importante no confundir diferencia con desigualdad, aunque un tratamiento 
inadecuado de las diferencias puede conducir a la desigualdad. La diversidad está presente 
en todas las escuelas y aulas; sin embargo, se sigue enseñando a los alumnos como si todos 
fuesen iguales, razón por la cual muchos experimentan dificultades de aprendizaje y terminan 
abandonando la escuela. 

La respuesta a la diversidad implica asegurar el derecho a la propia identidad, respetando 
a cada quien como es, con sus características biológicas, sociales, culturales y de personalidad, 
y dando a cada persona un trato justo que no atente contra su dignidad. La educación en la 
diversidad es un medio fundamental para aprender a vivir juntos, desarrollando nuevas formas 
de convivencia basadas en el pluralismo, el entendimiento mutuo y las relaciones democráticas. 
Por su parte, la percepción y la vivencia de la diversidad permiten construir y reafirmar la propia 
identidad y distinguirse de los otros; es decir aprender a ser. 

La gran diversidad cultural y lingüística de la región ha de aprovecharse como una 
oportunidad educativa. La educación intercultural y bilingüe ha de tener un mayor desarrollo, 
porque es un factor importante para la calidad de la educación y para la convivencia pací-
fica. La interculturalidad significa que las relaciones entre las personas que forman parte de 
las diversas etnias y culturas, se basen en el respeto y se den desde posiciones de igualdad 
(Smelkes, 2004). 

Desde la perspectiva de la inclusión, las dificultades educativas no se atribuyen princi-
palmente al individuo (sus competencias, su origen social, el capital cultural de su familia), sino 
a la escuela y al sistema. El progreso de los estudiantes no depende sólo de sus características 
personales sino del tipo de oportunidades y apoyos que se le brinden o no se le brinden, por 
lo que el mismo alumno puede tener dificultades de aprendizaje y de participación en una 
escuela o programa educativo y no tenerlas en otros (Blanco, 2006). La rigidez de la enseñanza, 
la falta de pertinencia de los currículos, la falta de preparación de los docentes para atender a 
la diversidad y trabajar en equipo, o las actitudes discriminatorias, son algunos de los factores 
que limitan no sólo el acceso, sino la permanencia y los logros del alumnado. 

La inclusión es un proceso que nunca acaba, porque constantemente pueden surgir 
prácticas discriminatorias que afecten a determinados individuos y grupos y que pueden va-
riar de una escuela a otra. En todos los países existen ejemplos de escuelas inclusivas, pero el 
desafío es que no sean la excepción que confirma la regla. El hecho de que sólo determinadas 
escuelas sean inclusivas tiene como consecuencia que el resto sean excluyentes, y que aquéllas 
que son más abiertas a la diversidad, terminen concentrando, como se ha señalado, un alto 
porcentaje de alumnos con mayores necesidades.

2.3. relevancia y pertinencia 
Relevancia y pertinencia son dos cualidades fundamentales de la educación estrecha-

mente relacionadas entre sí, que responden a las siguientes preguntas: ¿educación para qué? y 
¿educación para quién? Desde un enfoque de derechos, además de enfrentar la exclusión, hay 
que preguntarse cuáles son las finalidades de la educación y si éstas representan las aspiraciones 
del conjunto de la sociedad, y no sólo las de determinados grupos de poder dentro de ella. 

La educación será relevante en la medida que promueva aprendizajes significativos 
desde el punto de vista de las exigencias sociales y de desarrollo personal, lo cual dificílmente 
ocurrirá si ésta no es también pertinente, es decir, si no considera las diferencias para aprender 
que son fruto de las características y necesidades de cada persona, las cuales están a su vez 
mediatizadas por el contexto social y cultural en que viven. 
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2.3.1. relevancia
La relevancia se refiere al “qué y para qué” de la educación; es decir, las intenciones 

educativas, las cuales condicionan otras decisiones como las formas de enseñar y la evaluación. 
Como se ha visto, la principal finalidad de la educación es lograr el pleno desarrollo de la perso-
nalidad y de la dignidad humana, por lo que ésta es relevante si promueve el aprendizaje de las 
competencias necesarias para participar en las diferentes actividades de la sociedad, afrontar 
los desafíos de la actual sociedad del conocimiento, acceder a un empleo digno, y desarrollar 
el proyecto de vida en relación con los otros; esto es, si permite la socialización e individuación 
de todos los seres humanos. Desde la perspectiva de la UNESCO, la educación para el siglo 
XXI debería desarrollar competencias relacionadas con aprender a conocer, aprender a hacer, 
aprender a ser, y aprender a vivir juntos. 

Una de las finalidades de la educación, junto con el desarrollo 
integral de las personas, es fomentar el respeto de los derechos y li-
bertades fundamentales, por lo que la educación será relevante si los 
estudiantes tienen la oportunidad de conocerlos y vivenciarlos, lo cual 
significa aprender no sólo conocimientos y habilidades sino sobre todo 
valores, actitudes y comportamientos. Un ambiente respetuoso de los 
derechos y un currículo que contemple el aprendizaje de los mismos 
son dos condiciones “sine qua non” para una educación de calidad (Muñoz, 2004). 

En numerosas ocasiones, el sistema de Naciones Unidas ha planteado la importancia 
de la educación en derechos humanos, solicitando a sus estados miembros tomar medidas para 
introducir o estimular en sus sistemas educativos los principios proclamados en la Declaración 
de los Derechos Humanos, así como la enseñanza progresiva de los mismos en las escuelas 
primarias y secundarias. Es necesario asegurar que los currículos, los métodos de enseñanza, 
el entorno educativo y los libros de texto sean consistentes con el aprendizaje de los derechos 
humanos, y que éstos sean respetados y vividos en el conjunto del sistema educativo. La 
educación en derechos humanos forma parte, en muchos países, de los denominados temas 
transversales, lo cual significa que han de estar presentes en todos los contextos y procesos 
educativos. El conocimiento y práctica de los derechos humanos representa una herramienta 
fundamental para asegurar el respeto de todos los derechos por todos y para todos. 

La relevancia también está relacionada con las finalidades que 
se le asignan a la educación, en tanto proyecto político y social, en 
un momento histórico y contexto dados. A la educación escolar se le 
atribuyen, cada vez más, distintas finalidades y funciones que varían 
según el modelo de desarrollo del que se parta, de posicionamientos 
ideológicos y políticos y de las exigencias y necesidades de la sociedad. 
Lo que se pretende conseguir con la educación está condicionado tanto 
por las expectativas de la sociedad como por la concepción que se 
tenga de la educación misma; ésta puede entenderse como elemento 
de transformación o como reproductora de la estructura social, como 
homogeneizadora de las diferencias o respetuosa de las mismas, y la 
concepción que se adopte influirá, a su vez, en que se conceda mayor 
énfasis a ciertos aprendizajes en detrimento de otros (Blanco, 2005). 

La selección de los aprendizajes más relevantes que han de promoverse a través de 
la educación, adquiere especial significación en la actual sociedad del conocimiento, donde 
los contenidos se duplican a gran velocidad y muchos de ellos pierden vigencia rápidamen-
te. Por otra parte, ante las nuevas exigencias de la sociedad y las presiones de los distintos 
actores sociales, se van agregando nuevos contenidos al currículo escolar, sin eliminar otros 
en la misma medida, y sin reflexionar suficientemente sobre qué aprendizajes deberían ser 

“La educación deL niño deberá estar encaminada 
a incuLcar aL niño eL respeto de Los derechos 
humanos y Las Libertades fundamentaLes y de Los 
principios consagrados en La carta de Las naciones 
unidas”.

Fuente: UNICEF (�989). Convención sobre los Derechos del 
Niño, art. 29.�b.

en La mayoría de Los países de La región aparecen 
orientaciones referidas a Los cuatro piLares deL 
aprendizaje aunque con desiguaL énfasis. Los 
objetivos reLacionados con eL aprender a conocer 
y aprender a vivir juntoS tienen mayor desarroLLo 
tanto en eL ámbito normativo como en Los Li-
neamientos generaLes deL currícuLo y en aLgunos 
programas de estudio. en cambio, Los objetivos 
deL aprender a hacer y aprender a ser no aparecen 
con La misma fuerza en Las áreas de aprendizaje o 
asignaturas.

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. �.
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asumidos por la educación escolar y qué otros deberían ser responsabilidad de otros agentes 
e instancias educativas. 

La decisión sobre qué aprendizajes son más relevantes debería realizarse considerando 
de qué manera contribuyen a alcanzar los fines de la educación, buscando un equilibrio entre 
las demandas sociales, las del desarrollo personal y las derivadas del proyecto social y cultural 
que se desea promover mediante la educación escolar (Coll y Martín, 2006). Dar respuesta a 
este conjunto de exigencias puede conducir a una sobrecarga curricular que atentaría contra 
la calidad de la educación. Hay que hacer opciones porque no todo lo que es importante no 
puede ni debe enseñarse en la escuela. Los mismos autores plantean una diferenciación que, 
sin estar exenta de dificultades, puede servir de ayuda para seleccionar qué es lo más relevante 
que debieran aprender los alumnos y alumnas; los aprendizajes básicos imprescindibles y los 
aprendizajes básicos deseables.

Los básicos imprescindibles son aquellos aprendizajes que, de no lograrse al término de 
la educación básica, condicionan negativamente el desarrollo personal y social del alumnado, 
comprometiendo su proyecto de vida futuro y ubicándolos en una situación de claro riesgo 
de exclusión social. Son además aprendizajes cuya adquisición presentaría grandes dificulta-
des más allá del período de la educación obligatoria. Los aprendizajes básicos deseables son 
aquellos que, aún siendo importantes para el desarrollo personal y social del alumnado, no 
lo condicionan negativamente en caso de no producirse, y podrían ser adquiridos sin grandes 
dificultades más allá del término de la educación obligatoria. Una vez identificados estos dos 
tipos de aprendizaje hay que decidir cuáles deben incluirse, y con qué nivel de profundidad, 
en la educación obligatoria, o en otros niveles educativos. 

La idea de esta diferenciación, según los autores, es prestar una mayor atención a 
aquellas competencias que de no alcanzarse pueden tener consecuencias importantes para el 
futuro aprendizaje, sirviendo también de referencia para la evaluación y definición de estándares 
de rendimiento escolar y para la evaluación y acreditación de los aprendizajes. Pero hay que 
tener especial cuidado en que la educación no se reduzca a los aprendizajes imprescindibles, 
porque esto limitaría las oportunidades de desarrollo de los estudiantes y, en consecuencia, 
su derecho a una educación de calidad.

Otro debate fundamental relacionado con la relevancia tiene que ver con la forma de 
expresar los aprendizajes básicos, que puede ser bien por contenidos, por competencias o por 
estándares. Es posible observar una tendencia creciente en la región a definir los currículos por 
competencias e incluso, en algún caso, a establecer simplemente estándares de aprendizaje. Al 
respecto, es importante señalar que tanto los contenidos como las competencias y estándares 
definen, de distinta manera, los resultados esperados de aprendizaje, aunque los estándares 
definen además niveles de logro respecto de éstos. 

Cecilia Braslavsky (200�) entiende por competencias aquellas habilidades vinculadas 
con el desempeño autónomo, el conocimiento aplicado y aplicable, el conocimiento en acción, el 
saber resultante de saber hacer y saber explicar lo que se hace. La construcción de competencias 
supone la articulación entre la apropiación del saber y el desarrollo de habilidades cognitivas. 
Tradicionalmente la pedagogía se ha preocupado más de los conocimientos entendidos como 
información o conceptos, que del desarrollo de los procedimientos intelectuales para operar 
sobre el conocimiento y producir nuevos conocimientos. 

La definición de los aprendizajes relevantes en términos de competencias es vista como 
una alternativa para hacer frente a la sobrecarga de contenidos, pero es preciso aclarar que 
esta opción por si sola no resuelve el problema. El concepto de competencia implica como se 
ha visto anteriormente la aplicación de conocimientos que pueden ser de distinta naturaleza 
(valores, conceptos, habilidades y actitudes), pero para aplicarlos es preciso primero apropiarse 
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de ellos y movilizarlos. Las competencias necesariamente están asociadas con contenidos 
aunque éstos no estén definidos de forma explícita en los currículos. La entrada simultánea 
por competencias clave y por contenidos fundamentales asociados al dominio de las mismas, 
puede resultar una vía de gran utilidad a la hora de definir los aprendizajes básicos en los 
diferentes niveles educativos (Coll y Martín, 2006). 

En cuanto a la idea de sustituir el currículo por estándares, los múltiples estudios 
realizados sobre las repercusiones de estas políticas han matizado las posiciones destacando 
las insuficiencias e incluso los riesgos de actuaciones muy radicales. La necesidad de “alinear” 
currículo y estándares, haciendo coherentes y complementarias ambas líneas de actuación, es 
hoy un principio aceptado por amplios sectores educativos (Coll y Martin, 2006). Los estándares 
son un instrumento fundamental para la revisión, mejora y actualización del currículo, pero no 
debieran ser una alternativa al mismo sino un complemento. 

2.3.2. Pertinencia 
La pertinencia de la educación nos remite a la necesidad de que ésta sea significativa 

para personas de distintos estratos sociales y culturas, y con diferentes capacidades e intereses, 
de forma que puedan apropiarse de los contenidos de la cultura, mundial y local, y construirse 
como sujetos en la sociedad, desarrollando su autonomía, autogobierno, su libertad y su propia 
identidad. La pertinencia, en coherencia con un enfoque de derechos, significa que el centro 
de la educación es el alumnado, por lo que es ineludible considerar su propia idiosincrasia en 
los procesos de enseñanza y aprendizaje. 

Para que haya pertinencia, la educación tiene que ser flexible y adaptarse a las necesi-
dades y características de los estudiantes y de los diversos contextos sociales y culturales. La 
“adaptabilidad” es uno de los parámetros establecidos en el ámbito internacional para asegurar 
el derecho a una educación de calidad para todos, junto con la accesibilidad, la disponibilidad 
y la aceptabilidad (ONU/ECOSOC/UNESCO, 2003).

En el plano curricular, la pertinencia requiere diseños abiertos y flexibles que puedan 
ser enriquecidos o adaptados en diferentes niveles (estados o provincias, escuelas y aulas) en 
función de las necesidades educativas, aptitudes e intereses del alumnado y de las características 
y exigencias de los contextos en los que se desarrollan y aprenden. Es decir, el currículo común 
con las adaptaciones y diversificaciones necesarias debe ser el referente para la educación de 
todos los niños y niñas; también para aquellos con necesidades educativas especiales, aunque 
estén escolarizados en centros especiales. En buena lógica, los diferentes niveles de toma de 
decisiones deberían permitir el desarrollo de un currículo a la medida de cada estudiante, pero 
no pareciera que su existencia haya sido garantía suficiente para lograr una mayor pertinencia 
en los aprendizajes, debido, entre otros factores, a una cultura de la homogeneización muy 
instalada en la enseñanza. 

La decisión clave es cuánto será el margen de apertura para dar 
cabida a lo diverso sin que esto sea una sobrecarga para los alumnos y 
docentes, máxime cuando los aprendizajes básicos que se establecen en 
los currículos nacionales suelen ser más un techo que un piso mínimo. 
Al respecto, es importante señalar que la respuesta a la diversidad no 
debe reducirse solamente al espacio de diversificación u optatividad, 
sino que el currículo común (nacional) también debe considerar la 
atención a la diversidad, incorporando aprendizajes orientados a la 
comprensión de las diferencias y al respeto mutuo, o el conocimiento 
de distintas culturas y religiones, entre otros aspectos. 

La adaptabilidad de la enseñanza puede ser promovida mediante procesos de des-
centralización que favorezcan una real y mayor autonomía de las escuelas para la toma de 

si bien eXiste un consenso generaLizado en La 
región respecto de La necesidad de adaptar eL 
currícuLo y La enseñanza a Las características 
individuaLes y sociocuLturaLes deL aLumnado, esto 
requiere traducirse en mecanismos y procedimientos 
más ajustados para LLevar a cabo Los procesos de 
diversificación curricuLar y adaptación de La ense-
ñanza, en cada región o LocaLidad, escueLa, auLa y 
parta cada individuo que así Lo requiera. 

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: Garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 2.
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decisiones, aunque ello tampoco sea garantía suficiente para dar una 
respuesta adecuada a la diversidad. En muchos casos, la descentrali-
zación no se ha acompañado de acciones orientadas a fortalecer las 
competencias de las autoridades locales y de los docentes, para que 
sean capaces de concretar el currículo de forma que sea relevante y 
significativo para todo el alumnado. 

Si bien el diseño curricular es un elemento importante para 
que la educación sea más pertinente, es en las prácticas pedagógicas 
donde adquiere mayor significación. Una educación pertinente es 
aquella que tiene al alumno como centro, adecuando la enseñanza 

a sus características y necesidades, partiendo de lo que “es”, “sabe” y ”siente”, - mediatizado 
por su contexto sociocultural -, y promoviendo el desarrollo de sus distintas capacidades, 
potencialidades e intereses. 

Lograr que el aprendizaje sea pertinente para todos exige una transformación profunda 
de las prácticas educativas, transitando desde una pedagogía de la homogeneidad hacia una 
pedagogía de la diversidad, aprovechando ésta como una oportunidad para enriquecer los 
procesos de enseñanza y aprendizaje, y optimizar el desarrollo personal y social. “Desarrollar 
una pedagogía de la diversidad es lo que necesitan los tiempos modernos, si la escuela quiere 
alzar valores morales fuertes contra las discriminaciones de todo tipo que nos acechan (Fe-
rreiro, �998). Esta afirmación choca contra una cultura instalada de la homogeneidad en la 
que se trata a todos los alumnos como si fueran iguales considerando las diferencias como 
algo anómalo que se aleja de la norma establecida y, por tanto, tienen que ser objeto de 
programas diferenciados. 

La atención a la diversidad es clave para la calidad de la educación, porque la única 
manera de lograr que los diferentes alumnos aprendan es ajustando las ayudas pedagógicas a 
sus necesidades específicas, y prestando más ayuda a quiénes más la requieren. Los docentes 
han de planificar las actividades de enseñanza, de forma que se puedan personalizar las expe-
riencias comunes de aprendizaje, para que cada estudiante pueda construir las competencias 
establecidas en el currículo escolar, tanto común como diversificado. El uso efectivo de un 
abanico de estrategias es esencial para ajustarse a los diferentes intereses, ritmos, estilos y 
nivel de competencias de los alumnos. Al respecto, las estrategias de aprendizaje cooperativo 
han mostrado ser beneficiosas no sólo para el rendimiento académico, sino también para el 
desarrollo de habilidades sociales y emocionales. 

Las relaciones que se establecen entre los docentes y alumnos, 
y de éstos entre sí, y el tipo de normas que regulan la vida de la escuela, 
son dos elementos cruciales para asegurar la pertinencia. Creer que 
todos los alumnos pueden aprender si se les proporcionan las ayudas 
y recursos necesarios, determina en gran medida las decisiones que se 
adoptan en las políticas y en las prácticas educativas. 

Los diversos grupos sociales, etnias y culturas tienen normas, 
valores, creencias y comportamientos diferentes a los predominantes 
en la cultura escolar, lo cual puede influir de manera importante en 
su menor progreso y en el abandono de la escuela. Es fundamental 
promover la participación de los estudiantes en el establecimiento y 
control de las normas del centro y aula, para exponer sus intereses e 

inquietudes, para conectar los aprendizajes escolares con su vida cotidiana y para que todos 
se sientan representados en la cultura escolar. Los contenidos curriculares que se enseñen 
tienen que ser reconocidos como valiosos por los estudiantes, así como por sus familias y 
comunidad. 

se observa una tendencia en La región a promover 
La autonomía de Las escueLas y La participación de 
Las comunidades educativas en La construcción 
de proyectos educativos de centro. sin embargo, 
faLta desarroLLar un sistema de acompañamiento 
a Las escueLas que faciLite su eLaboración con La 
participación de Los distintos actores.

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: Garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 2.

eL carácter interactivo de Las dificuLtades de 
aprendizaje está débiLmente eXpresado en Los fun-
damentos de Los currícuLos de La región, pues se 
sigue considerando que éstas se derivan sóLo de 
Las condiciones personaLes deL aLumno. tan sóLo 
en ciertos marcos curricuLares se hace eXpLícita La 
idea de que todos Los niños sin eXcepción pueden 
aprender y desarroLLar Las competencias básicas 
necesarias, si se Les ofrece oportunidades educativas 
de caLidad. 

Fuente: UNESCO (2007). Situación educativa en América 
Latina y el Caribe: Garantizando la educación de calidad 
para todos. Cáp. 2.
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2.3.3. Hacia la definición de currículos más relevantes y pertinentes
La definición de un currículo que sea relevante y significativo para toda la población 

enfrenta una serie de dilemas y las decisiones que se adopten estarán mediatizadas por una 
multiplicidad de factores presentes en los sistemas educativos de cada país. A continuación 
se señalan muy sucintamente algunos de los dilemas más frecuentes, que debieran más bien 
considerarse como equilibrios necesarios a alcanzar.

• El equilibrio entre lo mundial y lo local, o, lo universal y lo singular, es decir conver-
tirse en ciudadano del mundo sin perder de vista las propias raíces y participando 
activamente en la vida de la nación y en las comunidades de base (UNESCO, �996). 
Una educación relevante, desde este punto de vista, es aquella que considera de 
forma equilibrada las necesidades de aprendizaje derivadas del entorno social y 
cultural cercano y las relacionadas con el ejercicio de una ciudadanía mundial. 

 El dilema entre lo universal y lo local también está relacionado con la pertinencia, 
razón por la cual ésta no ha de circunscribirse estrictamente a lo local si se aspira 
a que los alumnos también se sientan y sean ciudadanos del mundo. Un énfasis 
excesivo en lo local limita enormemente las oportunidades de aprendizaje de los 
sujetos y, en consecuencia, sus posibilidades de insertarse en un mundo cada vez 
más global. Por el contrario, una desvalorización de los saberes que aportan los 
alumnos puede generar dificultades de aprendizaje y de participación en las es-
cuelas y conducir al abandono de los alumnos, al no sentirse acogidos y valorados. 
El punto, por tanto, es lograr una articulación entre ambos saberes, tomando el 
conocimiento de lo local no sólo como punto de partida para el aprendizaje de lo 
global, sino también para el desarrollo mismo de la persona y de la cultura local 
(Torres, �998). 

• El equilibrio entre las necesidades del mercado del trabajo y las del desarrollo per-
sonal. Este dilema es especialmente importante en la educación secundaria donde 
es preciso ofrecer una formación que prepare tanto para continuar estudios como 
para insertarse en el mundo laboral. 

 Para ser competitivos, los países requieren una fuerza de trabajo que pueda 
adecuarse durante su vida laboral a los acelerados cambios del conocimiento y 
al avance tecnológico. Por ello, hay que asegurar una educación secundaria para 
todos y a lo largo de la vida, ya que este nivel educativo es imprescindible hoy en 
día para acceder a ocupaciones más productivas. 

 El predominio en muchos países de la función propedéutica y la visión preuniversi-
taria de la educación secundaria, ha llevado a que los egresados que no prosiguen 
estudios superiores tengan grandes dificultades para integrarse eficazmente en la 
sociedad y en el mundo laboral. Es imprescindible, por tanto, considerar la función 
orientadora en este nivel educativo, la cual no debe limitarse a la orientación 
vocacional, sino también a la búsqueda de la identidad y la transición a la vida 
adulta. 

 En los programas de educación básica de jóvenes y adultos también debe estar 
presente lograr un equilibrio entre las necesidades del trabajo y las de desarrollo 
personal, ya que, por un lado, desean culminar sus estudios de educación básica y, 
por otro, mayores oportunidades para integrarse al mundo del trabajo en mejores 
condiciones.

• El equilibrio ente lo común y lo diverso. Cómo se ha expresado, son necesarios 
unos aprendizajes básicos comunes para todos que aseguren la igualdad de opor-
tunidades y la unidad e integración nacional, incorporando, -al mismo tiempo-, 
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aprendizajes que sean relevantes para las necesidades de determinados grupos 
o individuos, y para los distintos contextos y culturas en las que están inmersos. 
La cuestión es como acceder a una base común de conocimientos y valores en 
sociedades tan heterogéneas como las de América Latina y el Caribe.

 En relación con la diversidad cultural, es preciso que el currículo común tenga 
una orientación intercultural para todos, que comprenda un conocimiento de las 
diferentes culturas y de sus aportes, y el aprendizaje de valores de respeto y com-
prensión mutua. Pero es preciso, además, una educación culturalmente pertinente 
para las poblaciones indígenas que favorezca el logro de los objetivos educativos 
nacionales, el pleno bilingüismo y el conocimiento y la valoración de la propia 
cultura (Smelkes, 2004). 

 El equilibrio entre lo común y lo diverso es especialmente importante en la educa-
ción secundaria, dado que los estudiantes son muy distintos tanto al inicio como 
al final de la etapa. Estas diferencias exigen establecer trayectos específicos dentro 
de la educación secundaria que respondan a las peculiaridades de cada tramo de 
edad, asegurando un pasaje gradual desde la comprensividad hacia la diversificación, 
sin anular ninguno de estos principios durante toda la educación secundaria. La 
diversificación en distintas opciones, en todo caso, no debería transformarse en 
itinerarios discriminatorios, ni limitar el tránsito entre distintas modalidades. 

 Lo común y lo diferenciado usualmente está relacionado con otra tensión que es 
la de la centralización/descentralización. Lo común u homogéneo suele asociarse 
al nivel central, mientras que la descentralización se relaciona con lo diversificado 
cuya definición o concreción se realiza en diferentes niveles: provincial, local, escuela, 
etc. (Torres, �998).

• El equilibrio entre lo disciplinar y la integración de contenidos. En este punto surge 
la interrogante sobre cómo organizar un conocimiento de carácter crecientemente 
interdisciplinario y en permanente cambio.  De igual manera, se plantea la pregunta 
acerca del peso que hay que dar al conocimiento de las disciplinas, así como a la 
adquisición de competencias de carácter general.

 Desde un enfoque de derechos el centro de la educación es el alumno y no el 
docente o las asignaturas. Sin embargo, existe una larga tradición de organizar el 
currículo y la enseñanza desde las distintas disciplinas sin considerar suficiente-
mente la lógica y características de quién aprende, lo cual conduce, además, a una 
compartimentación del conocimiento que no representa la realidad ni facilita el 
aprendizaje. 

 Las dificultades señaladas se acentúan en la educación secundaria, donde el peso 
de lo disciplinar es mucho mayor que en la educación inicial y primaria. Tradicio-
nalmente, la educación secundaria ha sido concebida como una yuxtaposición de 
asignaturas, y cada una de ellas como un listado temático que responde a la lógica 
de cada disciplina, con la consecuente inflación de contenidos y el trabajo aislado 
de los docentes. 

 El debate de lo disciplinar no es nuevo, y no debería centrarse en si hay que 
abandonar las asignaturas, cuya utilidad no se pone en tela de juicio, sino en 
cómo presentarlas y estructurarlas. Las disciplinas no son enseñadas por derecho 
propio, sino por la contribución específica de cada una a la formación integral de 
los alumnos. 

 Una organización del currículo más interdisciplinar, en torno a ejes temáticos o 
determinadas competencias, es fundamental para promover un aprendizaje más 
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pertinente y significativo. Precisamente, muchos alumnos tienen dificultades de 
aprendizaje porque les resulta difícil relacionar, transferir y generalizar el conoci-
miento cuando se les presenta de forma fragmentada (Martín, 2006). 

2.4. Atributos de la acción pública de la calidad en educación: eficacia y eficiencia
Las secciones precedentes han establecido que la educación de calidad para todos, 

en tanto derecho humano fundamental, está asociada a tres dimensiones fundamentales: la 
equidad, la relevancia y la pertinencia.

Estos atributos básicos de la educación de calidad para todos han de representar las 
preocupaciones centrales de la propia acción pública en el terreno de la educación. En tanto, 
la acción pública es la manera como las sociedades contemporáneas se ocupan de los dere-
chos como asuntos que tocan a la colectividad en su conjunto y cuya no garantía merma los 
principios fundantes de la vida civilizada.

La acción pública en educación, principalmente por medio de la operación de las 
instituciones estatales representa otro nivel de análisis a considerar a la hora de verificar en 
qué medida la educación está siendo efectivamente de calidad para todos, pues son estos 
mecanismos operacionales e institucionales los que traducen o no las voluntades humanas 
expresadas en el reconocimiento de derechos.

Este análisis, por su parte, supone incorporar a la reflexión dos dimensiones com-
plementarias que hacen a la propia naturaleza de la acción pública. En primer término, es 
preciso identificar en qué proporción se logran o no garantizar los principios antes descritos y 
operacionalizados en metas; es decir, en qué medida se es eficaz en el logro de aspectos que 
traducen en términos concretos el derecho a una educación de calidad para toda la población. 
Así, pueden plantearse las siguientes preguntas: ¿En qué medida los niños logran acceder a 
la escuela?, ¿en qué medida se atiende las necesidades educativas de los adultos?, ¿en qué 
medida las personas concluyen la educación obligatoria?, ¿en qué medida las personas logran 
los aprendizajes que corresponde lograr en cada etapa educativa?, ¿en qué medida los recursos 
y procesos educativos están asignados y organizados de manera que se favorezcan aprendi-
zajes relevantes y pertinentes?, ¿en qué medida estas metas educativas son alcanzadas para 
todos y no se reproducen diferencias sociales de partida que se traducen en una inequitativa 
distribución de oportunidades y capacidades?

En segundo lugar, es necesario analizar cómo la acción pública honra el esfuerzo 
material de la comunidad nacional que asigna a la tarea educativa una determinada cantidad 
de recursos; es decir, en qué medida la operación pública es eficiente y, al serlo, respeta el 
derecho ciudadano a que su esfuerzo material sea adecuadamente reconocido y retribuido. 
La eficiencia, entonces, no es un imperativo economicista, sino una obligación derivada del 
respeto a la condición y derechos ciudadanos de todas las personas. 

Por otra parte, existe una importante interacción entre ambas dimensiones porque los 
problemas de eficiencia impactan negativamente sobre la capacidad para asegurar metas bási-
cas. Así, por ejemplo, la repetición, y el consiguiente atraso escolar, no sólo implica un desperdicio 
de recursos, tanto públicos como de las familias, sino que también afecta negativamente las 
probabilidades de prosecución y culminación de estudios de los afectados. Desde este punto 
de vista y en concordancia con una concepción de la educación como derecho, el “fracaso 
escolar”, usualmente entendido como un fracaso de los estudiantes a los que la repetición 
brinda una “segunda oportunidad”, debe ser más bien visto como un fracaso de la operación 
del sistema educativo que no garantiza a los estudiantes la prosecución fluida de los estudios 
y, finalmente, reduce sus oportunidades educativas en vez de proporcionar otras nuevas.

Resulta claro, por el propio ejemplo anterior, que los problemas de eficiencia y efica-
cia se vinculan con las dimensiones centrales de la labor educativa descritas en las secciones 
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precedentes, ya que los problemas de acceso se traducen en no cumplir metas vinculadas a 
la universalización de servicios. Asimismo, los problemas de adecuada dotación de recursos y 
configuración de procesos educativos se traducen en trayectorias escolares poco fluidas, con 
problemas de abandono y repetición que limitan la efectividad y explican desperdicios de 
recursos; y los aspectos de relevancia y pertinencia actúan sobre las posibilidades reales de 
asegurar aprendizajes y de cumplir la función habilitadora de la educación. 

Las dificultades presentes expresadas en los problemas de operación del sistema (no 
logro de metas e ineficiencias) tienden a producirse de manera heterogénea en las sociedades, es 
decir, se distribuyen de diferente manera entre los diversos grupos poblacionales, reproduciendo 
patrones de desigualdad, exclusión y marginación social que, en último término, definen una 
operación inequitativa de los sistemas educativos.  Así, la eficiencia y eficacia como dimensiones 
que atañen a la instrumentación de la acción pública, se engarzan de modo indisoluble con las 
dimensiones sustantivas de relevancia, pertinencia y equidad que, en conjunto, definen lo que 
en este capítulo se ha entendido como una educación de calidad para todos.
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Capítulo III

loS DoCENtES Y El aSEGuRaMIENto DEl DERECHo a la 
EDuCaCIÓN

Los ministros de Educación de América Latina y el Caribe, en el segundo foco estra-
tégico del Proyecto Regional de Educación, PRELAC, afirman que los docentes son los actores 
fundamentales para asegurar el derecho a la educación de la población y contribuir al mejora-
miento de las políticas educativas de la región (UNESCO/OREALC 2002)�. Su profesionalismo 
y compromiso ético inciden de manera directa en las posibilidades de las personas para ejercer 
su derecho de aprender y en la capacidad de los estados para implementar políticas educativas 
eficaces y coherentes con las aspiraciones de desarrollo de los países.

En efecto, excluidas las variables extraescolares como el origen socioeconómico de 
los alumnos2, la calidad de los profesores y el ambiente que logran generar en la sala de clase 
son los factores más importantes que explican los resultados de aprendizaje de los alumnos. 
Ninguna reforma de la educación ha tenido, ni probablemente tendrá éxito, sin el concurso 
del profesorado. Las políticas orientadas a mejorar la calidad de la educación sólo pueden 
ser viables si los esfuerzos se concentran en transformar, con los docentes, la cultura de la 
institución escolar.

Los países de la región enfrentan el desafío de implementar políticas y estrategias que 
garanticen un cuerpo docente con las competencias profesionales y éticas adecuadas, y las 
condiciones y medios necesarios para hacer efectivo el derecho de los alumnos a aprender y 
desarrollarse plenamente. 

Para contribuir a la formulación de políticas orientadas al fortalecimiento de la profe-
sión docente, en este capítulo se aportan lineamientos y propuestas para reflexionar sobre las 
actuales demandas al trabajo de los profesores; las competencias y las condiciones necesarias 
para hacer frente a estas demandas; los factores sobre los que es preciso poner atención para 
asegurar la efectividad y motivación de los maestros y el aprendizaje de los alumnos; y las 
principales características que debieran tener estas políticas. 

1. El rol docente: profesionalismo y profesionalidad en la 
complejidad actual

El escenario educativo se ha complejizado en directa relación con la profundidad y la 
velocidad de los cambios en la sociedad actual, como las modificaciones en la configuración de 
las familias y su papel en la educación de los hijos; la emergencia de nuevos agentes educadores 
cuyos valores no siempre son coincidentes con los que se desarrollan en la escuela; el impacto 
de las TIC en la producción y circulación del conocimiento; el debilitamiento de la “cultura 
letrada”, y los nuevos códigos de comunicación construidos por niños y jóvenes. Todo esto, sin 
olvidar que los contextos en los cuales trabaja la mayoría de profesores son afectados por la 
pobreza, el desempleo, la migración forzada y el trabajo infantil. Los docentes deben trabajar en 
nuevos escenarios, para los cuales no han sido ni están siendo suficientemente preparados.

� El segundo foco estratégico del PRELAC se refiere a “los docentes y el fortalecimiento de su protagonismo en el 
cambio educativo para que respondan a las necesidades de aprendizaje de los alumnos”.

2 Numerosos estudios documentan el valor del trabajo docente en los resultados de aprendizajes de los estudiantes, 
como los efectuados por la OCDE, el BID y el Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación 
(LLECE), coordinado por la OREALC/UNESCO Santiago.
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La sociedad espera que las escuelas y los docentes de hoy ofrezcan a los estudiantes lo 
que no encuentran en otros espacios, o lo que otros agentes están haciendo sin éxito (Tedesco 
y Tenti, 2002), sin dejar de cumplir con lo esencial de su rol: contribuir al aseguramiento del 
aprendizaje integral de los alumnos. La escuela no es ya la única institución educadora de la 
sociedad, ni el docente el único agente educativo del presente. Sin embargo, continúan siendo 
quienes mejor pueden crear situaciones de aprendizaje que propicien un espiral formativo, 
articulando la intencionalidad pedagógica, con las condiciones físicas, los espacios temporales, 
la fundamentación de las disciplinas y los recursos mediáticos para equilibrar el desarrollo 
cognitivo, emocional y valórico de los alumnos  (Rizo, 2005).

¿Qué tipo de docentes requieren hoy las sociedades latinoamericanas y caribeñas? “La 
definición del maestro ideal no es independiente del sentido y función que se asignan a los 
sistemas escolares en las sociedades latinoamericanas contemporáneas en cada etapa de su 
desarrollo”, sostienen Tedesco y Tenti (2002), al cuestionar la tendencia de pensar en mejorar 
la docencia a partir de la formulación de un perfil complejo, ideal, inalcanzable, con un listado 
de cualidades de un sujeto inexistente. 

“(Actualmente) la tarea que se espera de un profesor es algo más amplia que transmitir 
conocimientos a sus alumnos, lo que hasta hace muy poco tiempo era su actividad principal y para 
lo que se preparaba. Ahora hacen falta muchas otras habilidades, sin las cuales es difícil conseguir 
que los alumnos progresen en la adquisición del saber: el diálogo con los alumnos, la capacidad 
de estimular el interés por aprender, la incorporación de las tecnologías de la información, la 
orientación personal, el cuidado del desarrollo afectivo y moral, la atención a la diversidad del 
alumnado, la gestión del aula y el trabajo en equipo” (Marchesi, 2006). Además, se espera que 
los profesores sean capaces de corresponsabilizarse por los resultados del trabajo de su escuela, 
articulando las políticas institucionales con las educativas locales y nacionales. 

Las actuales políticas sobre docentes, explícitas o implícitas, no han sido suficientes para 
fortalecer estas condiciones, asegurar su protagonismo en los cambios educativos y garantizar 
el aprendizaje de los estudiantes. 

Las acciones de los países para mejorar la calidad del trabajo docente han tenido 
menor impacto que el esperado. Pese a todo lo realizado, para una gran cantidad de alumnos 
la escuela no está garantizando las habilidades básicas para la vida, como leer, escribir, cuanti-
ficar, escuchar, hablar, pensar y comunicarse (UNESCO/OREALC, 200�; Namo de Mello, 2005). 
Lamentablemente, por la manera deficiente en que se han planteado las políticas educativas 
a la profesión, los profesores se han convertido en parte del problema, muchas veces por su 
falta de preparación y su excesivo corporativismo. 

En general, éstas se han traducido en acciones coyunturales, de corto plazo, aisladas 
entre sí y muchas veces urgidas por demandas corporativas. Dos son los caminos que se 
han elegido preferentemente: la recuperación de los niveles salariales y la implementación 
de programas masivos de capacitación para maestros en servicio (Calvo y Jarque, 2002). 
Estas medidas, importantes y necesarias, no han sido suficientes. Los viejos problemas per-
sisten. Los enfoques tradicionales en la formación y desarrollo de los docentes; las difíciles 
condiciones laborales en que trabaja la mayoría; los esquemas salariales planos y poco 
transparentes; la carrera profesional anclada en los años del ejercicio; el papel pasivo de los 
maestros y su débil compromiso con los resultados de su trabajo, son, entre otras, causas 
de los bajos resultados de aprendizaje, y de la insatisfacción, frustración y conflictividad 
que viven los docentes.

Sin embargo, en los últimos años se advierte con mayor claridad que, para lograr que 
los profesores cumplan con lo que se espera de ellos, se requiere algo más que incrementos 
salariales y capacitación. En este momento, para abordar el trabajo y el desempeño se encuen-
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tran en curso interesantes procesos con enfoques integrales, de largo plazo, y asociados a la 
formulación de políticas de Estado consensuadas mediante procesos de debate público�. 

La docencia es una profesión que requiere mucho más que vocación, una condición 
importante y necesaria, pero no suficiente. Las políticas públicas deben orientarse a que los 
profesores desarrollen una dimensión relacionada con competencias racionales y técnicas 
específicas de su oficio, que se aprenden en tiempos y espacios determinados, y una dimen-
sión sobre las competencias ético-sociales, que aluden a la responsabilidad con su trabajo y 
al compromiso con el aprendizaje de los estudiantes.

Profesionalismo y profesionalidad son dos grandes dimensiones a partir de las cuales 
se configura la identidad de la profesión docente y cuya sinergia constituye la fortaleza ética 
y profesional de los maestros (Braslavsky, 2004, pág. 7).

El profesionalismo es un proceso continuo que desarrolla las capacidades para “aprender 
a enseñar” y “enseñar a aprender”. Es un aprendizaje que requiere adquirir, a lo largo de la vida 
profesional, competencias cognitivas (conocer, manejar información y continuar aprendiendo 
acerca de lo propio de la disciplina) y competencias pedagógicas (saber cómo enseñar la 
disciplina, cómo trabajar en contextos diversos, cómo generar condiciones adecuadas para el 
aprendizaje en contextos de alta dificultad y con grupos heterogéneos, y utilizar creativamente 
los recursos didácticos disponibles en el medio).

La profesionalidad es el cumplimiento responsable de la misión asignada por la socie-
dad a los docentes: garantizar el desarrollo integral de los alumnos a través de aprendizajes 
relevantes y pertinentes para todos. La profesionalidad implica el desarrollo de competencias 
éticas y sociales. Las competencias éticas habilitan a un docente para cumplir con el compro-
miso social inherente a su profesión. Las competencias sociales son aquéllas que le habilitan 
para satisfacer las necesidades básicas de aprendizaje; adaptarse y responder al permanente 
cambio del conocimiento; trabajar en redes; promover diálogos y consensos; en suma, ejercer 
su responsabilidad y derecho ciudadano en las decisiones acerca de la educación, la escuela y 
su propia práctica (UNESCO/OREALC, 2002). 

2. Factores clave que inciden en la calidad de la docencia

El profesionalismo y la profesionalidad de los docentes se construyen y fortalecen a 
partir de un conjunto de factores fundamentales para el buen desempeño profesional. Sobre 
algunos de estos factores se puede incidir en políticas de relativo corto plazo; pero sobre 
otros, como por ejemplo elevar el capital cultural con que los aspirantes a docentes ingresan 
a la carrera, se requieren transformaciones de mucho más largo plazo. Varios de ellos han sido 
considerados en las reformas, aunque a veces en forma parcial, aislada o sin la profundidad 
requerida (UNESCO/OREALC, 2002)4. Es crucial destacarlos porque alrededor de estos aspec-
tos se debate la formulación e implementación de las políticas docentes. En este apartado se 
analizan tres de estos factores: un sistema articulado de formación y desarrollo profesional 
permanente; un sistema transparente y motivador de carrera profesional y evaluación docente; 
y un sistema adecuado de condiciones laborales y bienestar docente.

� Por ejemplo, Chile se prepara para iniciar un debate sobre el diseño de un sistema de carrera profesional. Argentina 
está debatiendo una Ley de Educación que contempla la creación de un Instituto de Formación Docente. Uruguay 
ha desarrollado un amplio debate nacional para definir un proyecto educativo.

4 El caso más ilustrativo de la necesidad de articular esfuerzos tiene que ver con los ajustes salariales que se realizan 
sin conexión con aspectos relativos al desempeño profesional, la carrera o la responsabilidad sobre los resultados 
del trabajo docente.
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2.1. un sistema articulado para el aprendizaje docente a lo largo de la vida 
profesional
“La educación que queremos para los alumnos –un vasto conjunto de oportunidades 

de aprendizaje, dedicación y compromiso con la investigación, acceso a la resolución de proble-
mas reales, aprendizaje conectado con sus experiencias anteriores y oportunidades de trabajar 
con otros– también puede brindarse a los docentes en su propio aprendizaje” (Lieberman y 
Groolnick, 200�, pág. 266).

El derecho a aprender es el criterio fundamental para crear un sistema que articule de 
manera coherente y sustentable, tres componentes básicos como un continuo de aprendizaje 
en la vida profesional de los docentes: la formación inicial, la inserción profesional y la formación 
en servicio (OCDE, 2005).

Para hacer efectivo este sistema, se necesita propiciar y fortalecer estrategias institu-
cionales coherentes entre los responsables involucrados en este proceso. El propósito es lograr 
que trabajen bajo los mismos objetivos, definan estándares de calidad, diseñen sus planes en 
relación con ellos, recuperen el valor de la escuela como el espacio natural para la formación 
docente, evalúen su trabajo y rindan cuentas a la sociedad sobre la calidad del aprendizaje 
docente. Uno de los resultados de este proceso debiera ser que los maestros pasen de “expertos 
rutinarios” a “expertos adaptativos”; es decir, apoyarlos para que actúen como personas prepa-
radas para un aprendizaje eficiente a lo largo de la vida, en un medio complejo y cambiante, 
y frente a grupos heterogéneos (Marcelo, 2002).

a) Formación inicial
La tendencia en la mayoría de países de la región es ubicar la formación inicial de do-

centes en instituciones de nivel terciario, principalmente universidades o asociadas con éstas, 
como el caso de Bolivia, Colombia y Honduras. Otros países se encuentran en este proceso 
en medio de debates respecto de cuánto se gana y cuánto se pierde con esta decisión. A la 
formación normalista se le atribuye cualidades como el fortalecimiento de la vocación, la 
interacción con las escuelas, y la relación con las comunidades. Sin embargo, se le cuestiona 
su énfasis en la formación pedagógica en detrimento de la formación disciplinar, la debilidad 
en el campo de la investigación, y la escasa utilización de tecnologías de información y co-
municación, entre otros. A su vez, a la formación universitaria se le critica su distanciamiento 
de las escuelas, la debilidad en la formación práctica de los estudiantes y su preferencia por la 
disciplinar por sobre la pedagógica. 

No se cuenta con información suficiente sobre la calidad del desempeño profesional 
de los egresados de uno u otro tipo de institución y la formación universitaria no parece satis-
facer los requerimientos de la educación actual, despertando añoranzas por las desaparecidas 
escuelas normales. En general, hay insatisfacción en las instancias públicas, en el profesorado 
en ejercicio y en los propios formadores, respecto de las capacidades de las instituciones de 
formación para dar respuestas a las necesidades de los sistemas educativos (CPEIP, 2005). 

La OCDE (2005) señala que la calidad de la formación de los docentes es uno de los 
nudos críticos de los sistemas educativos. Los requerimientos más fuertes se orientan hacia 
aspectos como una mayor articulación de los enfoques de formación con las reformas educa-
tivas; respuesta a las necesidades del sistema en cuanto a especializaciones; mejora del nivel 
de los formadores; armonización entre la teoría y la práctica; desarrollo de la investigación; 
preparación de los futuros docentes para trabajar con poblaciones diversas y vulnerables, entre 
otros (Braslavsky, 2004; Marcelo, 2006). 

Frente a esta situación, los países requieren asegurar procesos de formación docente del 
más alto nivel. Estudios recientes mencionan algunas características que comparten programas 
innovadores en esta materia (UNESCO/OREALC, 2005a)
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• Enfoques basados en el desarrollo de competencias como elemento clave para 
superar la dicotomía entre lo disciplinar y lo pedagógico. Con ello se transforma 
de manera radical los roles de los estudiantes y profesores, buscando una mayor 
construcción colectiva y formando profesionales capaces de adaptarse a nuevas 
situaciones y contextos.

• Nueva conceptualización de las prácticas, fortaleciendo el papel de éstas en el 
currículo, mediante una incorporación temprana de los futuros docentes en la vida 
de la escuela, con prácticas en contextos diversos, y acompañadas por profesores 
universitarios en calidad de tutores.

• Fomento de la investigación, lo que convierte a las instituciones formadoras en 
centros generadores de conocimiento, donde se desarrolla competencias investi-
gativas y se estimula la capacidad de reflexión de los futuros maestros.

• Enfoque transdisciplinar para promover la planificación y el trabajo conjunto de 
profesores de diferentes especialidades.

• Combinación de una fuerte formación general de base con una sólida especialización 
final. Aunque éste es otro debate inconcluso, estos programas optan por formar 
profesionales que respondan a diferentes perfiles y trabajen de acuerdo con las 
posibilidades de cada contexto, sin perder las características comunes de la pro-
fesión docente, independientemente de la especialidad.

• Ofertas abiertas basadas en tecnologías de información y comunicación, aprove-
chando su uso intensivo, sin perder espacios de trabajo presencial con apoyo de 
los profesores universitarios.

Independiente de los modelos elegidos para formar a sus docentes, los países deben 
hacerse responsables por la calidad de los programas de formación inicial con la implementación 
de políticas y estrategias que permitan la evaluación, auditoría, acreditación y la certificación 
de competencias de sus egresados (Aguerrondo, 2004). Resulta útil revisar las regulaciones de 
países europeos, como las del Reino Unido, que realiza una rigurosa evaluación de los futuros 
docentes durante y al final de su formación inicial, que incluye pruebas escritas sobre com-
petencias en lenguaje y matemática, interpretación de datos sobre logros de los alumnos, y 
evaluación de la práctica. A este respecto, hay avances valiosos en diversos países de la región; 
por ejemplo, Chile aprobó recientemente la obligatoriedad de todas las universidades de 
acreditar las carreras de pedagogía y medicina, lo que entrega una poderosa señal respecto a 
que tan importante como la calidad de los profesionales que trabajan en el área de la salud 
es la de los profesionales de la educación.

Un comentario aparte merecen las iniciativas realizadas por Guatemala, Colombia, 
Ecuador, Perú y Bolivia5, entre otros, en la formación de docentes para las poblaciones bilingües 
que han realizado grandes esfuerzos para adecuar la formación de maestros a las especificidades 
del trabajo con poblaciones indígenas. 

En este sentido, son importantes las políticas orientadas a formar profesores para pobla-
ciones y sistemas educativos diversos, así como para resolver la escasez de profesores en áreas 
como ciencias, educación técnica, necesidades educativas especiales e idiomas extranjeros.

b) Inserción profesional de los profesores principiantes
Marcelo (2006) sostiene que no se puede seguir ignorando que existe una fase cla-

ramente diferenciada en el proceso de convertirse en buen profesor, que tiene sus propias 

5 Se destaca el apoyo de la cooperación internacional para el fortalecimiento de las instituciones formadoras de 
docentes para poblaciones bilingües, especialmente indígenas.
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características y necesidades, y que funciona como un eslabón entre la formación inicial y su 
futuro desarrollo profesional. La forma cómo se aborde el período de inserción tiene una im-
portancia trascendental en el proceso de convertirse en un profesor, ya sea, en un principiante 
frustrado o, por el contrario, en un profesor adaptativo6.

Durante este período, los profesores deben transitar por un período de adaptación para 
pasar de estudiantes a profesionales. Con frecuencia, esto resulta en un “salto al vacío” o en 
un “choque con la realidad” si no se cuenta con el acompañamiento adecuado. En la mayoría 
de los casos, este proceso se caracteriza por ser un intenso aprendizaje basado en el ensayo y 
error, marcado por un principio de supervivencia, y en un predominio del valor de lo práctico. 
Los principiantes continúan profundizando su conocimiento y habilidades, bajo la atenta mi-
rada de profesionales con más conocimiento y experiencia. Al mismo tiempo, ellos aportan sus 
conocimientos, porque traen consigo las últimas investigaciones y perspectivas teóricas que 
son contrastadas con la práctica, y compartidas con los docentes de mayor experiencia. Las 
condiciones normativas de la enseñanza están muy lejos de este modelo utópico. Tradicional-
mente, se espera que los nuevos profesores sobrevivan (o abandonen) por el escaso apoyo y 
orientación que reciben (Marcelo, 2006 citando Linda Darling-Hammond).

A diferencia de lo que pasa en países europeos y asiáticos, que cuentan con programas 
establecidos de tutorías o monitoreo para apoyar a los profesores principiantes, América Latina 
y el Caribe se están recién orientando en esta dirección. Hay algunos procesos en marcha, 
aunque todavía no hacen parte de programas institucionalizados de apoyo a los profesores 
principiantes. Éste es uno de los temas pendientes para el aseguramiento de la calidad de la 
docencia. Se necesita programas que integren al nuevo profesor en la cultura escolar vigente; 
que lo apoyen a indagar, a confrontar la teoría con la práctica, a reflexionar sobre ellas, a 
construir su propio conocimiento y a definir las mejores maneras de enseñar de acuerdo a las 
necesidades y demandas de sus alumnos; y que fortalezcan su papel profesional con respon-
sabilidades que van más allá del aula.

El diseño y puesta en marcha de programas de inserción laboral es un ámbito que puede 
y debe generar consensos y responsabilidades compartidas entre los ministerios, las instituciones 
de formación inicial, los responsables de la formación permanente y las propias escuelas, como 
parte del esfuerzo por fortalecer un sistema articulado de formación y desarrollo docente.

Se necesitan mecanismos administrativos, financieros y legales para cambiar la orga-
nización del trabajo y del tiempo en las escuelas, que permitan a los docentes principiantes 
contar con los momentos necesarios para la reflexión acerca de los problemas de aprendizaje 
propios y de sus estudiantes, acompañados por mentores preparados para esta tarea; radical-
mente distinta a la supervisión escolar tradicional, cuestionada por su débil acompañamiento 
en los procesos de aprendizaje de los maestros (Darling-Hammond, 200�).

c) la formación en servicio
En el marco de las reformas educativas, los países han invertido recursos importantes 

en la capacitación de docentes en servicio, pero los resultados no han sido los esperados7. Esto 
tiene que ver con los enfoques y metodologías utilizadas y la débil articulación con los otros 
componentes de un sistema de desarrollo profesional. En general, la capacitación, entendida 
como la suma de eventos, tiene poco o ningún impacto en las prácticas escolares y en los 
resultados de aprendizaje de los estudiantes (Cuenca, 200�).

6 El autor se refiere al profesor como un experto adaptativo, es decir, como personas preparadas para un aprendizaje 
a lo largo de toda la vida.

7 El caso de Chile es ilustrativo. Ha sido uno de los países que ha sostenido en el tiempo un proceso de reforma y un 
conjunto de medidas consideradas en un proyecto nacional. Sin embargo, algunos docentes consideran que, entre 
otros factores, los resultados desalentadores tienen que ver con una capacitación no siempre consecuente con las 
demandas de las escuelas. 
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Los procesos con resultados alentadores en las escuelas y en las prácticas pedagógicas 
de los maestros son aquellos que poseen características como las siguientes: responden a las 
políticas nacionales, locales y al proyecto educativo del centro escolar; están incorporados a la 
planificación y organización de la institución educativa; recuperan el saber de sus maestros; pro-
mueven la construcción colectiva del conocimiento; y cuentan con asesoría y acompañamiento 
de directores, supervisores, maestros destacados y de otros profesionales especializados. 

La formación en servicio con estas características contribuye a la revaloración de la 
escuela como el espacio natural para la formación y superación constante de los docentes. El 
cambio en los procesos pedagógicos requiere de oportunidades de formación, intercambio de 
experiencias y trabajo conjunto entre los maestros. La participación de los directivos en dichos 
procesos es fundamental, por lo que el fortalecimiento de su liderazgo debe formar parte de 
una política orientada a mejorar el trabajo de docente y la gestión escolar. 

El profesionalismo colectivo y la conformación de redes de escuelas y profesores se 
destacan entre las mejores estrategias para responder a los múltiples desafíos de la profesión, y 
así contrarrestar lo que Michael Fullan (200�) denomina la “balcanización” del trabajo docente; 
es decir, su estructuración en compartimentos aislados que atenta contra el aprendizaje eficaz 
en la organización escolar. Las redes fortalecen el profesionalismo de docentes y directivos, 
los compromete a trabajar en su propio aprendizaje, y elevan la moral, la autoestima y la 
responsabilidad por su trabajo. 

La capacitación en servicio es un factor que mejora el desempeño docente si se la 
vincula con los procesos de evaluación institucional e individual, y se acompaña de estrategias 
para dotar a las escuelas de mayor poder de autogestión y capacidad para transformarse en 
organizaciones que aprenden; es decir, si se asume la profesión docente desde una perspectiva 
integral, cuyo desempeño requiere la concurrencia de cambios en los distintos factores que 
inciden en el rendimiento de los maestros.

2.2. un sistema transparente y motivador de carrera profesional y evaluación 
docente
Se entiende por carrera profesional docente el sistema de ingreso, ejercicio, estabilidad, 

ascenso, desarrollo y retiro de los profesionales que ejercen la docencia (UNESCO/OREALC, 
2006a). En los últimos años, se ha convertido en una de las prioridades de las políticas educa-
tivas, debido a la certeza de que un sistema educativo no será mejor que los maestros con los 
que cuenta. Esto significa que los países están enfrentados a un doble reto: atraer candidatos 
bien calificados y promover su mejor desempeño para lograr buenos aprendizajes en los es-
tudiantes (Vaillant, 2006).

La valoración social y económica de la profesión es crucial para atraer y retener a los 
mejores profesionales. Además, es recomendable que un sistema de carrera profesional asegure 
temas claves como el ingreso de los mejores candidatos con períodos obligatorios de prueba y 
programas de tutorías; permanencia y asignación de los profesores más destacados a los lugares 
donde más se los necesita (escuelas en zonas de alta vulnerabilidad); reconocimiento al esfuerzo 
y al mérito, y no sólo a la antigüedad; promoción, sin que implique necesariamente abandono 
del aula para pasar a otros cargos técnicos o directivos; fortalecimiento de la capacidad de las 
escuelas para decidir sobre las contrataciones y las responsabilidades de su equipo docente; 
mecanismos concursables transparentes para los puestos de dirección; condiciones para el 
retiro y la jubilación para promover el recambio de profesionales en los momentos adecuados; 
y articulación de la carrera con el desarrollo profesional y la evaluación.

Varios países realizan esfuerzos importantes para incorporar a los mejores profe-
sionales a la docencia y a los cargos directivos. En su última reforma al Estatuto Docente, 
Colombia estableció un período de prueba con una evaluación final antes de otorgar 



56

contratos indefinidos a los aspirantes a ingresar al sistema. Chile definió períodos de dura-
ción fija para los directores, al final de los cuales se convoca a un nuevo concurso para la 
asignación del cargo. El Salvador ha entregado mayor poder de decisión a algunas escuelas 
del Programa EDUCO para evaluar y contratar docentes. Otros países han incorporado a 
las familias a los órganos de gestión y control de las escuelas, también con responsabilidad 
en las contrataciones.

En la mayoría de países, un tema pendiente en los sistemas de carrera profesional es el 
establecimiento de mecanismos, incentivos y redes de apoyos para conseguir que los mejores 
profesores se desempeñen en las escuelas con mayores necesidades.

Uno de los temas de mayor debate en la actualidad, debido a su relación con el 
desarrollo profesional y con la motivación de los profesores, es el de la promoción. En los 
sistemas de carrera vigentes, se identifican dos tipos de promoción: la vertical y la horizontal. 
La promoción vertical es por la cual los docentes ascienden laboralmente asumiendo tareas 
directivas o de supervisión, siempre con un incremento salarial. La promoción horizontal es la 
que reconoce el trabajo docente mediante incrementos salariales o ascensos en el escalafón, 
sin que ello suponga modificar sus labores de docencia de aula. 

Hay opiniones diversas con relación a cada una de ellas. Respecto de la promoción 
vertical, hay quienes sostienen la necesidad de desvincular la promoción del ascenso a cargos 
directivos a partir de méritos en la docencia, debido a que un buen docente no necesariamente 
tiene que ser un buen directivo y viceversa. Es más, se sostiene que los cargos de dirección y 
gestión requieren competencias que se adquieren en procesos de formación específicos, más 
que por medio de la experiencia de hacer clases. 

En el sistema horizontal se alerta sobre la necesidad de cuidar los procesos de promoción 
debido a que, en ocasiones, los maestros pueden orientar sus esfuerzos a realizar cursos de 
perfeccionamiento para obtener una promoción e incremento salarial, más que para mejorar 
su trabajo. Esto es lo que se ha denominado el “credencialismo”�.

Se habla también de estructurar sistemas mixtos que equilibren la promoción, el de-
sarrollo profesional, el desempeño, el cumplimiento del perfil requerido y la oportunidad del 
sistema de aprovechar los mejores talentos, preservando siempre la calidad del aprendizaje de 
los alumnos. En cualquier caso, en la promoción deben primar los criterios de transparencia y 
mérito calidad profesional.

El desafío de los países es modificar o establecer un sistema de carrera profesional que 
se articule con los otros factores que inciden en el desempeño, con el propósito de fortalecer 
la profesión docente y asegurar la calidad de los maestros y equipos directivos.

La evaluación docente es percibida por una buena parte de profesores como una ame-
naza a su estabilidad, razón por la cual es hoy uno de los motivos de alta conflictividad en los 
sistemas educativos. En general, la evaluación tiene una connotación negativa para los docentes, 
entre otras razones, porque el enfoque con que se la percibe tiene que ver más con sanción 
que con apoyo. La mayoría de las propuestas de evaluación docente han surgido a partir de 
las críticas a los bajos resultados de aprendizaje de los alumnos y a la escasa responsabilidad 
que los docentes asumen sobre ellos.

Es preciso crear una imagen constructiva de la evaluación, difundiendo el planteamiento 
de que apuesta prioritariamente por la calidad y el aprendizaje de los estudiantes y no por la 
sanción al profesor, aunque -en determinadas situaciones- pueda ser necesaria. Esto implicaría 

� El credencialismo es un término utilizado para identificar la tendencia a obtener diplomas, títulos o credenciales 
que certifican determinado tipo de estudios, independientemente de su relación con las necesidades de desarrollo 
profesional, porque son uno de los aspectos valorados para calificar los méritos de las personas y habilitarlas a 
participar en concursos u obtener ascensos.
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insistir en la necesidad que la evaluación contribuya a ofrecer los apoyos que se requieren 
para mejorar su desempeño.

Para contribuir a la calidad de la educación, la evaluación requiere ampliarse a todo 
el sistema educativo como un proceso legítimo y democrático de rendición de cuentas a la 
sociedad sobre un bien público. En el caso de la evaluación docente, para que sea una estrategia 
efectiva de mejoramiento del desempeño de los profesores, tiene que asociarse con los procesos 
de desarrollo profesional y a la carrera docente. Además, debe surgir del diálogo y consenso 
con los actores involucrados, en especial con los docentes y sus organizaciones.

Experiencias como la desarrollada en Chile muestran que cuando la evaluación es re-
sultado del debate y la participación, es aceptada por los profesores�. Es más, el propio proceso 
de debate puede ser aprovechado para la sensibilización y formación de opinión calificada por 
parte de los involucrados. Por el contrario, cuando las propuestas nacen exclusivamente desde 
los ministerios y no cuentan con la participación ni compromiso de los maestros, encuentran 
problemas serios para implementarse, e inclusive pueden estar condenadas al fracaso, como 
lo ilustran otros ejemplos en la región. Se evalúa el desempeño con el profesor, no contra él. 
Mecanismos como la evaluación entre pares (PREAL, 200�) y la autoevaluación son también 
útiles para propiciar la participación de los maestros en el proceso.�0

Es importante relacionar la evaluación docente con la evaluación del centro educativo 
en su conjunto. El docente desarrolla su tarea en una organización, por lo que la evaluación de 
los docentes y directivos debe considerar la cultura del centro, sus valores y contexto. 

Hay que tener en cuenta la importancia de contar con un sistema de evaluación de 
alta calidad, transparente, técnicamente adecuado, con evaluadores bien preparados y con 
mecanismos para difundir y usar la información recogida, para que tenga credibilidad y acep-
tación (UNESCO/OREALC 2006a).

Uno de los grandes desafíos es lograr que la evaluación se convierta en mejora, que la 
información sea utilizada para identificar los apoyos que requieren los docentes y las escuelas 
para que los alumnos aprendan y que los centros educativos funcionen bien.

La visión sistémica de la profesión docente implica ver la evaluación, así como la ca-
rrera, integradas al conjunto de factores que hacen al buen desempeño docente, en el marco 
de políticas y estrategias articuladas y de largo alcance.

2. 3. adecuadas condiciones laborales y bienestar docente
Con frecuencia al hablar de condiciones de trabajo la discusión se reduce a los salarios 

que, siendo un componente fundamental, no es el único. Se entiende por condiciones de trabajo 
el conjunto de aspectos materiales, personales y sociales que configuran el escenario en el 
cual se desempeña laboralmente una persona. Entre sus principales aspectos para la docencia 
se puede mencionar: infraestructura de las escuelas, equipamiento y material didáctico, clima 
organizacional, salarios, entorno escolar, salud, satisfacción laboral, tiempo de dedicación a 
la escuela, otras ocupaciones laborales, relaciones sociales con sus interlocutores directos 
(estudiantes, familias, colegas, directivos) y reconocimiento social. 

Esta conceptualización permite abordar en toda su dimensión la situación y el desem-
peño de los docentes en la escuela; ofrece insumos para la formulación de políticas y estrategias 
para mejorar el trabajo de los profesores; y contribuye a abrir las agendas de negociación con 

� Chile desarrolló una interesante experiencia de diseño participativo del sistema de evaluación docente con parti-
cipación del Ministerio de Educación, la Asociación de Municipalidades y Colegio de Profesores (el gremio de los 
docentes). Previo a su envío al parlamento, la propuesta fue sometida a consulta abierta entre los docentes.

�0 La evaluación por pares gana cada día mayor apoyo. En Estados Unidos, por ejemplo, desde hace muchos años han 
sido las propias organizaciones de docentes las impulsoras de programas para fortalecer este mecanismo, que tiene 
un fuerte componente formativo, si es adecuadamente aplicado. 
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los sindicatos. Ésta es de gran importancia pues las demandas gremiales 
giran casi exclusivamente en torno a los aspectos económicos. En la 
mayoría de países de la región, las exigencias salariales son la principal 
causa de conflictividad en los sistemas educativos. 

El ambiente de la escuela, la satisfacción personal y el recono-
cimiento social son factores todavía poco valorados en el desempeño 
de los maestros y, por tanto, en el aprendizaje de los alumnos. No basta 
con atender los aspectos técnicos para el ejercicio profesional; hay que 
avanzar en políticas y estrategias institucionales que, definidas y ejecu-
tadas en corresponsabilidad con los equipos docentes, conviertan a las 
escuelas en espacios estimulantes, donde las relaciones de confianza 
faciliten y fortalezcan la enseñanza y el aprendizaje integral de todos 
sus actores (Hevia, 2006). 

Desde que, en ���5 José Manuel Esteve utilizó la expresión 
“malestar docente”�� para referirse a un estado de insatisfacción, 
desmotivación y desinterés de los profesores por su trabajo, se em-
prendieron estudios relacionados con el trabajo y la salud docente, otro 
de los componentes esenciales de las condiciones de trabajo. Las inves-
tigaciones han sido abordadas con dos objetivos: por un lado, estudiar 
los efectos de las condiciones de trabajo en la salud de los profesores y, 
por otro, relacionar la salud de los profesores con su desempeño.

Las investigaciones disponibles, pese a que son escasas y que provienen sobre todo de 
los países desarrollados (UNESCO/OREALC, 2005b; Gutiérrez-Santander, Morá-Suñarez; Sanz-
Vásquez 2005), coinciden en señalar que las enfermedades prevalecientes en los docentes son 
las relacionadas con la salud mental, entre ellas el estrés, la neurosis y la depresión. Esto es 
particularmente importante si se asocian al clima de la escuela y del aula, a la concentración 
en el trabajo y, de manera especial, al tipo de relaciones que establecen con sus alumnos. 

El salario es una condición fundamental para el trabajo. En 
el caso de los docentes, éste es un punto muy sensible y con altos 
costos sociales. Prueba de ello, son los permanentes conflictos gene-
rados por este tema, y que afectan directamente al aprendizaje de 
los estudiantes. 

Si bien los análisis al respecto apuntan en varias direcciones 
(Hanushek et al., ����; Imazeki 2005; Figlio, ���7; Tiramonti, 200�; 
Morduchowicz, 2002; Liang, ����), existe una clara convicción acerca 
de que las remuneraciones percibidas por los docentes han sufrido un 
significativo deterioro en los últimos lustros. Esta situación se vincula 
tanto con las situaciones de crisis y ajuste económico por las que ha 
pasado la región, como a la manera en que se ha negociado el tema 
docente dándose, por parte del Estado y de los gremios, mayor pre-
ponderancia a las contrataciones que a los propios salarios. En efecto, 
entre ���0 y 200� el número de docentes de educación primaria en 
la región fue prácticamente duplicado, mientras la matrícula en dicho 
nivel se incrementó –dados los niveles de cobertura, mejoras en la efi-

ciencia interna y cambios demográficos- en poco menos de �0%. Esta situación debe explicarse 
también en un contexto de profunda precariedad del empleo, en la que si bien la docencia no 

�� La expresión “malestar docente” fue utilizada por José Manuel Esteve en ���5 para dar título a un libro que aún hoy 
sigue publicándose y cuya primera edición fue realizada por la editorial Paidós en Barcelona.

PrinciPales causas de conflictividad en los 
sistemas educativos en américa latina y 

el caribe

El Estudio sobrE la conflictividad En los sistEmas 
Educativos impulsado por la orEalc/unEsco 
santiago, lEvantó una cronología dE 870 con-
flictos dE difErEntE alcancE (nacional, provincial 
y local) En 18 paísEs dE américa latina y El caribE, 
EntrE 1998 y 2003. El informE muEstra quE las 
dEmandas salarialEs, junto con El sistEma dE jubi-
lacionEs y la carrEra docEntE, son las razonEs quE 
motivaron El 79% dE los conflictos analizados. 
En mEnor proporción aparEcEn, En las agEndas 
dE los conflictos, ExigEncias sobrE El incrEmEnto 
dEl prEsupuEsto para la Educación, oposición a la 
dEscEntralización y la Evaluación docEntE, nEgo-
ciación dE lEyEs dE Educación, ExigEncia dE rEnuncia 
dE autoridadEs Educativas, impugnación al modElo 
Económico y social vigEntE, y otras dEmandas dE 
caráctEr político.

Fuente: UNESCO/OREALC (2004). Conflictividad educativa 
en América Latina: cronología de la actividad sindical 
docente.

conflictos docentes y tiemPo de 
aPrendizaje de los estudiantes

EntrE 1998 y 2003, la suma dE las jornadas dE 
conflicto Educativo, En los 18 paísEs Estudiados, 
alcanzó 4.802 días. considErando quE El pEríodo 
analizado corrEspondió a 1.825 días, Esto significa 
quE, En cinco años, hubo En la rEgión 2,6 jornadas 
dE protEsta Educativa por día. dE éstas protEstas, 
54% corrEspondiEron a paralizacionEs dE activi-
dadEs En las institucionEs Educativas. aunquE Esta 
información Es mEramEntE indicativa y no habla dE 
la naturalEza y sEntido dE los conflictos, pErmitE 
comprEndEr la magnitud dE la conflictividad y la 
incidEncia En los tiEmpos EfEctivos dE aprEndizajE 
dE los alumnos.

Fuente: MILTON, Luna (2004). Conflictos docentes en 
América Latina 1999-2003: Sistematizacion de estudios e 
investigaciones. Publicación en proceso, pág. 4�. 
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brinda ingresos elevados, sí ofrece, a diferencia de la mayor parte de 
los empleos que hoy se crean en la región, estabilidad, acceso a un 
sistema de pensiones y prestación de servicios de salud.

Los países necesitan transparentar sus políticas salariales para 
garantizar la aplicación de sistemas equitativos de remuneración. Al-
gunos problemas recurrentes: la posibilidad de obtener un aumento 
salarial depende en gran medida de la antigüedad en el cargo, o de 
la salida a un puesto de gestión administrativa, con el consiguiente 
abandono del trabajo de aula; no hay promociones dentro del mismo 
cargo ni se paga por las diferentes características y responsabilidades 
en el trabajo; la diferencia entre los profesores que ingresan a la carrera 
y aquellos que están en las últimas categorías del escalafón magisterial 
resulta poco significativa (UNESCO/IIPE, 2006).

En algunos países, el salario básico de los docentes ha ido 
perdiendo peso en relación con las compensaciones y bonificaciones 
que reciben. Los criterios con que se estructuran las remuneraciones 
son complejos y difíciles de modificar. Ellos han sido de tipo general y 
asociados al aumento del costo de vida, sin considerar también trata-
mientos específicos dependientes de las diferentes responsabilidades 
que asumen y a su cumplimiento. A esto se añade la dificultad de 
sustituir los criterios vigentes por el impacto que tienen los ajustes 
salariales de los docentes en los presupuestos fiscales.

Las alternativas que se discuten se refieren a otorgar incentivos 
a escuelas exitosas, pagos por mérito, carreras escolares y pago por 
competencias, entre otras (Morduchowicz, 2002). Más allá de la validez 
de estas iniciativas, el desafío es encontrar alternativas de financia-
miento para abordar el problema en profundidad: acordar una política 
salarial y diseñar un sistema de remuneraciones que contribuya a elevar 
el prestigio de la carrera, que atraiga a jóvenes talentosos, retenga a 
los buenos profesores y estimule a que aquellos no trabajen en zonas 
de alta vulnerabilidad social.

La OCDE (2005) señala que si la docencia no se percibe como 
una profesión atractiva y no cambia en sus aspectos fundamentales, 
se disminuye la calidad de los centros educativos y resulta muy difícil 
recuperarse de un proceso progresivo de deterioro.

La relación entre salarios docentes y rendimiento académico 
de los estudiantes es también un tema de controversia, de no fácil 
solución. Sin embargo, es preciso mantener como principio orienta-
dor que los docentes deben percibir salarios dignos a cambio de un 
desempeño igualmente digno que contribuya a asegurar el derecho 
de los estudiantes a aprender.

La profesionalidad docente se fortalece con el reconocimiento social, la realización 
profesional y el bienestar personal. Existe una relación directa entre rendimiento, satisfacción 
laboral y compromiso profesional. En el caso de los maestros, los bajos salarios han impactado 
en su calidad de vida, obligando a muchos de ellos a dedicarse a otras ocupaciones. Son fre-
cuentes los casos de docentes que tienen doble turno en la misma o en diferentes escuelas, 
o profesores que trabajan en actividades ajenas a la docencia para completar, entre ambas, el 
ingreso que necesitan para satisfacer sus necesidades básicas.

la recomendación relativa a la situación 
del Personal docente fue aProbada Por la 
conferencia intergubernamental esPecial 
sobre la situación del Personal docente, 
organizada Por la oit y la unesco en 
París, el 5 de octubre de 1966. su conte-
nido fundamental mantiene Plena vigencia 

y constituye un marco de orientación 
Política Para avanzar en temas relativos a 

la Profesión docente.

sobrE la profEsión docEntE, su rEsponsabilidad 
EsEncial y El tEma salarial, la rEcomEndación 
sEñala: 
“la EnsEñanza dEbEría considErarsE como una 
profEsión cuyos miEmbros prEstan un sErvicio 
público; Esta profEsión ExigE a los EducadorEs no 
solamEntE conocimiEntos profundos y compEtEncia 
EspEcial, adquiridos y mantEnidos mEdiantE Estudios 
rigurosos, sino también un sEntido dE rEsponsabi-
lidadEs pErsonalEs y colEctivas quE Ellos asumEn 
para la Educación y El biEnEstar dE los alumnos dE 
quE Están Encargados”.
sobrE las rEmunEracionEs, la rEcomEndación 
mEnciona quE “no sE puEdE nEgar quE factorEs 
talEs como la situación rEconocida al pErsonal 
docEntE En la sociEdad o El grado dE considEración 
quE sE dé a su función dEpEndEn En gran partE, así 
como para muchas otras profEsionEs similarEs, dE 
la situación Económica dE quE gocE”. 
también sEñala quE la rEtribución al pErsonal 
docEntE dEbEría:

• Estar En rElación con la importancia quE tiEnE 
la función docEntE y sus rEsponsabilidadEs.

• podErsE comparar favorablEmEntE con los 
suEldos dE otras profEsionEs dE valor social 
EquivalEntE.

• asEgurar un nivEl dE vida satisfactorio 
tanto para El pErsonal docEntE como para 
sus familias, así como pErmitirlE afianzar sus 
cualificacionEs profEsionalEs.

• tomar En cuEnta quE dEtErminados puEstos 
rEquiErEn más ExpEriEncia, cualificacionEs su-
pEriorEs E implican rEsponsabilidad más amplia.

rEcomiEnda quE los suEldos y las condicionEs dE 
trabajo dEl pErsonal docEntE dEbiEran dEtErminarsE 
por vía dE nEgociacionEs EntrE las organizacionEs 
dEl pErsonal docEntE y los EmplEadorEs.
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En el marco de los políticas sociales de los gobiernos, es recomendable promover 
programas intersectoriales con los otros ministerios del área social para mejorar la situación 
personal y familiar de los docentes, con la oferta de servicios de salud especializados, apoyo 
para obtener viviendas, especialmente para quienes trabajan en escuelas de zonas apartadas, 
acceso a servicios culturales y otros. Beneficios de esta naturaleza, más aún, si se asocian al 
desarrollo profesional y a su desempeño laboral, constituyen señales importantes de que el 
trabajo docente es valorado y su situación, un tema de preocupación social.

3. protagonismo y corresponsabilidad de los docentes para 
asegurar el derecho a una educación de calidad para todos

La participación de los maestros en el cambio educativo es vital para que tenga éxito, 
sobre todo si es complejo e involucra a muchos actores durante largos períodos. Para que 
esta participación tenga sentido y sea productiva, no basta con que los maestros adquieran 
nuevos conocimientos sobre los contenidos curriculares o nuevas técnicas de enseñanza. Los 
profesores no son simples aprendices técnicos; también son aprendices sociales (Hargreaves, 
����). Este reconocimiento exige prestar mayor atención a su capacidad para cambiar y a 
sus deseos de hacerlo. 

Los deseos y la responsabilidad ética se fortalecen con la participación en las decisiones 
en torno a la gestión escolar y en la colaboración con la definición de políticas educativas. Cada 
vez hay más pruebas de que la atención adecuada por parte de los docentes a las cuestiones 
ajenas al aula, mejora significativamente la calidad de lo que se desarrolla en ella (Hargreaves, 
����). 

Los cambios promovidos desde arriba y desde fuera de la escuela no logran modifi-
caciones sustantivas en el aprendizaje de los alumnos. La práctica educativa tiene una escasa 
vinculación con las orientaciones de los planificadores, porque dependen mucho más de las 
concepciones, decisiones y expectativas de los múltiples actores de la escuela y su comunidad. 
La práctica educativa está relacionada con la cultura de la escuela, con la forma en que los 
docentes definen y asumen su rol y con las expectativas recíprocas de profesores, equipos 
directivos, familias y alumnos (UNESCO/OREALC, 2002).

Desde esta perspectiva, se requiere de políticas y estrategias docentes, que además 
de desarrollar capacidades para el trabajo en el aula, fomenten y fortalezcan la participación 
de los profesores en la gestión de sus instituciones y la colaboración para formular políticas 
educativas. Así, se contribuirá a revertir el enfoque tradicional que ha considerado al docente 
como un ejecutor de políticas que son definidas sin su opinión o conocimiento, lo que también 
ha limitado las posibilidades de que las políticas educativas se traduzcan en prácticas efectivas 
en las escuelas y en las aulas (UNESCO/OREALC, 2002).

Las escuelas que desafían sus condiciones adversas y logran buenos resultados de 
aprendizaje son aquellas en que los docentes han asumido una mayor participación en la 
toma de decisiones institucionales y un mayor compromiso con los resultados de aprendizaje 
de los alumnos. Entre otras características, estas escuelas tienen equipos docentes unidos 
en torno al logro de metas institucionales comunes y a proyectos educativos formulados en 
un clima de confianza; tienen directores que valoran, respetan y promueven la participación 
y han declarado un compromiso explícito dirigido a ofrecer las mejores condiciones para el 
aprendizaje integral de los estudiantes�2.

�2 Algunos ejemplos ilustrativos se pueden encontrar, en las evaluaciones realizadas a programas como “Escuelas de 
Calidad” en México, “EDUCO” en el Salvador, “Escuelas Críticas” en Chile, entre otros.
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La participación de los docentes en espacios más amplios de debate sobre políticas 
educativas es un ejercicio ciudadano que fortalece sus competencias éticas y los compromete 
con la educación como un bien y una responsabilidad pública. 

Las consultas y toma de decisiones colectivas en el sector educativo son procesos no 
exentos de dificultades. Hay que procurar una participación real de los actores involucrados. 
La presencia de los dirigentes gremiales es fundamental��, pero no sustituye a la de los do-
centes, pues se trata, precisamente, de fortalecer este ámbito de responsabilidad profesional 
y ciudadana en los maestros, directivos, supervisores y otros profesionales que trabajan en el 
sistema. Del mismo modo, es fundamental garantizar que el centro de su actividad esté en 
que los alumnos ejerzan su derecho a aprender. 

El reconocimiento de la participación de los docentes en la discusión sobre políticas 
públicas y en la gestión escolar, puede quedarse en una declaración de buenas intenciones si 
no se aseguran espacios, tiempos y mecanismos institucionales para ello (UNESCO/OREALC, 
2002), y puede tener efectos contraproducentes si no se garantiza el tiempo efectivo para el 
aprendizaje de los estudiantes. 

Hay experiencias interesantes que buscan incorporar a las familias, los sectores produc-
tivos, los movimientos sociales y la ciudadanía en general�4 en las consultas para la formulación 
de políticas educativas. El gobierno de Ecuador, en el marco del reciente proceso electoral, 
sometió a criterio de la ciudadanía el Plan Decenal de Educación, un conjunto de políticas 
nacionales para el desarrollo de la educación. En 2006 Argentina puso en debate la nueva Ley 
de Educación y promovió cientos de encuentros nacionales, provinciales y locales para llevar al 
Congreso un proyecto de consenso. Paralelamente, el gobierno de Uruguay convocó a debatir 
y construir el Proyecto Educativo Nacional, en un esfuerzo por colocar a la educación como 
uno de los pilares de un proyecto nacional. 

Los niños y jóvenes, siguen siendo, en muchos países, los actores sin voz, los grandes 
ausentes en los foros donde se discute la educación que ellos necesitan. Por tanto, corresponde 
fortalecer, revitalizar o crear los mecanismos necesarios para institucionalizar su participación. 
En esta dirección, se destacan los aportes efectuados por los observatorios de la niñez, ONGs 
y organizaciones gubernamentales, así como los de organismos y agencias de cooperación 
internacional.

4. políticas para el fortalecimiento de la profesión docente

El tema de las políticas públicas sobre docentes es uno de los retos más complejos que 
encaran los gobiernos, dada la fuerza de los grupos de interés involucrados, la desconfianza 
acumulada por años de descuido o de soluciones inadecuadas, las considerables implicaciones 
financieras de muchas de las soluciones que se plantean, y porque muchas de estas alternativas 
no han sido siempre convincentemente probadas en la práctica (Navarro, 2002). 

Para abordar a fondo la cuestión docente se requieren políticas públicas de Estado, 
formuladas en el marco de consensos sociales y políticos que comprometan soluciones de 
largo plazo, que estimulen una cultura de la corresponsabilidad y que se traduzcan en agendas 
y compromisos concretos. Esta es la apuesta que han realizado los países desarrollados con 
los mejores resultados en materia de logros de aprendizaje de sus estudiantes. En Finlandia, 

�� El Informe Delors, el PRELAC y diversas publicaciones que profundizan el tema de la participación, recomiendan 
considerar a los gremios interlocutores y aliados fundamentales para avanzar en procesos de reforma educativa.

�4 Los movimientos ciudadanos en varios países son actores emergentes en el debate y construcción de políticas públicas 
para educación. El Contrato Social en el Ecuador, Consejo Nacional de Educación en Perú, Observatorio Ciudadano en 
México, Foro por la Educación en Nicaragua, Plataforma de Políticas Públicas en Colombia, Observatorio de Políticas 
Educativas en Chile, son algunos ejemplos. 
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Noruega, Suecia, los docentes son la piedra angular del éxito del sistema educativo. El Estado 
les garantiza las mejores condiciones de trabajo y, simultáneamente, los docentes muestran 
desempeños eficientes en su trabajo.

Los actores involucrados saben que para implementar políticas que mejoren la situación 
están en juego intereses contrapuestos. La fragilidad institucional y su consiguiente efecto en la 
inestabilidad de las autoridades educativas, dificulta la adopción de soluciones de fondo y largo 
plazo. Las negociaciones entre los ministerios, los sindicatos y otros sectores han derivado en la 
cesión de espacios de poder y decisión para asegurar condiciones de gobernabilidad; acuerdos 
que no siempre han tenido en consideración el derecho de los estudiantes a aprender, ni han 
significado mejoras reales de las condiciones de trabajo para los profesores. El corporativismo 
gremial se ha convertido también en un obstáculo para la implementación de los cambios, 
uno de cuyos efectos ha sido que muchos docentes terminan por no responsabilizarse de los 
resultados de aprendizaje de sus alumnos, ni de la calidad de sus escuelas. 

Una situación tan compleja no ha podido ni puede revertirse con medidas aisladas 
como las adoptadas hasta ahora. Los ajustes salariales, la capacitación, la rendición de cuen-
tas y la evaluación docente, suelen figurar al tope de la lista de “los arreglos rápidos” (Earl y 
LeMathieu, 200�). Se requiere decisión política y responsabilidad social por parte de todos 
los involucrados, especialmente de los gobiernos, para avanzar en las políticas necesarias que 
garanticen la calidad de la docencia.

Para que las políticas se enfoquen al corazón de los problemas deben tener una mirada 
integral, es decir, abordar los múltiples factores señalados que inciden en la calidad del trabajo 
docente en forma articulada. Esto no significa que sea posible intentar resolver todos los 
problemas al mismo tiempo. Pero sí es importante tener una visión de conjunto para decidir 
la secuencia de los cambios. Los ministros en el PRELAC reconocen la inexistencia de políticas 
integrales para la profesión docente y la necesidad de emprender esta tarea para el desarrollo 
de sus competencias cognitivas y emocionales (UNESCO/OREALC, 2002). 

Otro aspecto mencionado en el PRELAC se refiere al carácter sistémico que deben 
tener las políticas docentes. No se puede cambiar las políticas docentes si no se cambian las 
políticas sobre la escuela. Se trata de una condición recíproca, porque el cambio del rol docente 
supone un cambio de las políticas de gestión, de los diseños curriculares, de la administración 
del sistema y de las políticas laborales y de seguridad social (UNESCO/OREALC, 2002). Signi-
fica también apoyar el fortalecimiento de las condiciones locales e institucionales para que las 
estrategias nacionales se concreten en las escuelas y las aulas; lo que implica promover diálogos 
entre los diferentes niveles del sistema (nacional, estadual, provincial, local e institucional), 
establecer responsabilidades y concretar planes para ellos; y evitar la abrumadora multiplici-
dad de cambios inconexos y fragmentados con los que se pretende mejorar la calidad de los 
docentes, y que suelen terminar convirtiéndose -según Fullan (200�)- en una de las barreras 
para transformar la profesión.

Finalmente, se requiere sostener un enfoque intersectorial sobre las políticas docentes 
que permita ampliar y potenciar su impacto, generando una responsabilidad compartida entre 
diversos sectores para garantizar las condiciones necesarias que los docentes requieren para 
cumplir con su tarea. Tradicionalmente, el tema docente se ha discutido en un círculo cerrado 
entre los ministerios de educación y las organizaciones docentes. Pero la situación de los pro-
fesores y su desempeño tienen que ver con aspectos que dependen, más allá de ellos, de los 
ministerios de Hacienda, Trabajo y Salud, y de otras fuerzas sociales como los parlamentos, los 
medios de comunicación y los movimientos ciudadanos. El carácter intersectorial de las políticas 
públicas se concreta por las alianzas entre distintos sectores involucrados en el mejoramiento 
de las condiciones de trabajo de los docentes y por la inclusión de estrategias de apoyo al 
mejoramiento de la condición docente en las agendas políticas de cada sector involucrado.
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La recuperación del prestigio y del valor social de la profesión docente compromete 
a la comunidad y a los propios maestros. Esta tiene que dar señales claras de que la profesión 
docente cuenta, que es valorada, que los profesores son fundamentales para el cumplimiento 
del derecho a la educación. A los docentes les corresponde demostrar que poseen el profe-
sionalismo y la fortaleza ética para cumplir con su trabajo, más allá de la necesidad de su 
reconocimiento y valoración social.
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Capítulo IV

El fInanCIamIEnto dE una EduCaCIón dE CalIdad para 
todos: Cuatro tEmas CrítICos�

El financiamiento educativo -cuánto y cómo invierte una sociedad en su propia edu-
cación- es uno de los factores claves de la política educativa en tanto contribuye a definir lo 
que es posible, así como operacionaliza visiones y concepciones acerca de lo que se considera 
prioritario y aquello que se deja de lado.

La garantía del derecho a una educación de calidad para toda la población implica 
determinados niveles y formas de inversión de los recursos públicos. La provisión de los ser-
vicios educativos y la atención a otras necesidades que condicionan el ejercicio del derecho 
a la educación, tienen un costo que, para que exista gratuidad, ha de sufragarse con recursos 
públicos.

Un enfoque de derechos tiene implicancias sobre las políticas de financiamiento edu-
cativo. Aunque se reconoce la importancia y el impacto que la educación puede tener para 
la situación económica de los individuos, sus familias, comunidades locales y nacionales, las 
decisiones de financiamiento educativo no se orientan en atención exclusiva o primordial a 
criterios de “rentabilidad” o un análisis de retornos, sino y de modo principal, a partir de de-
terminar el nivel de necesidades que se requiere satisfacer para un ejercicio pleno del derecho 
a la educación. El Estado es, en primer lugar, un garante de los derechos y, como tal, su acción 
en esta materia debe estar regida por ese mandato.

Esta responsabilidad primordial de la sociedad a través del Estado conlleva que los 
recursos económicos de origen público han de destinarse a asegurar que cada persona pueda 
recibir, sin menoscabos de ningún tipo, la educación a la que tiene derecho. El financiamiento 
público de la educación tiene como objetivo de ser hacer disponibles y accesibles los servicios 
educativos (véase capítulo II).

Aspectos como la distribución de programas educativos en un territorio, las barreras 
económicas para el acceso, o los aspectos relacionados con la pertinencia de la educación que 
se ofrece, tienen costos que deben sufragarse con las políticas de financiamiento público.

El financiamiento público de la educación es, por otra parte, un asunto complejo que 
comprende una diversidad de consideraciones y aspectos cuyo tratamiento ha sido objeto 
de un ingente volumen de estudios en las últimas décadas. Este capítulo no reseñará dicha 
discusión, sino llamará la atención sobre algunos nudos críticos que vinculan las políticas de 
financiamiento con el ejercicio del derecho a la educación, de modo que brinde luces sobre 
esta relación fundamental. Los aspectos que tratará están en el centro de los debates actuales 
y definen en qué medida se puede o no brindar una educación de calidad para todos.

Este capítulo reflexiona sobre los temas vinculados a: 

(i) la disponibilidad de recursos -¿cuánto cuesta y cómo se financia una educación de 
calidad para todos?; 

(ii) la eficiencia en el manejo de los recursos públicos -imperativo de la acción pú-
blica; 

� El presente capítulo toma en consideración desarrollos conjuntos de la UNESCO y la CEPAL (en especial CEPAL, 
UNESCO �992 y 2005) e intercambios regulares entre la primera y la División de Desarrollo Social de esta última. El 
Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación de la UNESCO-IIPE (sede Buenos Aires) también contribuyó 
a la elaboración de este capítulo mediante UNESCO/IIPE (2006).
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(iii) los mecanismos de asignación y principios de (re)distribución de los recursos 
–¿quién y en quiénes se invierte?;

(iv) la relación entre las estructuras o esquemas de gestión y el financiamiento –¿quién 
decide qué aspectos del financiamiento?

�. la disponibilidad de recursos

El primer tema tiene que ver con la disponibilidad de los recursos públicos. Esta reflexión 
parte de una afirmación inicial: si se está hablando de derechos inalienables de las personas, 
no es aceptable que se menoscaben por ausencia de recursos económicos o, dicho de otra 
manera, la falta de recursos no es una justificación legítima de la exclusión de las personas del 
ejercicio pleno de sus derechos.

Claro está que los países de la región están sometidos a restricciones económicas y 
no exhiben niveles de desarrollo económico acordes con las aspiraciones de los pueblos. Sin 
embargo, esto no legitima la privación de derechos2 sino más bien muestra que el logro de 
determinados niveles de bienestar para toda la población, mediante el crecimiento económico 
y la justa distribución de sus beneficios, no es sólo una aspiración legítima, sino un imperativo 
para la gestión pública. Así, un primer principio de la gestión pública de la educación consiste 
en la necesidad de asegurar, mediante mecanismos fiscales, la disponibilidad de los re-
cursos que sean necesarios para garantizar a todos el pleno ejercicio de su derecho a la 
educación.

Sin embargo, este primer principio enfrenta una dificultad sustantiva: ¿cuál es la mag-
nitud de recursos que se requiere para este fin?

En coincidencia con la visión de la educación como un derecho, las políticas públicas 
han tendido a garantizar una provisión gratuita de servicios educativos. Siendo el principio de 
gratuidad consustancial a la noción del derecho, esta forma de abordar el problema ha deve-
nido insuficiente, debido a: (i) ¿basta con la ausencia de pagos de aranceles para que exista 
gratuidad? (ii) ¿cuál es la “canasta” de bienes y servicios que financia el Estado o un espacio 
físico y un docente o lo que sea posible dada una asignación de la riqueza nacional?

Se hace necesario trascender visiones simplificadas que postulan un mínimo univer-
sal de esfuerzo público –un porcentaje dado del Producto- que no considera variables como 
el tamaño de la economía,� el tamaño relativo de la población a ser atendida,� la esencial 
diversidad de necesidades,5 o principios como la necesidad de asegurar que el gasto social 
obedezca a una lógica contraria a los ciclos económicos, por que atar la inversión al tamaño 
del Producto justamente reduciría los montos absolutos de inversión en las épocas de recesión 
que es cuando más se requiere.

Una aproximación más apropiada consiste en la determinación de costos unitarios. 
Con este fin es posible hacer referencia a los hallazgos del Programme for International Student 
Assessment (PISA) que muestran que los niveles de inversión por alumno acumulados en el 
tiempo se relacionan con los desempeños de los estudiantes en términos de su capacidad 
lectora (UNESCO/OCDE 200�).

2 De hacerlo sería posible pensar que una forma de elevar la riqueza por habitante del país pasaría por la privación de 
un segmento de la población de su derecho a la vida, lo que es inadmisible. Por lo tanto, la pregunta es ¿cómo así 
si resulta admisible la privación de otros derechos fundamentales como el derecho a la educación?

� Haciendo constante el efecto de otros factores, a mayor el tamaño del producto, menor la proporción de éste que 
se requiere.

� Haciendo constante el efecto de otros factores, a mayor el tamaño de la población a atender, mayor el monto de 
inversión que se requiere.

5 Haciendo constante el efecto de factores como los mencionados, países con, por ejemplo, una mayor proporción 
de población habitando en áreas rurales dispersas requerirá un monto mayor de inversión.
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La evidencia sobre los países de la región participantes de este estudio da cuenta de que 
los niveles de inversión actuales son insuficientes para lograr que, al menos quienes están en el 
sistema educativo6, logren niveles de aprendizaje aceptables. Es decir, se cuenta con evidencia a 
favor de un incremento en el volumen absoluto de los recursos destinados a la educación.�

En adición, es posible plantear –como se ha desarrollado en el capítulo II– que una 
educación de calidad para todos implica de una noción de inclusión que reconoce la diversidad 
de las personas; lo que hace imposible dar una respuesta única. No existe un único monto de 
inversión unitaria que se corresponda con la diversidad de situaciones que es preciso atender.

Es imperativo que más allá de las estimaciones de necesidades de inversión, que con 
valor referencial pueden realizarse a niveles agregados y que siste-
máticamente muestran la necesidad de invertir más en educación, 
cada país desarrolle esfuerzos por determinar cuáles son los costos 
unitarios (por alumno) mínimos imprescindibles requeridos en diversos 
contextos y según diferentes necesidades, a partir de lo cual es posible 
estimar con mucha mayor precisión, robustez y consistencia con los 
principios de una educación inclusiva, las necesidades nacionales de 
inversión pública en educación.

Las mediciones relativas del esfuerzo público dan cuenta de que en 200�, los países 
de la región destinaron en promedio 5,0% del Producto Interno Bruto a la educación, cuando 
en los años 80 el promedio ascendió a �,�% y en los 90 a �,�%

Dado que este mayor esfuerzo relativo ocurre en circunstancias de recuperación 
económica, se colige que los recursos totales asignados a educación se han incrementado 
en términos absolutos (UNESCO, 200�). Sin embargo, se observa que este incremento en el 
volumen absoluto de recursos destinados a la educación ha ido acompañado de un estanca-
miento de la importancia relativa que la educación recibe en los recursos públicos. Es decir, el 
incremento en el volumen ha sido el resultado del crecimiento económico y del incremento 
de la recaudación más que de una mayor prioridad asignada a la educación (op. cit.)

¿Cuál ha sido el impacto que este incremento en los recursos ha tenido sobre el ase-
guramiento de la calidad de la educación para todos? Aunque no existe información compa-
rable que sea concluyente en esta materia, sí es posible constatar un sentimiento general de 
desazón al respecto, el que de estar fundado implicaría también una dificultad para negociar 
con respaldo y solidez un mayor volumen de recursos.

Existe evidencia sobre los niveles actuales de progreso en el logro de algunas metas 
educativas que operacionalizan el derecho a la educación.8 Ésta muestra que aún hay rezagos en 
aspectos fundamentales, como el acceso y la conclusión de la educación primaria y que éstos 
se concentran en países con menores niveles de riqueza relativa, y en ellos en los sectores de 
menores ingresos o habitantes de zonas rurales o pertenecientes a minorías étnicas.

6 Nótese que las pruebas de PISA son aplicadas a personas de �5 años matriculadas en un grado superior al sexto. 
Esto significó, en varios de los países latinoamericanos participantes la no inclusión de un segmento importante 
de la población que justamente está en una situación educativa menos favorable (para el detalle de la población 
representada véase UNESCO/OCDE 200�, o un breve análisis de los resultados en UNESCO 200�)

� Sin embargo, esta misma información también muestra que luego de un determinado umbral -no alcanzado por los 
países de la región- la inversión acumulada por alumno no tendría mayores efectos en sus competencias lectoras. Así, 
cabría recomendar, por ejemplo, que países como Estados Unidos ¿deberían reducir su inversión por alumno a los 
niveles de República Checa que logra resultados medios similares con inversiones menores? Esta pregunta demuestra 
que las pruebas estandarizadas sólo pueden enfocarse en algunos aspectos centrales que, por muy importantes 
que sean, no pueden equipararse a todo aquello que habría que identificar como calidad de la educación (Véase 
la discusión al respecto en el capítulo II).

8 Para el detalle de la información más actual sobre la situación respecto de las metas, véase UNESCO, 200�.

El sistEma dE subvEnción por alumno adoptado 
En chilE hacE visiblE EstE tipo dE problEmas y han 
aparEcido dE modo rEcurrEntE En El dEbatE público. 
por EjEmplo, En El caso dE la Educación para niños 
con discapacidadEs, las asignacionEs son mayorEs 
quE las gEnEralEs y sE ha iniciado un procEso dE 
difErEnciación dE la subvEnción En virtud dEl tipo 
EspEcífico dE discapacidad.
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Lograr las metas más básicas que aseguren el derecho a una educación de calidad para 
todos, requiere de un incremento en el volumen absoluto de recursos asignados a la educación. 
Un ejercicio referencial desarrollado por la CEPAL y la UNESCO (2005) estima que, en prome-
dio, la región requeriría de un incremento de recursos del �6% anual hasta 20�5 para lograr 
la universalización de la educación pre-escolar, el acceso universal a la educación primaria, 
un acceso de �5% a la educación secundaria y la erradicación del analfabetismo adulto. Una 
parte sustantiva de dicho incremento derivaría del crecimiento económico –si se mantiene 
la proporción del producto asignada a la educación– y una parte adicional derivaría de un 
incremento en la prioridad dada al sector en los presupuestos públicos.

Independientemente de dichas magnitudes, hay suficiente evidencia para argumentar 
que la garantía de aspectos básicos del derecho a la educación requiere niveles absolutos de 
inversión pública mayores a los actuales. Una estimación más ajustada de los costos sugiere 
la necesidad de contar, como se anotó, con esfuerzos nacionales para determinar los costos 
diferenciados que den cuenta de la diversidad.

Por esto, una pregunta fundamental es: ¿cómo elevar el volumen de recursos públicos 
destinados a la educación?

�.�. Hacia un nuevo pacto fiscal que brinde condiciones para el pleno ejercicio de 
los derechos de las personas
El Estado no es una fuente de recursos, sino un espacio institucional que canaliza los 

aportes que la propia sociedad hace para contar con un orden social dado. Estos aportes se 
capturan mediante un sistema tributario (una estructura y administración tributarias) y se 
canalizan por mecanismos de gasto. El rol del Estado se ejerce a través de ambos instrumen-
tos básicos de la política fiscal, y los dos tienen impactos sobre las condiciones de vida de las 
personas.

La acción pública se sustenta en el aporte financiero de las propias personas, que está 
en la base de la profunda imbricación que tienen los sistemas tributarios con la condición 
ciudadana de las personas.9

La fuente principal de recursos que sustenta la acción pública es y ha de serlo, el aporte 
ciudadano a través de los sistemas tributarios. Por lo mismo, es preciso revisar en qué medida 
este aporte es suficiente para las tareas que tienen que abordarse desde la acción pública.

Como señala la CEPAL (�998), la crisis de la deuda en los años 80 suscitó una serie de 
ajustes y reorientaciones en los modelos de desarrollo de la región, lo que tuvo implicancias 
sobre el rol asignado al Estado y a las políticas fiscales. Así, se pasó de una situación en la 
que las políticas fiscales solían ser motivo de desajustes y crisis, a una situación de progresos 
significativos.

 Para la mayoría de los países, (las finanzas públicas) ya no constituyen causa de 
desequilibrio y, más aún, contribuyen a fortalecer la estabilidad macroeconómica. 
De hecho, la magnitud del ajuste fiscal llevado a cabo en la región y la brevedad del 
lapso en que ello se ha conseguido constituyen un hecho sobresaliente. Por lo mismo, 
se trata de un factor principal de la actual estabilidad macroeconómica, inédita en 
varias décadas, y del buen desempeño relativo de la región (op. cit., pág. 8).

Empero, esta situación no está exenta de dificultades, las mismas que se vinculan con 
asegurar la robustez de las finanzas públicas mediante un claro acuerdo o “pacto fiscal” que 
legitime el rol del Estado y, por consiguiente, permita lograr consensos sobre:

9 No taxation without representation fue una consigna clave de la independencia norteamericana. En �92� un 
magistrado supremo (Oliver Wendell Holmes Jr.) acuñó la frase que opera como emblema de la acción fiscal: Taxes 
are the price we pay for a civilized society.
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 (…) la cuantía de los recursos que debe manejar el Estado, de dónde deben surgir 
los mismos y cuáles deben ser las reglas para su asignación y utilización. (…) un 
acuerdo político explícito o implícito de los distintos sectores sociales sobre qué 
debe hacer el Estado, ayuda a legitimar el nivel, composición y tendencia del gasto 
público y de la carga tributaria necesaria para su financiamiento (op. cit., pág. 9).

Uno de los elementos clave del debate sobre el modelo de desarrollo que, en definitiva, 
establece el marco en el que se define la política fiscal, tiene que ver con que el desarrollo no 
es sinónimo de crecimiento económico, sino que también implica equidad en el pleno ejercicio 
de los derechos inalienables de las personas y con que la promoción de dicha equidad es una 
tarea pública por excelencia. 

 (…) el pacto fiscal resulta incompleto e insatisfactorio si ese papel se omite, se 
descuida o se cumple insuficientemente. Aquí resultan de importancia tareas de 
promoción de la igualdad de oportunidades, con sus expresiones, por ejemplo, en 
el ámbito de la educación, la salud y el empleo, y tareas de protección a poblacio-
nes vulnerables; y no puede quedar descuidada la equidad con que se recauden 
los recursos que el Fisco emplea para éstas y para sus demás tareas (op. cit., pág. 
��).

Al mismo tiempo, la comparación entre el tamaño de los ingresos públicos de la región 
y el resto del mundo, muestra que es “claramente inferior al de la OCDE y al de las economías 
asiáticas.” (op. cit pág. ��). Mientras el accionar del Estado se financia fundamentalmente con un 
aporte tributario de la sociedad que oscila alrededor del �5% del PIB en América Latina y 2�% 
en el Caribe, este valor asciende a 29% en los países de la OCDE (en ambos, casos excluyendo 
contribuciones sociales) “Estas comparaciones muestran también las grandes potencialidades 
para aumentar la tributación en muchos países, particularmente de América Latina, sin afectar 
su competitividad.” (Loc. cit.).

Debe considerarse, además, que la recaudación tributaria en la región se basa principal-
mente en tributos indirectos. Si bien su potencial efecto regresivo puede no hacerse efectivo,�0 
el efecto progresivo de una mayor tributación directa es incuestionable y necesario.�� 

Asimismo, se ha revelado como insuficiente las estrategias basadas exclusivamente en 
el crecimiento económico para la reducción de la pobreza, por lo que las políticas sociales no 
pueden renunciar a impulsar el desarrollo de políticas redistributivas que resultan mucho más 
eficaces en, por ejemplo, la reducción de la indigencia, que sólo descansar en el crecimiento 
(CEPAL, IPEA y PNUD, 200�, pág. 50) Evidentemente, esto no se ha de traducir en sustituir una 
idea por otra exponiendo todo el progreso logrado por la región en términos de estabilidad 
y crecimiento, sino en poner en tela de juicio la asunción dogmática de la imposibilidad de 
modificar los esquemas fiscales actuales en favor de una reflexión sensible a las necesidades 
de los ciudadanos, máxime cuando la persistencia de la exclusión y la desigualdad también 
comprometen la viabilidad democrática y el desarrollo de las sociedades latinoamericanas y 
caribeñas (véase capítulo I).

Es importante que cualquier propuesta de elevación de la presión tributaria a efectos de 
hacer posible que el Estado cumpla su rol de garante del derecho a la educación, se desarrolle 
en el marco de los principios básicos que han permitido la actual estabilidad de las finanzas 
públicas. Tributos con destinos específicos (contribuciones) y que gravan un número limitado 

�0 Si se toma en cuenta la existencia de importantes volúmenes de exoneraciones a bienes de consumo masivo, así 
como la manera como de distribuye el propio valor agregado.

�� Aunque debe considerarse su impacto neto en la inversión (porque el aumento de los ingresos de la población puede 
impactar positivamente sobre ésta), como también las dificultades de administración y de costos de cumplimiento 
implicadas en tributos de mayor complejidad, que pueden repercutir negativamente sobre los niveles totales de 
recaudación.
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de actividades económicas, pueden crear distorsiones no deseables cuyos efectos impactan 
negativamente a todos, a menos que tengan un propósito muy puntual y, por lo mismo, una 
duración limitada. La aplicación de tributos sobre la prestación del servicio educativo mediante 
aranceles (tasas) aparece como atentatoria contra el principio de gratuidad –lo que entra en 
conflicto con disposiciones constitucionales existentes– por lo que no es una opción deseable. 
Así, las propuestas han de privilegiar el incremento de la recaudación vía impuestos sobre los 
que hoy existe márgenes –por la existencia de evasión, elusión o tasas susceptibles de ser 
revisadas–�2 y, simultáneamente, la mayor participación relativa del sector en el presupuesto 
público.

�.2. la contribución del sector privado
Siendo la garantía del derecho a la educación -como en el caso de cualquier otro derecho 

humano fundamental- un asunto de interés público, cabe preguntarse por el rol que agentes 
no estatales pueden jugar en esta esfera en relación con la provisión de recursos financieros.

Una primera área de contribuciones privadas a la educación es el aporte directo de las 
familias. Este es un fenómeno extendido y poco estudiado en la región, por que el financiamiento 
público actual cubre aspectos muy básicos y usualmente insuficientes en la prestación de los 
servicios, por lo que las familias, si bien no están obligadas al pago de aranceles en las institu-
ciones públicas, incurren en un conjunto adicional de erogaciones económicas que hace de la 
gratuidad de la educación una entelequia y tiene impactos no deseados sobre la equidad.

Las limitaciones presupuestales actuales devienen en que el aporte público a la edu-
cación escasamente alcance para la provisión de docentes y espacios físicos (aunque no sea el 
caso en algunas situaciones particulares), por lo que las familias mediante aportes monetarios 
o en trabajo, afrontan un conjunto de costos de la escuela y otros costos asociados a la asis-
tencia escolar. Tanto el pago de servicios como de insumos, y la construcción o reparación de 
mobiliario escolar, son áreas que de modo lamentable se han convertido en terrenos usuales 
de contribuciones familiares. Tal es el caso también de la provisión de profesores especializados 
(segundo idioma, computación) y equipamiento para dicho fin. Estos aportes pueden obedecer 
o no a espacios regulados de la acción, lo que introduce consideraciones adicionales sobre su 
legitimidad y sobre la potencial existencia de situaciones irregulares.

Estos aportes, a veces exacerbados por políticas de descentralización que, al tiempo 
de sumir a la escuela en el abandono, la han facultado para la obtención de recursos desde su 
comunidad, terminan introduciendo un sesgo inaceptable en la provisión pública de educación: 
los servicios prestados terminan siendo proporcionales a la capacidad económica de las familias 
que una institución atiende, lo cual implica que, finalmente, las instituciones contarán con 
más o menos recursos mimetizando las desigualdades económicas del país, convirtiéndose 
en agentes de reproducción de las desigualdades, es decir, negando la propia naturaleza de la 
educación como derecho.

Aunque se sabe que el aporte de las familias a la educación es de una importante 
magnitud en la región, especialmente en la educación terciaria, no hay un cuerpo comparable 
de estimaciones sobre su incidencia en el financiamiento actual de las escuelas públicas ni de 
sus potenciales impactos sobre la equidad.

Una segunda opción de aporte privado consiste en la ampliación de la matrícula 
privada pagada por las familias. Se argumenta que ésta permitiría liberar recursos públicos 
hoy destinados a brindar el servicio a familias que podrían optar por pagar. Sin embargo, la 
estructura de ingresos vigente en la región indicaría que los márgenes para este incremento 
serían muy limitados y, de modo más significativo, esto implicaría propender a una reducción 

�2 Como es el caso de las tasas marginales superiores del impuesto a la renta de empresas y personas.
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de la gratuidad consustancial al derecho –al menos en la educación obligatoria– y fomentaría 
la segmentación social de la educación, limitando aún más las posibilidades de que las escuelas 
públicas sean espacios de encuentro de sectores sociales.

Un tercer canal de aporte privado está dado por acciones vinculadas con lo que ha 
venido en denominarse “Responsabilidad Social Empresarial” (RSE). Considerando que el sector 
empresarial es un beneficiario directo de la educación, dado el efecto que ésta tiene en términos 
de la elevación de la preparación y productividad de las personas, así como en la consolidación 
de situaciones de estabilidad democrática, no es de sorprender que un conjunto importante de 
empresas promuevan acciones de este tipo y que, junto con los estados financieros, se cuente 
con un Reporte Social Empresarial como forma de rendición de cuentas ante los propietarios 
sobre el desempeño de las empresas también en este terreno.

Esta es un área de oportunidades que es necesario impulsar por la propia salud cívica 
y cohesión de la sociedad. Sin embargo, es menester plantear dos limitaciones a tener en 
cuenta:

La primera tiene que ver con el volumen y naturaleza de los recursos que en este ám-
bito pueden movilizarse. Dado el tamaño y la magnitud de las tareas que enfrenta la acción 
pública en educación, el aporte privado directo de las empresas difícilmente puede representar 
proporciones elevadas del gasto total, sin olvidar que es un aporte variable en función de la 
dinámica económica general y sus efectos directos sobre aportantes específicos. Estos recursos 
no pueden ser vistos como una posible solución a las falencias actuales en el aporte que la 
comunidad nacional hace a través del sistema tributario, sino como un complemento de éste 
que puede tener impactos muy significativos en acciones puntuales de cierre de brechas o 
déficits educativos acumulados (por ejemplo, una acción masiva de alfabetización de adultos), 
o como palanca para generar cambios, en tanto el grueso de la acción pública financiada con 
el aporte tributario sea consistente con dicho esfuerzo.

Una segunda restricción se vincula con la manera como se da el aporte. Los aportes 
directos a las instituciones educativas son una oportunidad de primer orden en este terreno. 
Sin embargo, esto puede tener efectos no deseables sobre la equidad educativa. En efecto, 
instituciones educativas ubicadas en zonas de concentración de actividades económicas pueden 
tener acceso a mayores aportes empresariales que aquellas ubicadas en zonas pobres o de 
población dispersa donde, además, la visibilidad de estas acciones es menor. 

Un rol central del Estado consiste en asegurar que las escuelas públicas brinden servicios 
que sean proporcionales con las necesidades de las personas, y no con su capacidad económica. 
Es un imperativo que la canalización de recursos empresariales a la educación cuente también 
con mecanismos de compensación que eviten que las escuelas que atienden a estudiantes de 
familias con mejores condiciones económicas cuenten aún con mayores recursos, agudizando 
las desigualdades y las brechas educativas.

Finalmente, debe considerarse que los aportes privados son de mucha importancia 
para reforzar la idea de que la salvaguarda del derecho a la educación es un asunto de interés 
público y que, por lo mismo, implica a todos. Pero que debe ir acompañada de mecanismos de 
control y compensación que prevengan sus efectos no deseados sobre la equidad.

�.3. fuentes externas: endeudamiento, canje de deuda y cooperación
Los recursos de origen externo son una fuente importante en la que han descansado 

muchos esfuerzos nacionales de reforma educativa, en especial algunas donaciones y los re-
cursos originados en operaciones de endeudamiento con la banca multilateral. Sin embargo, el 
grueso de estos recursos representa en la región entre 2% y �% del gasto total en educación, y 
la probabilidad de incrementos significativos es muy limitada, dada la menor prioridad relativa 
de la región en la agenda del desarrollo mundial (CEPAL y UNESCO, 2005, pág. 62).
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En este terreno es necesario explorar en cada caso cuáles son los márgenes que la 
capacidad de endeudamiento de cada país permite, porque el profuso recurso a esta fuente, 
que en última instancia también es pagada por los contribuyentes, puede haber comprometido 
dichos márgenes.

Alternativamente, mecanismos de reconversión o canje de deuda por educación es-
tán siendo explorados en la región. Su principal importancia radica en el peso relativo que el 
servicio de la deuda externa tiene en los presupuestos públicos y, por consiguiente, como una 
de las restricciones más importantes para ampliar el financiamiento público de la educación 
por la vía del incremento de la prioridad que éste tiene en dichos presupuestos. El servicio de 
la deuda externa es, en general, superior a la asignación que cada año se hace a la educación 
en los presupuestos públicos, de modo que reducciones en el primero pueden tener impactos 
importantes en el segundo de manera sostenida en el tiempo. En adición a esto, el canje 
propiamente dicho brindaría recursos adicionales que podrían ser usados para fines puntuales 
durante períodos específicos.

La cooperación de la comunidad internacional de donantes es otro espacio de bús-
queda de recursos aunque está crecientemente orientada de modo prioritario hacia otras 
zonas geográficas. Asimismo, como señala el PNUD, en los acuerdos que se establecen los 
donantes suelen incluir importantes restricciones y exigencias que no todos los países están 
en condiciones de satisfacer y/o que pueden socavar o limitar el sentido de pertenencia 
nacional reforzando relaciones de poder asimétricas (PNUD, 2005, pág. ���). Los flujos de 
ayuda externa no son estables en el tiempo, lo que hace difícil a los gobiernos incluirlos en el 
desarrollo de sistemas de ingresos y gestión financiera regulares o vinculados con el mediano 
y largo plazo (Loc. Cit.).

Por estas razones, se aplica lo señalado a propósito de las contribuciones privadas, en el 
sentido de que no pueden concebirse como soluciones sostenidas frente a las limitaciones del 
financiamiento público, sino como un complemento que puede tener impactos significativos 
en acciones puntuales de cierre de brechas, déficits educativos acumulados, o como palancas 
para provocar cambios.

Sin embargo, como en el caso de los aportes privados, es preciso asegurar la armoni-
zación entre las acciones así financiadas y el grueso de la acción pública. Se requiere que el 
financiamiento público de la educación propenda de modo articulado a los mismos fines y 
propósitos, porque de otra manera los esfuerzos que puedan hacerse con estos recursos pueden 
no ser plenamente aprovechados.

Ejemplos típicos de dificultades en este terreno se vinculan, por ejemplo, al uso de 
recursos de endeudamiento público para reformas curriculares que permiten contar con 
marcos prescritos de muy buen nivel, pero cuya concreción en el aula no puede ser asegurada 
mediante acciones usualmente asociadas con “proyectos” específicos, mas aún, cuando dichos 
proyectos se concentran en la producción curricular con expertos externos que no construyen 
capacidades en el interior de los equipos ministeriales, y cuando las políticas sobre docentes 
(incluyendo tanto sus marcos regulatorios como la formación inicial y continua) pueden ir 
en otra dirección.

Es preciso asumir que los problemas de la educación han de ser enfrentados con el 
�00% de los recursos disponibles y no sólo con pequeños márgenes que, si bien brindan a las 
administraciones flexibilidad y visibilidad de corto plazo, sólo serán efectivas si se asegura la 
armonización entre estos esfuerzos y lo sustantivo del esfuerzo público.

�.4. El imperativo de la eficiencia
Los problemas actuales de eficiencia de los sistemas educativos representan un doble 

impedimento en la tarea de contar con los recursos necesarios para asegurar el derecho a la 
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educación. Representan importantes magnitudes de los recursos que se desperdician cada año 
con efectos perversos sobre las trayectorias educativas de los estudiantes (UNESCO, 200�) y, 
por otra parte, deslegitiman los reclamos en favor de una mayor asignación de recursos.

La eficiencia en el manejo de los recursos públicos no es un prurito economicista, sino 
un imperativo que hace a la naturaleza de la acción pública y a la condición ciudadana de las 
personas: la gestión pública debe honrar los recursos que con esfuerzo la colectividad nacional 
asigna. Por su magnitud, complejidad e importancia, la siguiente sección está dedicada a este 
tema.

2. la eficiencia en el manejo de los recursos

2.�. ¿Cuánto se desperdicia con la repetición?
El tema de la eficiencia en la educación remite inmediatamente a la eficiencia interna 

del sistema educativo. La repetición significa, en términos financieros, que tanto el Estado 
como las familias han de volver a incurrir en un gasto hecho, porque el sistema no fue capaz 
de garantizar el tránsito fluido de los estudiantes.

Tradicionalmente considerada como una forma de brindar una “segunda oportuni-
dad” a los estudiantes que “fracasan”, la repetición es un argumento que presenta muchas 
debilidades.�� No suele traducirse en que el sistema opere de una manera diferenciada con 
el estudiante y, por el contrario, crea o agrava situaciones de atraso que conspiran contra la 
prosecución y conclusión de estudios. Por esto, la repetición es crecientemente considerada 
como un mecanismo pedagógico inoperante que, al crear o agravar las situaciones de atraso 
escolar, genera problemas adicionales sin resolver ninguno (UNESCO 200�).

Según cálculos recientes de la UNESCO (op. cit.), la repetición implica, en términos 
agregados para la región, un desperdicio anual de recursos equivalente a ��,� mil millones de 
dólares estadounidenses�� distribuidos en partes casi idénticas entre la educación primaria y 
la educación secundaria.�5 Estos montos representan cerca del �0% del total de la inversión 
en cada uno de dichos niveles, lo que es una magnitud considerable.

Medidas directas y decididas destinadas a convertir la repetición en un evento excep-
cional; es decir, orientadas a que los sistemas educativos se responsabilicen de modo directo 
por el aseguramiento de los aprendizajes de los alumnos, no sólo son imprescindibles por su 
contenido pedagógico y su relación directa con el ejercicio del derecho a la educación, sino 
también por su potencial impacto en la reducción de la ineficiencia y el consiguiente mal uso 
de los recursos que los ciudadanos confían para la tarea educativa.

Convertir la repetición en un hecho excepcional es un imperativo no sólo derivado 
de la necesidad de prestar una adecuada atención a las necesidades de aprendizaje de las 
personas, sino también por sus efectos positivos en términos de la disponibilidad de recursos 
para emprender mayores acciones orientadas a brindar una educación de calidad para todos, 
y sobre la legitimidad del sistema educativo ante los ojos ciudadanos. Invertir mejor es un 
imperativo que, a su vez, permitirá invertir más.

2.2. ¿Cuánto se desperdicia por ineficiencia en la gestión?
Las ineficiencias del sistema educativo se originan en prácticas pedagógicas inadecuadas 

�� Para una discusión detallada del problema véase Crahay (2006).
�� Corregidos según paridad del poder de compra (PPP) y a valores constantes de 2000.
�5 Si bien los porcentajes de repetidores en la matrícula total representan una fracción mayor en la educación primaria 

la que, a su vez, tiene un volumen mayor de matrícula, estos factores se compensan por el hecho que los costos 
unitarios en educación secundaria son superiores, lo que deriva en valores totales muy próximos.



74

y en otros aspectos vinculados con la gestión del mismo y sobre los que, lamentablemente, 
se cuenta con poca evidencia para cuantificar su impacto. Por ejemplo, problemas derivados 
de la rigidez o interferencia de intereses ajenos al interés público en las políticas de asigna-
ción de docentes, implican no sólo tener alumnos sin maestros en unas zonas o grupos muy 
numerosos en otras, sino también tienen implicancias sobre una ineficiente asignación de 
recursos. Por ejemplo, la expansión de los centros urbanos ha implicado un nuevo mapa de 
la distribución espacial de la población en las ciudades y, por tanto, de la distribución de los 
centros educativos. En un sistema orientado exclusivamente por la garantía del derecho a la 
educación, esto pudo ir acompañado de una reasignación de los puestos docentes en función 
de la distribución de la matrícula; sin embargo, éste no siempre ha sido el caso. La movilidad 
de los docentes es restringida, lo que implica elevar el número de contrataciones de nuevos 
docentes en una proporción superior al crecimiento de la matrícula.�6

Otras situaciones de clara ineficiencia se corresponden con problemas de duplicidad de 
funciones, estructuras organizativas paralelas (las tradicionales del ministerio y las creadas para 
proyectos específicos), asignaciones salariales por tareas que terminan anclándose a la persona 
luego de que ésta cambia de función, nuevos contratos decididos con criterios diferentes al 
mérito profesional y la necesidad de los estudiantes, etc.

No todas las situaciones se encuentran tipificadas, documentadas, ni su impacto 
cuantificado, por lo que es imposible responder a la pregunta formulada al inicio de este 
acápite. Sin embargo, es imprescindible que los países desarrollen esfuerzos de racionaliza-
ción de gastos y puedan identificar diferentes nudos de ineficiencia en la gestión y aplicar los 
correctivos necesarios. Independiente de los montos, es un imperativo de la función pública y 
un compromiso ético ineludible.

2.3. ¿Cuánto se desperdicia por políticas inadecuadas?
Este es un terreno respecto del que se carece también de estimaciones financieras 

e, incluso, de una revisión sistemática de los desaciertos que han implicado costos para la 
sociedad, y respecto de los que no se ha asumido responsabilidades.

En efecto, acciones o programas aislados, pequeños o grandes proyectos, o iniciativas 
emblemáticas de una gestión, pero carentes de continuidad o de soporte institucional para 
hacerlas efectivas, son sólo instancias de compromisos financieros que afectan la disponibilidad 
de recursos a partir de consideraciones difícilmente sustentables y ajenas al propósito central 
de la acción pública en educación que suelen acarrear efectos no deseados que representan 
costos adicionales.

Políticas de incrementos salariales generales que buscan ceder a una presión sindical 
o anticiparse a ésta, suelen no ir acompañadas de medidas que permitan que este incremen-
to de la inversión tenga impacto en las condiciones de ejercicio del derecho a la educación 
y, adicionalmente, suelen representar volúmenes importantes de inversión que, donde los 
regímenes laborales son rígidos, derivan en limitaciones financieras adicionales para políticas 
educativas posteriores.

2.4. Condiciones para la eficiencia
Con excepción de la mención cuantificada del desperdicio de recurso asociado a la 

repetición, se ha presentado consideraciones que ilustran que los problemas de eficiencia del 
sistema educativo incluyen también otros aspectos que conviene atender. 

�6 Entre �980 y 200�, el número de docentes de educación primaria en la región fue duplicado mientras la matrícula 
creció en aproximadamente �0% (a partir de información de la base de datos del UIS corregido el impacto de los 
cambios en la clasificación internacional para el caso de Brasil). Nótese que éste es un elemento explicativo adicional 
para dar cuenta del deterioro de los salarios docentes.
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Un avance sustantivo en la eficiencia en la gestión implica cambios en la cultura y 
prácticas pedagógicas asociadas a la repetición, y la creación de condiciones institucionales 
que prevengan otras prácticas ineficientes en ámbitos como los mencionados. Esto, en último 
término, se asocia con la necesidad de crear una gestión educativa que en todos los niveles 
del accionar público en el territorio, se caracterice por la consistencia, transparencia, rendición 
de cuentas y un compromiso irrestricto con el derecho a la educación como finalidad central 
del accionar público en este ámbito.

Crear estas condiciones institucionales pasa necesariamente por la generación de con-
sensos y la creación de instancias de participación civil que permita que la voz de los sujetos 
del derecho sea la principal en los procesos de toma de decisión implicados en la asignación 
y uso de los recursos públicos.

De aquí la importancia de la tendencia reciente a conformar movimientos sociales 
en favor de la educación que, en muchos casos inspirados por las metas de la EPT, buscan 
contribuir al diseño de políticas educativas que respondan a las necesidades de una población 
que, de modo creciente, afirma sus derechos en una región que avanza en sus procesos de 
democratización.

3. los mecanismos de asignación para una redistribución con 
equidad

Así como es necesario determinar el monto de recursos necesarios para que el Estado 
cumpla su rol de garante del derecho a la educación y asegurar la disponibilidad de dichos 
recursos, es imprescindible considerar otros aspectos de la dinámica institucional que hacen 
a la asignación y a la distribución de los recursos disponibles.

En primer término, es de gran importancia iniciar un camino de cambios en las men-
talidades para pasar de una asignación de recursos financieros basada en la rigidez e inercia 
del sistema, a uno basado en la búsqueda de la atención de las necesidades de aprendizaje 
de las personas. 

Esto significa iniciar un proceso de identificación de la diversidad de necesidades a 
las que el financiamiento ha de responder, de modo que cada uno tenga una asignación que 
le permita contar, al menos, con elementos mínimos imprescindibles que hagan posible y 
exitosa su experiencia educativa. Dichos mínimos imprescindibles son diversos como lo son 
los contextos y características de las personas, y su provisión es la única garantía de gratuidad 
de los servicios implicados en el ejercicio del derecho.

Tres principios deben orientar las políticas de financiamiento público de la edu-
cación: 

(i) Las necesidades educativas de las personas no son iguales y, por tanto, no pueden 
ser atendidas en justicia con un paquete único de servicios. La educación debe ser 
diferenciada si es que pretende reconocer las particularidades de las personas; por 
lo tanto, el financiamiento debe ser sensible a dichas diferencias.

(ii) El ejercicio del derecho a la educación está mediado por condiciones sociales que, 
en muchos casos, limitan o simplemente evitan que una persona pueda ejercer 
dicho derecho. El reconocimiento de los diferentes costos indirectos y costos de 
oportunidad que enfrentan distintos grupos de personas son claves para asegurar 
el derecho a la educación. El esfuerzo educativo debe integrarse en el marco de 
políticas sociales que atiendan estos aspectos y, por tanto, el financiamiento del 
derecho a la educación supone gastos no educativos complementarios también 
diferenciados.
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(iii) No existe esquema de ingeniería social que permita que instancias centrales de 
gestión, sea de nivel nacional o subnacional, puedan prever toda la diversidad de 
situaciones, por lo que esquemas de gestión descentralizados con altas cuotas de 
participación ciudadana resultan imprescindibles para atender la diversidad.

Esto se traduce en afirmar que los costos de una educación de calidad son distintos 
según distintas necesidades y características de los alumnos y contextos por lo que los imperantes 
esquemas de asignación planos son, desde este punto de vista, profundamente inequitativos, de 
modo que es necesario avanzar hacia su modificación sustantiva.

Dada la naturaleza de la labor educativa en la que la interacción entre las personas es 
un elemento fundamental, la educación es una tarea intensiva en el uso de fuerza de trabajo. 
Esto se refleja en la proporción elevada que los salarios tienen en el total de los presupuestos 
públicos y, por lo tanto, postular la necesidad de revisar los esquemas actuales de asignación 
planos implica, en primer lugar, una revisión de las políticas y regulaciones de los salarios do-
centes. Revisión que ha de realizarse en el marco de políticas integrales e integradas respecto 
de la docencia, como se postuló en el capítulo precedente.

Si las necesidades de los estudiantes son diversas, las habilidades y competencias requeri-
das de los docentes también lo son, y éstas han de tener costos diferenciados. Por ejemplo, asegurar 
que estudiantes indígenas de habla vernácula que habitan en zonas rurales dispersas tengan 
el docente al que tienen derecho, puede implicar condiciones de trabajo -como por ejemplo 
provisión de vivienda-, fuera de lugar en zonas urbanas. Del mismo modo, el conocimiento 
de la lengua vernácula es una habilidad adicional no requerida en otros contextos y que, por 
consiguiente, puede ameritar una retribución económica directa diferenciada.

Este tipo de consideraciones no se condice con regulaciones vigentes que definen los 
salarios y carreras docentes de un modo que no necesariamente es compatible con el interés 
público. Por ejemplo, en algunos casos se postula que el inicio de la carrera debe darse en es-
cuelas rurales, lo que conlleva que sean los docentes menos experimentados los que atiendan a 
dicha población. Esto no necesariamente es un error pero no se sustenta en la búsqueda de una 
adecuada provisión, sino que castiga a las poblaciones rurales dando la señal que un docente 
debe aspirar a un trabajo en otra área y que su paso por la escuela rural sólo se corresponde 
con una obligación para iniciar su carrera. Si a esto se añade que hay regulaciones que asignan 
un mayor salario a docentes que laboran en escuelas con mayor número de matriculados (in-
dependiente del tamaño de cada sección o grupo) el castigo a las pequeñas escuelas rurales 
se incrementa haciéndose más atractivo trabajar en escuelas de mayor tamaño usualmente 
ubicadas en centros urbanos.

Todo lo anterior no hace sino ilustrar que las políticas de financiamiento educativo tie-
nen una función redistributiva esencial y que sistemas de asignación insensibles a las diferencias 
subvierten el derecho a la educación por ser inequitativos.

En adición, es menester considerar que la definición de las asignaciones financieras a la 
educación pasa por un conjunto de negociaciones entre actores de dentro y fuera del sistema 
educativo. Considerar estos aspectos resulta de capital importancia para abordar el tema.

3.�. la asignación de prioridades entre sectores
Una primera arena de negociaciones se vincula con la prioridad relativa que se asigna 

a cada uno de los sectores y compromisos estatales en los presupuestos públicos.

En este terreno, las crisis fiscales y de la deuda -que caracterizaron la década de los 
ochenta y que han estado en la base de las políticas de ajuste, estabilización y del propio 
modelo de desarrollo económico vigente-, han devenido en el establecimiento de una pauta 
básica en las finanzas públicas, que parte del saneamiento de un número reducido de cuentas 
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básicas -principalmente vinculadas con el cierre de déficits y a los compromisos derivados 
del endeudamiento público internacional- para luego distribuir el saldo, entre los diferentes 
sectores.

Si bien este procedimiento ha permitido niveles importantes de sanidad en las finanzas 
públicas, no es menos cierto que establece una jerarquía entre distintos destinos de la inver-
sión pública en la que los roles centrales del Estado parecen verse menoscabados. Del mismo 
modo, debe tomarse en cuenta que en un número significativo de países la deuda pública 
incluye montos no despreciables de deuda privada avalada por el Estado, lo que podría ser un 
argumento poderoso en favor del nuevo pacto fiscal aquí sugerido.

Dado el saldo, las asignaciones entre sectores parecen estar marcadas por un fuerte 
conservadurismo que lleva a una pauta que asigna en función de dos criterios básicos: los 
compromisos financieros no modificables (como los salarios) y la participación previa en el 
presupuesto. Así, las fracciones del presupuesto que se asignan a la educación se han estancado 
en porcentajes que oscilan, según países, entre el �5% y el 20% del gasto público total, sin que 
se haya registrado ningún evento dramático de priorización que haya implicado, por ejemplo, 
una reducción drástica de gastos de “defensa” en favor de la educación.

Esto está estrechamente vinculado con la valoración social que se le asigna a las 
diferentes tareas a cargo del sector público. No se ha podido ver, salvo excepcionalmente 
en casos de foros o acuerdos ciudadanos por la educación, corrientes de opinión en favor de 
un incremento de la prioridad dada al sector, lo que se ve dificultado por los problemas de 
eficiencia del mismo.

Ganar en prioridad en la asignación del gasto público supone, entonces, la generación 
de amplios consensos nacionales y evidencias certeras de la capacidad del sector para mejorar 
su desempeño actual.

3.2. las asignaciones intra-sectoriales entre niveles y modalidades educativos
Una segunda esfera de negociaciones se vincula con la importancia relativa que se 

asigna a los diferentes niveles y modalidades a través de los que opera el sector. En este te-
rreno destaca el hecho que las instituciones de educación terciaria perciban una asignación 
presupuestal que oscila entre ��% y �9% del total del presupuesto del sector. La autonomía 
con la que estas instituciones suelen contar torna muy difícil las negociaciones. Mecanismos 
alternativos de financiamiento de la educación terciaria, como los créditos blandos avalados 
por el Estado, podrían permitir una reasignación de recursos hacia otros niveles.

La educación primaria y la educación secundaria suelen captar alrededor del 60% de 
los presupuestos, lo cual se explica fundamentalmente por su volumen absoluto, ya que los 
costos unitarios tienden a ser muy inferiores a los registrados en la educación terciaria.

La educación pre-escolar percibe asignaciones de alrededor del 5% del presupuesto to-
tal, excepto en Cuba donde se aproxima al �0% con una pequeña variabilidad entre países.��

En adición, evidencia no sistemática sugiere que las modalidades educativas destina-
das a la población adulta, población con necesidades educativas especiales u otros colectivos, 
tienen asignaciones menores o marginales que no necesariamente garantizan que puedan 
operar exitosamente para enfrentar desafíos que, con costos diferentes, son en varios países 
de una magnitud importante.

Cabe reflexionar acerca del limitado nivel de flexibilidad presente para la reasignación 
de recursos entre niveles y modalidades educativos. Dicha rigidez se corresponde tanto con 

��  Esta información ha sido tomada de la base de datos internacional del Instituto de Estadística de la UNESCO (UIS), 
Montreal.
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el peso “inercial” de lo existente como con restricciones regulatorias y de mecanismos de 
asignación -principalmente vinculadas con el tema docente- que, por ejemplo, se traducen en 
que a pesar de los empeños destinados a la ampliación de la educación pre-escolar, esto no 
se traduce en una mayor prioridad presupuestaria.

3.3. salarios y contrataciones docentes
El tema de mayor peso absoluto y relativo en el financiamiento educativo es la contra-

tación y pago de remuneraciones docentes. Ésta, además, es un área de conflictividad (véase 
el tratamiento específico en el capítulo precedente) y de compromiso de las capacidades 
institucionales del sector educación.

Es posible constatar que estos temas han sido abordados en contextos de profunda 
debilidad institucional del Estado, con el consiguiente riesgo de una inadecuada salvaguarda 
del interés público. Así, gobierno y gremio operando como “comprador” y “vendedor” han con-
cordado decisiones a partir de sus propias fortalezas y debilidades, capacidades y voluntades 
de negociación y presión, así como limitantes externos. Consideraciones como las restriccio-
nes fiscales impuestas sobre el sector o la voluntad de contratación ilimitada en puestos que 
ofrecen bajas remuneraciones, pero alta seguridad -en contextos generales de precariedad del 
trabajo remunerado-, parecen haber sido los determinantes principales del resultado de estas 
negociaciones.

De este modo, se tiene resultados como el mencionado crecimiento de la contratación 
de docentes en educación primaria a un ritmo muy superior al incremento de la matrícula 
-con el consiguiente deterioro de los salarios y las concomitantes restricciones respecto de 
las posibilidades de asignar recursos a otros niveles o programas educativos- o la tendencia a 
hacer de todo el servicio civil involucrado en la gestión educativa un área de acceso prioritario 
a docentes descuidando la importancia de contar con otro tipo de profesionales para ello. 

Al mismo tiempo, la lógica de la negociación única tiende a privilegiar criterios como 
la uniformidad en los salarios o mayores bonificaciones en contextos más “deseables” (aún 
más atractivos dados estos beneficios) que terminan castigando precisamente a quienes más 
necesitan de la educación.

Los principios vinculados con la garantía del derecho y la apropiada atención a la equidad 
habrían de regir estas negociaciones para buscar una educación de calidad para todos, lo que, 
eventualmente, implicaría otros mecanismos, espacios y niveles de negociación con mayor (o 
alguna) participación de los sujetos del derecho.

La falta de flexibilidad en los regímenes laborales aunada al volumen de contratos, 
significa también que el manejo del financiamiento público termina con escasos márgenes 
de operación o de libertad, de donde se refuerza la tentación de hacer que las políticas des-
cansen sobre fracciones marginales del presupuesto, en vez de pugnar para que el grueso del 
presupuesto, incluido el destinado al pago de salarios, se alinee con los objetivos nacionales 
y el interés público.

Dos elementos más requieren ser tomados en cuenta para contar con una mirada 
compleja de los elementos críticos que se vinculan con la asignación y redistribución de 
los recursos. El primero se relaciona a qué es lo que financia y el segundo da cuenta de una 
coyuntura histórica de particular importancia para la región como espacio de oportunidades 
para enfrentar exitosamente los desafíos educativos presentes.
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3.4. financiamiento de la oferta y de la demanda
La forma usual de financiamiento educativo ha consistido de modo primario en lo que 

en el debate actual se conoce como “financiamiento a la oferta”; es decir, los recursos son 
provistos y solventados por las autoridades en función de parámetros físicos, organizacionales 
y/o administrativos que definen la dotación de personal en cada institución educativa.

Esto plantea básicamente dos dificultades: 

(i) Puede promover un enfoque de provisión única de paquetes tecnológicos y regu-
lación que, además, no siempre se cumple (como las normas acerca del tamaño 
de los grupos o secciones que se quebranta hacia ambos límites), y 

(ii) En un sector donde el grueso de los recursos se destina a contratos de personal hace 
que los reclamos por eficiencia y racionalidad en el uso de los recursos se perciba 
como una eventual prescindencia de docentes lo que, usualmente, aparece como 
un tema tabú cuando debería ser una discusión central que aborda la necesidad 
de aprovechar al máximo los recursos disponibles.

Existe una fuerte tendencia a plantear la necesidad de modificar los esquemas de 
asignación, minimizando la oferta educativa provista de modo directo por el Estado, en favor 
de una oferta educativa subvencionada por el Estado, pero gestionada por agentes privados 
en aras de una supuesta mayor eficiencia en la gestión.

Siendo cierto que la acción pública no ha de ser identificada de modo exclusivo con la 
acción estatal y que agentes no estatales pueden y de hecho juegan roles de significación en 
la provisión de servicios educativos, la subvención basada en la demanda mediante operadores 
no estatales debe ser desarrollada con mecanismos de regulación, supervisión y control, que 
prevengan que el interés privado pueda devenir en barreras o distorsiones en el ejercicio del 
derecho a la educación. Así, por ejemplo, cuando la subvención va acompañada de mecanismos 
censales de evaluación de la “calidad” (mediciones de logros académicos) los gestores privados 
pueden verse incentivados a excluir o “seleccionar” a quienes se admite de modo que sólo 
cuenten con estudiantes que les aseguren mejores resultados en tales evaluaciones. Dado que 
los resultados están fuertemente asociados con el nivel socioeconómico de las familias, es 
clara la dirección y el contenido discriminatorio de este potencial sesgo.�8

3.5. la dinámica demográfica como ventana de oportunidad
Los sistemas educativos lograron su expansión hasta los niveles actuales en momentos 

diferentes con relación a los procesos de transición demográfica. En la expansión de la educación 
primaria, en particular, se ha verificado en décadas en las que la población en edad escolar 
crecía a ritmos muy elevados, lo que implicó esfuerzos nacionales de una colosal magnitud que 
se sustentaron en la acción pública por vía estatal y en iniciativas no estatales.

Ahora, la situación es radicalmente diferente y esto crea una importante ventana 
de oportunidad para enfrentar los desafíos. En los países en los que se ha logrado niveles de 
acceso y conclusión de la educación primaria próximos a la universalidad y en los que se han 
ido subsanando problemas seculares de atraso escolar asociados con la repetición, la matrícula 
de este nivel ha tendido a estancarse y muestra tasas de crecimiento negativas.

Esta situación implica una oportunidad significativa, pues el descenso de la matrícula 
en educación primaria puede traducirse en la liberación de recursos para atender la mejora de 

�8 Dada esta correlación se puede constatar el potencial efecto pernicioso de exagerar los resultados en las evoluciones 
como los supremos indicadores de “calidad”. En efecto, las tablas que posicionan a las escuelas (rankings) suelen en 
verdad ordenarlas según el nivel socio-económico de los alumnos; así, las “mejores” escuelas son potencialmente 
aquéllas que discriminan más a la población que puede acceder a ellas.
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los servicios del mismo nivel, mediante la dotación de los apoyos requeridos para desarrollar 
una educación inclusiva y la expansión de servicios educativos destinados a personas en otros 
tramos de edad, sea en el nivel pre-primario, secundario, o para jóvenes y adultos.

Sin embargo, el descenso en la matrícula puede no ser una ventaja que se aproveche 
si no se superan restricciones burocráticas, legales y de cultura organizacional vigentes. Por 
ejemplo, varios sistemas de información han logrado identificar sobre-reportes de matrícula 
orientados a “proteger” puestos de trabajo. Al mismo tiempo, la rigidez en las regulaciones 
existentes no necesariamente permite que los docentes que se desempeñan en la educación 
primaria se conviertan en equipos pedagógicos de apoyo o en docentes de otros niveles o 
modalidades educativas.

4. los niveles de gestión

Un cuarto elemento crítico vinculado con las políticas de financiamiento se relaciona 
con las estructuras de gestión educativa. La atención a la diversidad imbricada en la garantía del 
derecho, supone un alto nivel de flexibilidad y capacidad de decisión en los niveles de gestión 
más próximos a los contextos en los que suceden los procesos de enseñanza-aprendizaje. En 
este sentido, esquemas de gestión centralizados, que no dejan espacios para la flexibilidad, 
están condenados a operar con muchas limitaciones y a entorpecer la labor que en el plano 
local podrían desarrollar los actores si sus capacidades e iniciativas contasen con un marco 
institucional que las estimule y las requiera como requisito de su acción.

Esto obliga a someter a una revisión crítica los actuales esquemas de gestión que 
retienen en instancias centralizadas de nivel nacional o subnacional la mayor parte de las 
decisiones que afectan de modo directo el quehacer de las instituciones educativas. Asimismo, 
los progresos observados en aspectos como la normativa sobre adaptabilidad del currículo 
(UNESCO, 200�) no necesariamente se han visto acompañados de la existencia de mecanismos 
de apoyo y de dotación de facultades que permitan a los actores desempeñarse eficazmente 
en estos ámbitos en el plano local.

La delegación de facultades a las instituciones educativas que, más bien, debería ser 
llamada devolución de facultades hacia los propios ciudadanos operando en sus contextos 
locales, suele estar restringida a aspectos poco sustantivos del proceso o que siendo sustantivos 
se ven imposibilitados de mayor concreción por restricciones en otros elementos clave. Esto, 
finalmente, mina la credibilidad de los procesos de empoderamiento de las escuelas y refuerza 
las tendencias a la recentralización de tareas.

Las tensiones entre lo que han de ser tareas propias del nivel central e intermedio y 
las responsabilidades propias de las instituciones educativas, requiere una solución balanceada 
que honre los propios principios democráticos, reservando para el nivel central e intermedio 
todas las tareas que permitan potenciar la iniciativa, creatividad y fortaleza del nivel local. 
Como todos los sistemas humanos, los educativos son complejos y capaces de hacer emerger 
sus propios y espontáneos ordenamientos a partir del accionar de una miríada de actores 
con sus particulares y legítimos intereses, visiones, experiencias y necesidades. La tendencia a 
verlos como aparatos de ingeniería que requieren de una inteligencia única que los ordene y 
categorice para una mejor operación, choca con la propia naturaleza de los procesos humanos 
y deviene justamente en innumerables consecuencias no buscadas o perversas, que hacen aún 
más problemática la situación que se desea enfrentar.

Un aspecto central de las políticas de financiamiento educativo está dado por la búsque-
da del mejor equilibrio entre las facultades de los diferentes niveles, de modo que aquellos más 
próximos a los espacios en los que se da el proceso de enseñanza-aprendizaje sean habilitados 
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para tomar decisiones centrales que permitan un ajuste efectivo de la dotación de recursos 
a la diversidad y aquellos menos próximos tengan la responsabilidad de diseñar su acción en 
armonía con la dinámica local y en salvaguarda del interés público.

tres nudos y tres oportunidades: avanzar hacia los consensos clave 
para asegurar un financiamiento y gestión de los recursos adecuados a 
las necesidades.

A guisa de reflexión final, es posible identificar tres terrenos de acción que compro-
meten y harían posible dar pasos sustantivos hacia un financiamiento público de la educación 
acorde con las necesidades de las personas. Es decir, tres áreas en las que se requiere de una 
decidida voluntad política de intervención y de generación de acuerdos que permitan remover 
trabas existentes y crear condiciones para el ejercicio pleno del derecho a la educación de 
calidad en la región.

El primer terreno es el vinculado con la disponibilidad de recursos públicos. Como 
se anticipó, un nuevo pacto fiscal que perfeccione los acuerdos que han llevado al saneamiento 
de las finanzas públicas es impostergable. La privación de los derechos humanos fundamen-
tales de las personas es una deuda social de una magnitud incluso mayor a las obligaciones 
financieras que la región ha sabido cumplir en los últimos lustros y, sin embargo, no es honrada 
de la misma manera.

La privación y violación de derechos fundamentales como la educación es inadmisible 
y, por lo mismo, la acción pública, que debe su existencia justamente a la salvaguarda del in-
terés público, debe encarar los rezagos educativos. Asegurar la provisión de un financiamiento 
público suficiente para este fin es insoslayable. 

Esto requiere de diversos esfuerzos identificados en este capítulo, entre los que destacan 
la necesidad de reforzar los elementos redistributivos de las políticas fiscales, tanto los ingresos 
como los gastos, y asegurar niveles elevados de eficiencia en la ejecución presupuestal en el 
sector educación. Gastar más y mejor es un imperativo actual y de cara al futuro.

El rol redistributivo de la política fiscal no puede seguir desdeñado por temores o dog-
mas que inmovilizan la acción política. Esto, sin embargo, debe ser enfrentado reconociendo la 
necesidad de salvaguardar con cautela la salud fiscal alcanzada. Sólo será posible mediante la 
generación de consensos nacionales por la educación que hagan legítimas las propuestas de 
incremento de la recaudación tributaria y de mayor asignación absoluta y relativa al sector.

La ineficiencia existente no sólo es un elemento que conspira contra el ejercicio del 
derecho, al afectar negativamente las trayectorias educativas de los estudiantes, sino que 
deslegitima -con justa razón- los intentos por incrementar la participación relativa del sector 
educación en los presupuestos públicos. 

Esto implica la necesidad de que las autoridades educativas hagan esfuerzos sistemá-
ticos por determinar los costos efectivos para garantizar el derecho a la educación de calidad 
en una gran diversidad de situaciones. Contar con información sólida en este terreno es una 
vía para negociar recursos adicionales y crear acuerdos que legitimen lo anterior. De esta 
manera, se podrá avanzar en romper las lógicas de asignación basadas en comportamientos 
históricos o “crecimientos vegetativos” y de asignaciones planas que tienen consecuencias 
funestas sobre la equidad.

El segundo terreno se vincula con las políticas sobre docentes orientadas a ga-
rantizar el derecho a la educación. La débil o inexistente presencia del interés público en la 
negociación de los diversos aspectos que definen las políticas sobre docentes, requiere ser 
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subsanada mediante la creación de consensos nacionales por la educación que permitan revisar 
las políticas y regulaciones de la profesión docente, de modo que puedan ser redefinidas en 
el marco de una preocupación por el derecho a la educación y, por supuesto, al trabajo digno 
de parte de los maestros.

Flexibilidad para reasignación de plazas, pagos diferenciados, estricta meritocracia en 
la contratación y promoción, responsabilidad por los resultados, evaluaciones regulares del 
desempeño que se traduzcan en insumos para las acciones de formación y apoyo, así como 
en decisiones sobre la carrera profesional, incluyendo promociones y retiros, son algunos de 
los elementos a considerar en una política integral, tal como se ha planteado en el capítulo 
precedente. 

Sin embargo, cabe aquí destacar las implicancias financieras de los asuntos docentes 
en un sector profundamente intensivo en fuerza de trabajo. Salarios y condiciones de trabajo y 
carrera dignos para desempeños profesionales dignos que efectivamente garanticen el derecho 
a una educación de calidad, es el tipo de consideraciones que debe primar en la formulación 
y ejecución de políticas sobre docentes. El mero interés corporativo que se traduce en rigidez, 
constreñimientos, prebendas y ventajas, no tiene lugar en un ámbito consagrado al interés público. 
Esto sólo es posible con la participación ciudadana y la generación de acuerdos sociales que 
con seguridad serán respaldados por los docentes que cuenten con altos niveles de profesio-
nalismo y profesionalidad.

El tercer terreno se refiere a la integración y armonización de los esfuerzos de 
los sectores y sujetos involucrados en la acción pública en el ámbito de la educación. Éste 
compromete la acción pública en general para hacerla más efectiva. La acción de los diversos 
sectores del Estado, en especial aquellos responsables de las políticas sociales, ha de integrarse 
para que se maximice el impacto de los recursos y se aseguren enfoques consistentes que brin-
den a la población indicios claros de que el interés público está siendo servido adecuadamente. 
Políticas de alimentación, salud y bienestar requieren de mayores esfuerzos de convergencia 
con las de educación.

De la misma manera la participación de agentes privados en la esfera de lo público 
vinculado con la educación, requiere de esfuerzos estatales para asegurar que sean conver-
gentes con las políticas nacionales y se anticipen probables efectos no deseados de dicha 
participación.

En ambos casos, la participación civil en los ámbitos locales es de primordial importancia 
junto con los esfuerzos de supervisión, regulación y apoyo que corresponden a las instancias 
públicas centrales.

Lograr avances sustantivos en estas tres áreas permitirá obtener progresos sustantivos 
en el ámbito del financiamiento educativo, brindando mejores condiciones para que la acción 
pública honre sus obligaciones con relación a este espacio central de la vida, dignidad y posi-
bilidades de desarrollo integral de toda la región.
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CAPÍTULO V

ReCOmendACiOnes de POLÍTiCAs

Atributos básicos de las políticas educativas destinadas a garantizar el 
derecho a una educación de calidad para todos

Este capítulo presenta orientaciones de políticas acordes con las reflexiones, conteni-
das en los apartados anteriores y los desafíos identificados en el informe de seguimiento que 
acompaña este volumen (UNESCO, 2007a), las que se enfocan en algunos aspectos cruciales 
que los Estados han de tener en cuenta para asumir a cabalidad su responsabilidad de ser 
garantes del derecho a la educación para toda la población.

Estas recomendaciones pretenden asegurar la consistencia entre los principios y 
focos estratégicos del PRELAC, acordados por los ministros de Educación de la región, y los 
enfoques conceptuales expuestos. Abordan elementos que cruzan el sistema educativo en sus 
diferentes planos y niveles, tanto aspectos generales de la política nacional, como aquellos 
relacionados con las transformaciones institucionales requeridas, con particular atención en 
la dinámica escolar.

Las recomendaciones parten de la convicción que las políticas son, en último término, 
prácticas humanas, por lo que la comprensión de los fenómenos sociales como estructuras 
creadas y modificadas mediante las acciones de los sujetos es un supuesto primordial. Las 
personas no se limitan a ejecutar roles previamente establecidos, sino que los crean o modifican 
a través de sus actos basados en el conocimiento que tienen de la realidad, las reglas y recursos 
a su disposición, y su poder para impactar sobre el entorno. Por esta razón, muchos de los 
esfuerzos destinados a modificar “insumos” o “estructuras” se han mostrado insuficientes para 
transformar las prácticas pedagógicas y lograr más y mejores aprendizajes.

Para que las políticas educativas sean efectivas en garantizar el derecho a una edu-
cación de calidad para todos, éstas deben reunir algunos atributos cuya escasa presencia, 
en muchos casos, ha limitado el alcance de los esfuerzos desarrollados por los países en los 
últimos años.

(i) Se requiere, en primer lugar, que las políticas educativas sean políticas de estado 
socialmente concertadas a partir de la puesta en marcha de procesos efectivos 
de participación. Este primer atributo se vincula con la fragilidad institucional 
que caracteriza a muchos países y que, en definitiva, limita la continuidad de los 
esfuerzos con los consiguientes problemas de desorientación, de mensajes contra-
dictorios e ineficiencias. Políticas efectivas en el terreno de la educación necesitan 
ser sostenidas en el tiempo por un aparato institucional poco dependiente del 
cambio de las personas que circunstancialmente están a cargo de conducirlo. La 
solidez institucional no se decreta, sino que se construye a partir del único sustento 
sólido posible: el acuerdo informado, comprometido y sostenido de las personas 
en su condición de ciudadanos. La solidez institucional se funda en el desarrollo 
de la ciudadanía y éste es un desafío de primer orden en la región y del que la 
educación no sólo ha de beneficiarse, sino respecto al cual tiene un rol importante 
que jugar.

 La formación de personas con valores propios de la convivencia democrática que 
definen la condición ciudadana de sujetos libres, y por tanto responsables, con 
un conjunto de obligaciones y derechos comunes, es una tarea primordial de la 
educación. Para adquirir esta formación no basta con considerarla en el currículo, 
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es preciso también desarrollar procesos de diálogo, participación ciudadana y 
construcción de consensos nacionales en favor de la educación. 

(ii) Un segundo elemento se refiere al alcance y consistencia de las políticas que 
deben ser integrales e integradas. Se requiere desarrollar políticas sectoriales 
e intersectoriales que aborden de forma comprehensiva e integrada el fenómeno 
educativo, desarrollando acciones orientadas a eliminar los factores internos y 
externos a los sistemas educativos que limitan el ejercicio del derecho a una 
educación de calidad en igualdad de condiciones. 

 Estos elementos demandan esfuerzo por la multiplicidad de sujetos e intereses 
involucrados. Justamente, el consenso nacional que hace posible las políticas de 
Estado es el que, a su vez, permite contar con una agenda nacional sólida y com-
partida por los sujetos en sus diversos ámbitos de acción.

(iii) Finalmente, resulta de primordial importancia para los dos puntos anteriores la 
adopción de políticas con un enfoque de derechos que consistentemente interpele 
acerca de la relación entre cada política y el derecho de todas las personas a una 
educación de calidad. La garantía del derecho no es un tema adicional a los otros 
que forman la agenda pública sobre educación. Este es el tema central que ha de 
englobar los demás. La razón de ser de la acción pública en educación se deriva de 
que es un derecho y, por esta razón, el enfoque de derechos es la piedra angular 
de las políticas educativas.

 Un enfoque de derechos sostenido de modo consistente debe permitir clarificar 
si, por ejemplo, determinados esquemas de gestión o financiamiento se orientan 
hacia la garantía del derecho o, por el contrario, lo transgreden o limitan, creando 
situaciones de inequidad o exclusión. La preocupación por la equidad, por tanto, no 
es tampoco una preocupación a añadir, sino que forma parte esencial del enfoque 
de derechos. Esto lleva a preguntarse en qué medida el tema de la equidad es 
atendido no sólo mediante esfuerzos de políticas focalizadas, sino como políticas 
generales que están o no orientadas al logro de la equidad.

Teniendo en cuenta estas consideraciones, a continuación se plantea un conjunto de 
once áreas de políticas educativas que es necesario abordar en el mediano y largo plazo para que 
la región dé pasos más firmes, sostenidos y sostenibles, hacia el logro de las metas de la EPT.

1. Asegurar el rol del estado como garante y regulador del derecho 
universal a una educación de calidad

Aunque los Estados han afirmado la indivisibilidad de los derechos humanos, los dere-
chos económicos, sociales y culturales (llamados de la igualdad) no han tenido el mismo grado 
de protección jurídica que los civiles y políticos (llamados de la libertad). Al respecto, el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas establece la obligación 
de los Estados de adoptar medidas para hacer efectivos estos derechos de manera progresiva, 
aprovechando al máximo los recursos disponibles y la existencia de obligaciones mínimas y 
de recursos judiciales. Un gobierno que niega los derechos humanos como asunto de política, 
probablemente no asuma su responsabilidad en torno a la educación (Tomasevsky, 2006).

Este comité establece cuatro parámetros que los Estados han de asegurar para hacer 
efectivo el derecho a la educación: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad 
de la enseñanza a las necesidades educativas de todo el alumnado. Estos cuatro parámetros 
corresponden a las dimensiones de equidad, relevancia y pertinencia desarrolladas en el Capítulo 
II, para definir una educación de calidad para todos. 
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Garantizar a toda la población una educación de calidad exige transitar desde políticas 
que consideran a la educación tan sólo como un bien económico, a políticas que la valoren 
como un bien público y un derecho fundamental de las personas. Demanda también pasar 
desde políticas centradas en la ayuda compensatoria en favor de determinados sectores vulne-
rables, hacia políticas para sujetos de derecho, sin discriminación alguna. Ello obliga al Estado 
a “hacerse cargo” en forma integral e irreversible a proveer los mejores servicios educativos 
para todos por su sola condición de ciudadanos.

El hecho que la educación sea un compromiso del conjunto de la sociedad no signi-
fica que el Estado deba desprenderse de responsabilidades que debiliten su rol como garante 
primario del aseguramiento de una educación de calidad para todos. 

Al Estado, como garante del derecho, le corresponde funciones como:

(i) Proveer servicios educativos accesibles para toda la población, garantizando que 
los sistemas de financiamiento permitan el acceso y la continuidad de estudios, 
especialmente para aquellos que se encuentran en situación de vulnerabilidad.

(ii) Asegurar una oferta educativa plural –estatal, privada y mixta- que permita ejer-
cer el derecho de los padres a elegir la educación que desean para sus hijos, sin 
atentar contra el derecho de otros a la educación. El Estado ha de supervisar que 
las diferentes opciones sean coherentes con los fines de la educación establecidos 
en los instrumentos de derecho público nacional e internacional.�

(iii) definir criterios básicos de calidad para todas las escuelas, sean públicas o privadas. 
Asegurar la provisión de condiciones suficientes para que las escuelas satisfagan 
las demandas de aprendizaje. Atender, con una visión de equidad, las diferentes 
situaciones educativas y de contexto que han de expresarse en asignaciones diversas 
de recursos. Concentrarse en garantizar determinados niveles de homogeneidad 
en los puntos de llegada, sea cual sea el punto de partida de los alumnos y las 
características de las escuelas.

(iv) Fortalecer las escuelas públicas y mejorar su calidad. La escuela pública ha ju-
gado históricamente un rol importante en reducir las desigualdades y fomentar 
el encuentro entre diversos grupos sociales. Por esto, es fundamental adoptar las 
medidas para que estas instituciones sean de excelencia, superando la situación 
de muchos países en que la escuela pública ha quedado para los “niños pobres”.

(v) establecer regulaciones que eviten las diferentes formas de discriminación de modo 
de hacer exigible y justiciable el derecho a la educación, mejorando los sistemas 
de garantías existentes que fiscalicen el cumplimiento de dichas regulaciones y 
sancionando la violación de las mismas. Un Estado garante se hace cargo no sólo 
de la provisión de servicios sino del efectivo control de sus resultados, impactos 
y uso de los recursos públicos, como un medio para retroalimentar y ajustar la 
oferta educativa. Ello requiere generar sistemas de información que permitan la 
toma de decisiones y el control de su ejecución por parte del Estado y también 
de la sociedad civil. 

(vi) Garantizar mecanismos de concertación con sectores del gobierno y la sociedad 
civil para abordar las causas que generan desigualdad fuera de los sistemas edu-
cativos y proporcionar los recursos que requieren determinados alumnos para que 
puedan aprovechar las oportunidades educativas en igualdad de condiciones.

� Como por ejemplo: artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; artículo �3 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; artículos 28 y 29 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño.
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2. Garantizar el derecho de las personas a aprender a lo largo de la 
vida.

Incorporar un horizonte temporal extendido –“durante toda la vida”- ayuda a los 
países a repensar sus sistemas educativos tradicionalmente vistos como estructuras cerradas 
y organizadas en grados y edades. Esto demanda una mirada más global, cuyas fronteras se 
enlazan con otras modalidades no formales. Demanda también la creación de mecanismos y 
trayectos articulados hacia un sistema que, siendo común, no pierda de vista las diversidades 
y la dinámica social de los aprendizajes. El derecho a una educación de calidad no puede estar 
restringido a una edad, a un grado o a un nivel. Debe ampliarse a distintos niveles y modali-
dades, sin que con ello se le reste al Estado su responsabilidad de garante de una educación 
de calidad para toda la población.

La educación primaria ha sido históricamente el nivel más atendido. Por ello –y sin 
olvidar que hay deudas pendientes en este nivel– se perfilan a continuación algunas líneas 
de políticas para la educación de la primera infancia, la educación secundaria y la educación 
de adultos. Otras modalidades deberán seguir evaluándose y articulándose, pero se destacan 
estas tres por la importancia que estos niveles han adquirido en la región para hacer efectivo 
el derecho a una educación de calidad para todos y durante toda la vida. 

2.1 educación para todos en la primera infancia 
Está demostrado que participar o no en programas de educación y cuidado de la 

primera infancia marca la diferencia en el desarrollo de las personas, la reducción de las des-
igualdades, la prevención de alteraciones del desarrollo, el rendimiento académico posterior, 
las oportunidades de empleo y una mayor productividad. El desarrollo temprano de cada niño 
está relacionado con el del conjunto de una sociedad, por lo que invertir en programas de 
educación y cuidado de la primera infancia es el comienzo natural de las políticas y programas 
de desarrollo humano. La inversión en esta etapa educativa a nivel mundial sólo representa el 
�4% de lo asignado a la educación primaria, pese a que su retorno es el más elevado, tanto 
en términos de desarrollo personal, social y económico. 

El último Informe de Monitoreo de Educación para Todos (UNESCO, 2007b) muestra 
que América Latina es la región de países en desarrollo que muestra mayores avances en la edu-
cación y cuidado de la primera infancia; sin embargo, ésta no llega masivamente a quienes más 
beneficios podrían obtener de una educación temprana. El desafío, por tanto, es lograr mayor 
inversión en programas de calidad de educación y cuidado de la primera infancia, priorizando 
a los niños que están en situación de mayor vulnerabilidad, desde una perspectiva inclusiva, y 
articulando las políticas de la primera infancia con estrategias nacionales de desarrollo como 
las de superación de la pobreza. 

El mero acceso a cualquier servicio no resuelve el problema de la desigualdad. Es 
preciso que las políticas orientadas a la primera infancia velen por la calidad de los diferentes 
programas y modalidades, especialmente los denominados “no convencionales”, ya que éstos 
suelen atender a los niños en situación de mayor vulnerabilidad. En esta etapa es preciso 
prestar atención a algunos aspectos que son de especial relevancia para ofrecer una educación 
de calidad a los más pequeños: 

(i) estrategias de coordinación intersectorial para ofrecer una atención integral a las 
necesidades de desarrollo, aprendizaje, cuidado y protección. Difícilmente un solo 
programa o servicio puede satisfacer los requerimientos de su desarrollo integral, 
por lo que es fundamental establecer estrategias de coordinación intersectorial 
entre instancias del ámbito de la salud, bienestar social, trabajo y justicia.
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(ii) desarrollo de currículos y marcos pedagógicos que orienten la atención inte-
gral de los niños durante toda esta etapa, considerando su identidad propia. 
Este es un aspecto esencial para avanzar hacia una mayor calidad, porque muchos 
de los programas se caracterizan más por su carácter asistencial y de cuidado, que 
por su intencionalidad educativa. Hay que cuidar, sin embargo, que esta mayor 
intencionalidad no se interprete como una mera preparación a la educación pri-
maria, descuidando otras necesidades señaladas.

(iii) Acciones dirigidas a elevar el nivel educativo de los padres, especialmente de 
los de menores recursos, dada su responsabilidad en el desarrollo de sus hijos. 
Estas acciones han de orientarse a fortalecer su rol como primeros educadores 
de sus hijos, de forma que puedan exigir derechos, asumir sus responsabilidades 
y participar en la toma de decisiones que afectan a sus hijos, y en las actividades 
educativas de los programas. También han de tener como foco aumentar su nivel 
de escolaridad, por lo que es muy importante la oferta de educación básica y 
secundaria para adultos que incluya contenidos relacionados con el papel de los 
padres, la crianza y educación de los hijos. La utilización de los medios masivos de 
comunicación puede ser una estrategia muy eficaz para lograr una mayor cobertura 
en la formación de los padres.

(iv) Atención especial al desarrollo profesional de todo el personal que interviene 
en esta etapa. Esta línea es relevante porque su nivel de formación es menor 
en relación con el de otros niveles educativos (UNESCO, 2007b). La variedad de 
actores y profesionales que intervienen en estas edades hace necesaria una oferta 
de formación amplia y diversificada, en la que se aseguren unos conocimientos y 
estrategias básicas que han de ser comunes para todos, y otras diferenciadas en 
función del rol y el tipo de atención que brindan. Es importante prestar especial 
dedicación a la formación de las madres o voluntarios comunitarios que desarrollan 
programas no formales, elaborando materiales sencillos y pertinentes que les sirvan 
de apoyo a su labor. 

2.2 educación secundaria para todos
El Marco de Acción de la Conferencia de Educación para Todos realizada en la región 

(UNESCO, 2000) propuso a los países avanzar, según sus posibilidades pero en forma decidida, 
hacia la ampliación de la cobertura de la educación secundaria. Debe notarse que 34 de los 
4� países de la región han hecho obligatoria su baja secundaria; mientras que 2� han hecho 
también obligatoria su alta secundaria de modo total (��) o parcial (�0) (UNESCO, 2007a). 
Dado el avance que se ha hecho en la obligatoriedad, el desafío es ahora la conclusión de la 
secundaria, pues nadie duda de la trascendencia que este nivel educativo tiene para fortalecer 
una formación ciudadana que asegure una mayor estabilidad democrática en la región y acelerar 
el desarrollo. La educación secundaria debiera ser valorada como la etapa de formación capaz 
de garantizar a todos los adolescentes y jóvenes el manejo de conocimientos, habilidades y 
competencias que les permita continuar con éxito sus estudios a nivel superior o insertarse 
laboralmente en la sociedad, y participar con plena responsabilidad en la vida ciudadana. En 
consecuencia, los grandes objetivos de la educación secundaria debieran orientarse a que los 
jóvenes sean capaces de vivir autónomamente, de apropiarse de manera integral de los ele-
mentos fundamentales de la cultura, de asumir sus responsabilidades cívicas y hacer exigibles 
sus derechos. 

Sin embargo, las características de la población estudiantil en este tramo han cambiado. 
La ampliación de la cobertura de la educación secundaria está originando que en este nivel 
se repitan los mismos problemas que en un momento tuvo como resultado la ampliación de 
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la escolaridad en la educación primaria: los nuevos contingentes de estudiantes que ingresan 
a la educación secundaria provienen, en su mayoría, de sectores económica y socialmente 
vulnerables; muchos han tenido una educación primaria de precaria calidad y pertenecen a 
familias cuyos padres no han completado sus estudios secundarios; todo lo cual hace que la no 
conclusión de este tramo sea alta y que se concentre en los sectores de menores recursos. El 
abandono aumenta por el fuerte choque entre la cultura escolar establecida y la cultura juvenil; 
por la incertidumbre que muchos jóvenes tienen a esta edad respecto a su futuro laboral, lo 
que determina que el costo de oportunidad de quienes provienen de sectores de pobreza sea 
mayor; y, en el caso de las mujeres, por la maternidad precoz.

(i) En este contexto, las políticas sobre educación secundaria debieran reenfocar el 
sentido de este tramo educativo, para lo cual se requiere crear nuevas estructuras 
que impidan caer en el anacronismo de formar –como muchas veces ha ocurrido- 
para escenarios sociales, económicos y laborales obsoletos. Desde este punto de 
vista, los principales desafíos que enfrenta la educación secundaria en la región son 
asegurar la retención de los estudiantes en el sistema y una oferta educativa 
diversificada y de calidad.

(ii) Para responder a los diferentes intereses, expectativas y necesidades de los estu-
diantes, la educación secundaria requiere de estructuras curriculares abiertas, 
flexibles y con los puentes necesarios para que ellos puedan transitar de una 
modalidad a otra. Estas modalidades han de ir más allá de la tradicional diferen-
ciación entre secundaria científica–humanista y técnico–vocacional. También en 
el interior de cada una de estas modalidades habría que identificar mecanismos 
de diversificación para la alta secundaria, evitando el “asignaturismo” y la excesiva 
parcelación del conocimiento. El desafío es cómo, sobre la base de unos mínimos 
deseables, diseñar currículos diversificados sin perder la comprensividad e inte-
gración de las disciplinas. Estos currículos deberían identificar nuevos sectores de 
aprendizaje e integrar ramas de competencias, sobre todo en el área vocacional, 
para evitar la atomización de especialidades.

(iii) Considerar las modalidades no convencionales de oferta de servicios de educación 
secundaria para facilitar el acceso a poblaciones rurales dispersas y, en general, 
a quienes por razones de discriminación históricas, no han podido ingresar ni 
completar este nivel educativo. Servicios como los de telesecundaria y más recien-
temente los de secundarias abiertas para jóvenes y adultos con modalidades de 
aprendizaje en línea, deberían evaluarse y apoyarse a fin de que su oferta alcance 
los mejores estándares de calidad, porque constituyen alternativas valiosas para 
la universalización de este nivel.

2.3 Revaloración de la educación de jóvenes y adultos
Tradicionalmente, la educación de adultos se ha desarrollado en la región como un 

sistema paralelo y marginal al de la educación regular. Pero una visión de educación para 
toda la vida requiere que las políticas de educación de jóvenes y adultos desarrollen nuevas 
estrategias y reformulen su sentido. 

A este respecto, el Marco de Acción Regional de la Educación de Personas Jóvenes y Adul-
tas (EPJA) para América Latina y el Caribe (2000–20�0) propone incluir en esta línea de trabajo 
los siguientes ámbitos de acción: alfabetización, educación y trabajo, educación y ciudadanía, 
educación con indígenas y campesinos, educación y jóvenes, educación y género, educación 
y desarrollo local sostenible. En los capítulos precedentes se ha hecho referencia a algunos de 
ellos; en este apartado se plantearán algunas consideraciones de carácter más general, y por 
su relevancia, se destacará la necesidad de fortalecer la alfabetización de adultos.
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(i) Desde hace décadas, la región ha desarrollado valiosas experiencias de educación 
de adultos no formales o de educación popular, particularmente aquellas promo-
vidas por organizaciones de la sociedad civil que se levantaron como alternativas 
contestatarias durante los regímenes autoritarios. Luego, con el advenimiento de 
las democracias, algunas fueron subsumidas por programas gubernamentales y 
otras perdieron continuidad y vigencia. Para rescatar estas experiencias, es necesario 
llevar a cabo un esfuerzo de sistematización, evaluación y, en algunos casos, de 
reformulación, con el objeto de hacerlas converger hacia las actuales respuestas 
que demandan las nuevas necesidades educativas de la población adulta. Elaborar 
esta síntesis y proyectar nuevas experiencias demanda diálogo político e imaginar 
articulaciones entre las distintas modalidades existentes, sobre la base del reco-
nocimiento y certificación de competencias que garanticen elevados estándares 
de calidad.

(ii) Resulta de vital importancia incrementar y mejorar la oferta educativa para 
completar estudios de educación primaria y secundaria, lo que requiere ade-
cuar los currículos, flexibilizar los programas, ofrecer estímulos para compensar los 
costos de oportunidad, ligarlos con exigencias y alternativas de empleo, y hacer 
efectiva la gratuidad de estos estudios por parte del Estado.

(iii) Es importante diseñar enlaces y puentes entre las diferentes modalidades de 
educación de adultos. En función de esto es importante poder establecer sistemas 
de certificación de competencias para que las personas puedan acreditar, ante 
instituciones educativas o fuentes laborales, sus capacidades aprendidas en el des-
empeño de diferentes oficios. Además de reconocer en justicia los conocimientos 
que los adultos han adquirido durante su experiencia de trabajo, esto ayudaría a 
clasificar, integrar y articular ciertas áreas de competencias laborales que hoy se 
encuentran atomizadas y con ello facilitar trayectos de formación personal que 
los adultos necesitan para incorporarse en mejor forma al mundo laboral.

(iv) La Quinta Conferencia Mundial de la Educación de Adultos (CONFINTEA V), el De-
cenio de las Naciones Unidas para la Alfabetización y la Iniciativa de Alfabetización 
para el Empoderamiento (LIFE) de la UNESCO, han llamado a redoblar los esfuerzos 
en alfabetización para poder cumplir con los Objetivos del Milenio. El esfuerzo 
principal debiera estar puesto en la acción preventiva para mejorar significativa-
mente la inclusión y la calidad de la educación formal y así no generar retrasos ni 
deserciones. Sin embargo, los esfuerzos preventivos y remediales desplegados hasta 
ahora han resultado insuficientes para reducir significativamente la magnitud del 
problema en la región.

(v) Se requiere un renovado compromiso de los países para incrementar los recur-
sos que permitan garantizar el cumplimiento de este servicio a quienes más lo 
necesitan, porque han sido ellos los más descuidados por los canales regulares de 
formación; proveer de condiciones y materiales para mejorar las competencias 
adquiridas de modo de alcanzar niveles superiores de formación; y establecer 
articulaciones con el resto del sistema educativo para dar continuidad, ampliar y 
profundizar la formación y generar así las condiciones favorables para que todos 
ejerzan el derecho a la educación, no importando su edad ni condición previa.
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3. Avanzar desde enfoques homogéneos y estandarizados hacia 
políticas educativas integrales que consideren la diversidad con 
cohesión social

La mayoría de sistemas educativos ha tenido una visión de la educación basada en la 
homogeneidad, expresada en el currículo, la evaluación, los materiales, los modelos de gestión 
y la asignación de recursos, entre otros aspectos. La lógica que suele seguirse es la de plani-
ficar para un supuesto alumno y contexto “promedio”, definiendo, en un segundo momento, 
programas o estrategias focalizadas para aquellos colectivos cuyas diferencias no encuentran 
respuesta en las políticas estandarizadas. Estos programas, en muchas ocasiones son periféri-
cos y no están articulados entre sí ni con las políticas de carácter general, lo cual aumenta la 
discriminación de los alumnos que forman parte de ellos. 

Las políticas de equidad están condicionadas por la concepción que se tenga de las 
diferencias. Si éstas se consideran como algo que se desvía de la “norma o lo frecuente”, los 
programas o estrategias que se definen están orientados a compensar lo que “les falta” a ciertos 
grupos o individuos (pobres, indígenas) entregándoles ayudas “extras” para llegar a un punto 
equiparable con respecto a quienes no tienen ese “déficit”. Esta perspectiva ha dado lugar a 
estrategias focalizadas o programas compensatorios, e incluso a servicios segregados, que no 
garantizan la equidad dada la magnitud de las desigualdades en la región y la gran diversidad 
que la caracteriza. 

Una concepción distinta es considerar que las diferencias son inherentes a la naturaleza 
humana, es decir, que están dentro de “lo normal” y, por tanto, han de ser consideradas, desde 
el inicio, en el diseño de políticas generales. Este modo de operar no sólo reducirá la necesidad 
de desarrollar programas focalizados, sino que permitirá que las estrategias para atender nece-
sidades muy específicas estén articuladas en un marco general de atención a la diversidad. 

Ofrecer una educación de calidad sin distinción de ninguna naturaleza implica transitar 
desde un enfoque homogeneizador en el que se ofrece lo mismo a todos, que suele reflejar las 
aspiraciones de las culturas y sectores dominantes, hacia uno que considere la diversidad de 
identidades, necesidades y capacidades de las personas, y que valore las diferencias como algo 
que enriquece los procesos de enseñanza y aprendizaje. Uno de los principios adoptados en el 
PRELAC para lograr cambios sustantivos en educación es, precisamente, pasar de un enfoque 
homogéneo a uno basado en la diversidad. 

En este tránsito hay que tener cuidado en no exacerbar las diferencias culturales o de 
otro tipo, porque puede conducir a la intolerancia, la exclusión, la violencia o a justificar las 
desigualdades como consecuencia de las disparidades; situaciones que intensificarían la actual 
fragmentación social y cultural que caracteriza a las sociedades y escuelas de la región. 

La pregunta es ¿cómo lograr una educación común que respete el principio de equi-
dad y que valore las diferencias, sin caer en opciones excluyentes o de desigual calidad? Los 
sistemas educativos han de dar una respuesta equilibrada a este doble desafío, asegurando 
unos fines y aprendizajes comunes para todos que aseguren la igualdad de oportunidades, 
pero dando, al mismo tiempo, una respuesta diferenciada para equiparar los resultados. Las 
evaluaciones nacionales que se llevan a cabo en los países, son de utilidad para identificar en 
qué medida la población escolar está alcanzando los aprendizajes comunes establecidos en el 
currículo escolar, identificando las posibles brechas o rezagos que es preciso atender de forma 
prioritaria para asegurar la igualdad de oportunidades. Estas evaluaciones, sin embargo, no dan 
cuenta de la diversidad, como se verá en la recomendación referida a la evaluación.

La atención a la diversidad y la equidad requieren medidas de carácter general para 
todos: la diversificación de la oferta educativa, con diferentes modalidades y trayectorias de 



91

aprendizaje equivalentes en calidad; adaptaciones curriculares; diversidad de textos que sean 
pertinentes a las diferentes culturas y no contengan estereotipos de ningún tipo; educación 
intercultural para todos; certificación de estudios; extensión de la jornada escolar y calendarios 
escolares flexibles según zonas y necesidades; docentes preparados para trabajar en diferentes 
contextos y con distintos colectivos; incentivos para docentes que se desempeñan en contextos 
difíciles; y redistribución de la inversión en educación. 

A pesar de tener en cuenta la diversidad en las políticas generales, es necesario con-
siderar algunos elementos específicos para asegurar a determinados colectivos el derecho a 
una educación de calidad en igualdad de condiciones: 

(i) diversidad cultural y diversidad lingüística. Aunque en los últimos años ha habido 
un progresivo reconocimiento de estas diferencias, es preciso hacer mayores esfuer-
zos para asegurar una educación bilingüe y un conocimiento en profundidad de la 
cultura propia para las poblaciones indígenas en los diferentes niveles educativos, 
además de promover una educación intercultural para todos. Hay que garantizar 
el aprendizaje en la lengua materna, para que los alumnos puedan desarrollar las 
competencias de una ciudadanía local y global, así como construir su identidad. Lo 
anterior exige formar maestros que hablen la lengua materna de los estudiantes y 
entiendan la cosmovisión local, desarrollar materiales didácticos pertinentes desde 
el punto de vista cultural y ampliar su acceso a las TIC.

(ii) Zona de residencia. Las áreas periféricas de las ciudades albergan cada vez más a 
poblaciones en situación de gran vulnerabilidad social y con servicios muy precarios. 
Esto obliga a que el Estado proporcione mayores recursos financieros y materiales 
que reviertan esta situación, articulando diferentes servicios que puedan colaborar 
con las escuelas en la atención integral de las necesidades de los estudiantes y 
sus familias. El desarrollo de proyectos educativos institucionales que empoderen 
a las comunidades y la movilización de recursos humanos calificados -maestros y 
otros- son factores esenciales. El desarrollo de proyectos específicos por parte de 
las ONG puede ser una estrategia muy positiva a condición de que su acción esté 
al servicio de los proyectos educativos de las escuelas y no a la inversa. 

 En las zonas rurales, donde suelen concentrarse las poblaciones originarias y las de 
mayores índices de pobreza, hay un buen número de escuelas multigrado con una 
marcada heterogeneidad y en una situación de gran aislamiento. La zona rural es, 
en muchos países, el comienzo natural de la carrera de los docentes, por lo que 
este aislamiento les dificulta adquirir mayor experiencia al no tener oportunidad 
de compartir con otros colegas ni de actualizarse, como los que viven en las zonas 
urbanas (Weinschelbaum, S y otros �999). 

 Asegurar una educación de calidad requiere el desarrollo de políticas de formación 
inicial y en servicio, que preparen a los docentes para trabajar en estos contextos, 
así como un régimen laboral para que aquellos con más experiencia se desempeñen 
en el ámbito rural, desarrollando sistemas de apoyo a la labor docente a través de 
asesoramiento pedagógico, acceso a Internet, encuentros y pasantías. 

 Las propuestas curriculares en estos contextos deben rescatar los saberes locales, 
desarrollando al mismo tiempo las competencias para la ciudadanía mundial, po-
tenciando las condiciones productivas de la localidad. En la zona rural, la escuela 
es un núcleo vital de la comunidad, por lo que hay que promover su apertura para 
otras actividades que contribuyan a elevar el nivel educativo de la población y el 
desarrollo de la cultura local. Es preciso, finalmente, producir materiales didácticos 
a partir de la realidad de los grupos de escuelas rurales, no sólo en función de su 
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realidad, sino también por lo que significa trabajar con alumnos de diferentes 
edades y niveles de aprendizaje. 

(iii) Género. Las políticas educativas han de incluir un enfoque de género en todas las 
etapas educativas: diseño de objetivos, currículo, estrategias y materiales educa-
tivos. Los países tienen que desarrollar mecanismos de seguimiento para evaluar 
continuamente la introducción del enfoque de género en la educación, definiendo 
indicadores que permitan identificar los avances y dificultades y revisar las estra-
tegias adoptadas. Según los contextos, los mecanismos de seguimiento pueden 
tomar diversas formas, institucionales a nivel ministerial o intersectoriales.

(iv) diferencias individuales. Cada persona tiene diferentes capacidades, motivaciones, 
intereses y ritmos de aprendizaje, que hacen que este proceso sea único e irrepetible. 
La atención a estas diferencias, que se dan en el interior de cualquier colectivo, 
supone personalizar las experiencias comunes de aprendizaje, adaptando el currículo 
y la educación a las necesidades de cada uno, utilizando una variedad de estrategias 
de enseñanza y de evaluación y usando materiales diversos. La preparación de los 
docentes para trabajar con grupos diversos constituye un imperativo para romper 
con la enseñanza transmisora, que es una de las causas que genera dificultades de 
aprendizaje y de participación.

(v) necesidades educativas especiales. Por ser el sector más excluido es urgente 
lograr el pleno acceso de estas personas a la educación y fortalecer los procesos de 
integración a la escuela común, creando las condiciones para que ésta sea capaz 
de atender sus necesidades de desarrollo y aprendizaje, proporcionando recursos y 
profesionales de apoyo que colaboren con los docentes en su atención. La progresiva 
transformación de los centros de educación especial en centros de recursos para 
las escuelas comunes puede contribuir a lograr tal objetivo. Es esencial, asimismo, 
contar con información relevante que permita la toma de decisiones de políticas 
educativas en relación con este colectivo, tanto en lo que se refiere al acceso y 
a la continuidad de estudios, como a sus logros de aprendizaje, ya que no suelen 
estar considerados en los procesos de evaluación estandarizada ni en los estudios 
sobre la calidad de la educación.

4. enfatizar las políticas destinadas a garantizar la inclusión

El problema más importante que enfrenta la región no es tanto el acceso, sino la 
permanencia en el sistema educativo. En el capítulo anterior, se señalaba que la pérdida de 
recursos financieros a causa de la repetición podía estimarse en alrededor de ��,� mil millones 
de dólares anuales (UNESCO, 2007a) del total de los recursos destinados a la educación pú-
blica en la región. Esta pérdida de recursos es inaceptable considerando que no hay evidencia 
consistente que permita sostener que la repetición mejora los aprendizajes; y, por el contrario, 
la evidencia muestra que contribuye a la deserción. 

Existen experiencias educativas en las que no hay repetición, porque los niños van 
progresando según su propio ritmo y nivel de aprendizaje. Del mismo modo, en algunos 
países se ha eliminado la repetición, al menos en los primeros grados. Aunque esto no es una 
solución, pues muchas veces los alumnos van pasando de grado sin adquirir las competencias 
más básicas que les permitan seguir aprendiendo.

La repetición y deserción suelen ser la consecuencia de no atender debidamente las 
necesidades individuales de aprendizaje, que terminan convirtiéndose en dificultades a causa 
de una enseñanza inadecuada. La falta de pertinencia de las experiencias educativas para los 
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alumnos que provienen de culturas distintas a la escolar o que tienen necesidades educativas 
especiales, excluye a muchos de las oportunidades educativas. 

Revertir esta situación requiere llevar a cabo un conjunto de acciones que superan al 
sector educativo, debido a que los alumnos llegan en situación muy desigual a la escuela. A 
la educación y a las escuelas les corresponde reducir o eliminar las condiciones del sistema 
escolar que impiden la igualdad en el acceso a los conocimientos. Pero, al mismo tiempo, es 
preciso desarrollar políticas económicas y sociales que aborden las causas que generan la des-
igualdad de origen de los alumnos, como las estrategias orientadas a mejorar las condiciones 
de vida de los estudiantes: programas de salud, alimentación escolar, generación de actividades 
productivas y microcréditos. 

En lo educativo, algunas acciones a desarrollar son las siguientes:

(i) dar prioridad en el acceso a los programas de educación y cuidado de la 
primera infancia a los niños y niñas en situación de vulnerabilidad para com-
pensar lo más tempranamente posible su situación de desigualdad. Las diferentes 
políticas de equidad que se desarrollan en la región no están teniendo el impacto 
deseado en lograr mejores resultados de aprendizaje en los alumnos, porque éstos 
llegan en condiciones muy desiguales a la escuela.

 Junto con la política de entregar recursos adicionales a las escuelas y programas 
que más los necesitan, resulta imprescindible considerar otros ámbitos de la acción 
pública destinados a prevenir las exclusiones. En este sentido, las políticas men-
cionadas para las poblaciones rurales y originarias, además de tener un fin en sí 
mismas en lo referido al ejercicio de derechos, también cumplen un rol preventivo 
de las exclusiones.

(ii) escuelas con aulas diversificadas, en las que los docentes tengan la capacidad 
de ir administrando situaciones de aprendizaje adaptadas a las necesidades espe-
cíficas de pequeños grupos y de alumnos individuales, respetando sus ritmos de 
aprendizaje. También es necesario contar con equipos de profesionales actuando al 
unísono con un mismo grupo y una mayor división técnica del trabajo en las aulas 
con profesores, asistentes, profesores de apoyo o alumnos de pedagogía en práctica. 
Los problemas a resolver para ir generalizando modelos de este tipo son varios: la 
capacidad técnica de los docentes para trabajar las aulas diversificadas; aulas muy 
numerosas que dificultan el trabajo individual y en grupos; y escasez de materiales 
que impide que puedan ser utilizados por los diversos grupos simultáneamente.

(iii) sistemas de apoyo para la identificación y atención de las dificultades de 
aprendizaje. Otra medida de carácter preventivo es el desarrollo de sistemas de 
apoyo que puedan colaborar con las escuelas y programas en la identificación y 
atención precoz de las dificultades de aprendizaje de los alumnos, que suelen ser 
consecuencia de una mala enseñanza. La mayoría de los países cuenta, en mayor 
o menor medida, con profesionales que pueden desarrollar esta función: equipos 
interdisciplinarios, psicólogos, docentes de educación especial, terapeutas de len-
guaje, trabajadoras sociales u orientadores. Algunos están incorporados de manera 
permanente en la escuela, otros atienden varias escuelas de manera itinerante y 
otros actúan desde una perspectiva sectorial. 

 Un sistema de apoyo efectivo es aquel que combina la existencia de centros de 
recursos sectoriales con apoyos fijos en aquellas escuelas cuya población escolar 
tiene mayores necesidades, involucrando también la participación de otros sectores 
como salud y bienestar social. En la medida que se va transformando la pirámide 
poblacional, un determinado número de docentes se puede reconvertir en pro-
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fesionales de apoyo y ser destinados a aquellas escuelas que más los requieran. 
En otros casos, será necesaria la participación de profesionales especializados que 
puedan colaborar con docentes y familias para que sean cada vez más capaces de 
dar respuesta a las necesidades de sus alumnos e hijos. 

(iv) Una laptop por alumno como recurso educativo para el aprendizaje y la equi-
dad. Una nueva ventana de oportunidad se está abriendo en materia de uso de las 
tecnologías de información para la educación pública en los países de la región. 
Ésta tiene que ver con la aparición de las computadoras de bajo costo, conocidas 
como OLPC (por sus siglas en inglés: “One Laptop per Child”), junto con la disemi-
nación comercial de los sistemas de comunicación por microondas y cable, para 
teléfonos celulares, TV e Internet2. Las políticas públicas en educación deberían 
tener como horizonte de mediano plazo lograr una computadora por alumno a fin 
de mejorar la calidad de los aprendizajes, priorizando las escuelas localizadas en 
las zonas urbanas y rurales de menor desarrollo, con el fin de contribuir a cerrar la 
brecha digital. Para esto, se deben hacer las inversiones necesarias, tanto para la 
adquisición de los equipos como para la instalación de sistemas de comunicación 
apropiados en dichas zonas.

5. distribución equitativa de recursos para una escuela pública 
gratuita y de calidad para todos

Los esquemas actuales de financiamiento y de gestión de los recursos públicos destina-
dos a la educación muestran serias limitaciones, que es preciso enfrentar para asegurar el de-
recho de todos a una educación de calidad. Esto implica acciones en los siguientes terrenos:

(i) En primer lugar, asegurar los recursos necesarios para dicha garantía del derecho. 
Esto supone, por su parte, desarrollar investigaciones que permitan determinar 
costos unitarios que se correspondan con la diversidad de situaciones existentes 
a efectos de contar con estimaciones certeras de necesidades y, con ello, poder 
superar esquemas de asignación basados casi exclusivamente en los compor-
tamientos pasados. Asimismo, hace necesario movilizar las distintas fuentes de 
recursos disponibles, previniendo los potenciales efectos perversos que esto pueda 
tener sobre la equidad, y aumentar la prioridad asignada a la educación en los 
presupuestos públicos. 

 Debe tenerse presente que el gasto público representa el grueso del financiamiento, 
lo que hace insoslayable abordarlo como el elemento crítico. Esto implica consi-
derar que las políticas en favor de la educación no pueden descansar en proyec-
tos o programas específicos de corta duración y de peso relativo marginal en el 
presupuesto del sector –y que han tendido a desarrollarse a partir de estructuras 
organizativas paralelas a las regulares con impactos negativos sobre el necesario 
fortalecimiento institucional–, sino que es necesario movilizar el conjunto del 
financiamiento público para que el Estado cumpla su rol garante del derecho. Esto 
tiene implicaciones sobre los regímenes de distribución territorial actuales así como 
sobre la regulación laboral vigente, que es necesario encarar desde el convenci-
miento que una redistribución equitativa de los recursos públicos en función de las 
necesidades de los estudiantes y de los contextos es imprescindible para responder 

2 El incremento de ofertas de empresas de telecomunicación ha reducido costos y diseminado las señales en zonas 
rurales alejadas. El siguiente paso, indispensable para sacar provecho educacional a las inversiones realizadas en 
telecomunicaciones, es instalar (“iluminar”) sistemas de redes locales inalámbricas (conocidas como Wi-Fi) para 
conectar las computadoras portátiles.
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a la diversidad y garantizar así la existencia de una escuela pública gratuita que 
brinde una educación de calidad a todos. La redistribución con equidad no es un 
tema que viene por añadidura a las políticas de financiamiento, sino que debe 
estar en el centro de la definición de éstas. 

(ii) En conexión con lo anterior, la condición de gratuidad de la escuela pública 
necesita ser seriamente considerada. El concepto que equipara gratuidad sólo a 
la ausencia de aranceles, resulta claramente insuficiente y tiene efectos funestos 
sobre la equidad. Se requiere identificar y analizar las diversas necesidades de las 
personas y cuáles son los costos diferenciados de una educación de calidad. Este 
es un elemento clave a considerar, para que los costos directos, indirectos y de 
oportunidad sean adecuadamente ponderados a la hora de definir qué significa 
gratuidad plena en cada caso. Éste, además, es un terreno en el que la regulación 
y supervisión estatal resulta imperativa para prevenir situaciones arbitrarias. 

 Para asegurar los niveles de asignación necesarios es preciso mejorar también la 
eficiencia actual del gasto. La situación actual tiene impactos negativos de importan-
cia sobre el volumen de recursos disponibles, sobre las trayectorias educativas y, por 
último, sobre la legitimidad de demandar mayores recursos. Las mejoras sustantivas 
en la eficiencia son un imperativo que no puede seguir posponiéndose. 

(iii) Un tercer campo de actividades consiste en crear una gran pacto nacional por la 
educación que permita incrementar los recursos asignados al sector, tanto por la vía 
de la asignación como por la del incremento de los recursos públicos –a través de 
un pacto fiscal (CEPAL, �998)-, así como impulsar las transformaciones necesarias 
en los aspectos normativos y regulatorios que introducen rigidez e ineficiencia y 
que, por lo mismo, socavan la prestación del servicio educativo. 

 Lo anterior implica definir con precisión la manera cómo las políticas de financia-
miento han de conducirse de cara a las transformaciones de la gestión mencionadas 
en el punto anterior. ¿Cuáles son los roles específicos que cada ámbito de la gestión 
estatal juega en la asignación y posterior ejecución de los recursos públicos?

 Particular atención debe prestarse al ajuste en la distribución de la inversión pública 
entre los diferentes niveles educativos. La oportunidad que brinda la situación 
demográfica junto con los progresos alcanzados en la educación primaria debe ser 
intensamente aprovechada. Al mismo tiempo, un mayor desarrollo de esquemas 
de crédito para estudios de educación superior puede permitir un incremento de 
los recursos públicos necesarios en los niveles anteriores, en especial en aquellos 
obligatorios y en la educación pre-escolar, por su inmensa importancia para la 
equidad.

6. mejorar el balance en la asignación de tareas y 
responsabilidades entre los diferentes niveles de gestión, 
fortaleciendo el protagonismo de los actores locales

Los sistemas educativos han sido construidos y operan mayoritariamente con base a 
esquemas de gestión centralizados, en los que las instancias centrales (nacionales y/o estaduales 
o provinciales) deciden sobre los aspectos sustantivos de la operación del sistema, mientras 
que las instancias intermedias y locales (incluyendo a los propios centros y comunidades 
educativas) juegan roles pasivos centrados en la implementación de las decisiones tomadas 
en los niveles superiores del sistema.
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Estos esquemas no han podido asegurar que los diversos actores acepten decisiones 
ajenas de la manera esperada. Esto no es un problema operacional, sino que revela la propia 
naturaleza compleja de los asuntos humanos, especialmente cuando se trata de escalas como 
las implicadas en los sistemas educativos –gran número de instituciones educativas con 
innumerables personas involucradas en cada espacio local, donde se juegan los procesos de 
aprendizaje y desarrollo de los estudiantes.

Cada escuela es un mundo de diversidad, y los sistemas educativos se componen de un 
número inmenso de estos múltiples y diversos mundos, lo que hace imposible que los gestores 
centrales puedan conducirlo de manera única hasta en sus más mínimos detalles, confiando en 
esquemas de ingeniería social irrealizables. El costo principal de estas políticas es, justamente, 
los problemas de implementación, ya que los agentes locales comprueban su desajuste con 
las realidades específicas.

La solución a este tipo de problemas pasa por liberar y estimular las capacidades de las 
personas implicadas y no por limitarlas burocráticamente. El Estado regula el espacio en el que 
los sujetos, en pleno ejercicio de su libertad y responsabilidad, desarrollan sus acciones. Ante 
un sistema de la complejidad del educativo se requiere liberar las fuerzas vitales existentes, y 
confiar en las personas de un modo que, además, contribuya a formar ciudadanos.

Es preciso pasar de un énfasis en políticas educativas nacionales o subnacionales que 
han de implementarse a nivel local, a uno que también habilite a los actores locales para que 
tomen las decisiones que afectan a las instituciones educativas, a partir de su propio cono-
cimiento y anclaje en la realidad de las personas a las que la escuela sirve. Es decir, combinar 
estrategias de arriba-abajo y de abajo-arriba.

En los últimos años, se han verificado esfuerzos destinados a dotar a las escuelas de 
una mayor autonomía; sin embargo, han surgido dificultades que refuerzan la necesidad de 
pensar en un mejor balance en la asignación de responsabilidades y recursos entre los distintos 
niveles de la gestión educativa.

Entre las dificultades centrales pueden mencionarse: 

• Autonomía sin los recursos materiales y técnicos necesarios para la gestión. Esto 
deriva en el abandono a su suerte de las instituciones educativas, las que, finalmente, 
dependen de los recursos que puedan movilizar en el plano local, de tal modo que 
tienden a reproducirse las desigualdades sociales pre-existentes.

• Autonomía sin delegación real de facultades sustantivas, lo que conduce a mayores 
frustraciones al no afectarse aspectos medulares o encontrarse trabas para iniciati-
vas propias, y/o poner el foco de la gestión local en aspectos marginales carentes 
de mayor relevancia e impacto. Asimismo, la autorización para la generación de 
“recursos propios” introduce problemas vinculados con la equidad ya que, en último 
término, la capacidad de generación de recursos es proporcional a la riqueza de la 
comunidad en la que opera, de manera que quienes mayores recursos necesitan 
son los que tienen menores posibilidades de obtenerlos.

• Autonomía sin suficientes mecanismos de regulación y transparencia democrática 
en los procesos de gestión local. Esto deviene, en ocasiones, en ejercicios arbitra-
rios o irregulares de las facultades delegadas. El manejo de recursos financieros y 
contrataciones precisa estar acompañado de capacidades reales de control de la 
gestión de dichos recursos que, en definitiva, son públicos. Estos casos no inva-
lidan la necesaria habilitación de la gestión local -confiando en que las mejores 
decisiones son las tomadas por los directamente implicados-, sino muestran que 
es necesario establecer un adecuado balance de funciones y responsabilidades 
entre las diferentes instancias de la gestión educativa, combinando elementos de 
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gestión “desde abajo” con aquellos que necesariamente deben establecerse “desde 
arriba”. 

Una adecuada habilitación en el nivel local ha de acompañarse de la conservación en 
el nivel central (nacional o subnacional) de tareas sólo realizables de modo efectivo en dicho 
ámbito, como:

(i) El establecimiento de objetivos educativos nacionales que den las pautas para que 
se brinde una educación de calidad para todos, independiente de quien gestione 
el servicio educativo.

(ii) La regulación (para cerrar los espacios a la arbitrariedad).

(iii) La asignación de recursos de modo proporcional a las necesidades (para prevenir 
la reproducción de las desigualdades).

(iv) La dotación del respaldo técnico y administrativo que garantice que junto a las 
facultades, existan las capacidades y los recursos para ejercerlas.

(v) La supervisión y el monitoreo que permitan identificar si el conjunto del país avanza 
hacia la garantía del derecho a la educación, y si existen espacios de rezago en los 
que es preciso una acción más decidida que, incluso, podría requerir un esfuerzo 
adicional de acompañamiento de las instancias centrales.

(vi) La articulación de los diferentes programas o acciones que buscan intervenir en 
los espacios locales para garantizar la no duplicidad de esfuerzos y la convergencia 
de los mismos.

7. Políticas integrales para el fortalecimiento de la profesión 
docente 

No hay posibilidad de un ejercicio pleno del derecho a la educación sin cambios sus-
tantivos en las políticas docentes que apunten a la modificación del rol y la carrera profesional, 
para centrarla en una enseñanza efectiva, que genere las condiciones adecuadas para que los 
estudiantes ejerzan su derecho de aprender. Estas modificaciones serán viables en la medida 
que se transforme también la cultura de las escuelas y los currículos escolares. 

Por múltiples razones, la carrera magisterial enfrenta una pérdida de prestigio que 
hace poco atractivo el ingreso a ella de jóvenes talentosos y con vocación de servicio público. 
A muchos gremios de maestros se les critica su excesivo corporativismo, debido a que a me-
nudo centran sus demandas en la mejora de condiciones salariales, que tienden a rechazar las 
evaluaciones sobre su desempeño profesional y que no parecen seriamente comprometidos 
con el mejoramiento de los aprendizajes de sus estudiantes, al no responsabilizarse por los 
bajos rendimientos escolares. El malestar de los docentes se ha transformado también en un 
malestar hacia los docentes. 

Gran parte de esta situación se debe a que las políticas magisteriales no han sido 
suficientemente efectivas, integradas, articuladas y no han tenido una visión que apunte a 
la formación de profesores con un fuerte contenido ético y profesional, de modo de hacerse 
cargo de los resultados de aprendizaje de sus estudiantes y rendir cuentas a la comunidad y 
al país de su trabajo profesional. 

Las políticas sobre docentes, como se ha comentado, deben ser de Estado, integrales, 
sistémicas e intersectoriales.  Aquí se presentan algunos aspectos más concretos de las políticas 
generales, ya que el tema docente se aborda en otras recomendaciones, especialmente en las 
referidas a la transformación de las escuelas. 
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(i) Crear y fortalecer sistemas articulados de formación inicial, inserción a la 
profesión y desarrollo profesional docente. Es necesario articular enfoques, 
procesos, estrategias y responsabilidades de las instituciones que se ocupan de la 
formación inicial y formación en servicio de los docentes, tanto del sector público 
como privado, para asegurar los siguientes aspectos:

• Que todos los egresados de las instituciones de formación inicial adquieran 
una sólida base de conocimientos y una ética profesional comprometida con 
el derecho a una educación de calidad. Debe prestarse una atención especial 
al desarrollo de competencias para atender la diversidad en las aulas, trabajar 
en equipo, para la investigación y la reflexión sobre la práctica. Las propias 
instituciones de formación deben ser espacios participativos, interculturales 
y abiertos a la diversidad, preparando docentes que sean capaces de enseñar 
en diferentes contextos y realidades.

• Atender las demandas del sistema para contar con docentes en las especiali-
zaciones en las cuales hay escasez: ciencias, educación técnica, educación de 
jóvenes y adultos e idiomas extranjeros, entre otras.

• La formación en servicio debe estar articulada con la formación inicial y los 
programas de inserción de los jóvenes maestros en la profesión. Sus enfoques, 
niveles, áreas de desarrollo y metodología deben ser coherentes con las orien-
taciones nacionales, las demandas de las reformas educativas y las necesidades 
de los docentes y las escuelas. 

• Establecer procesos y mecanismos para garantizar la calidad de la formación 
y el desarrollo profesional de los docentes. Los gobiernos han de asegurar sis-
temas, procesos y mecanismos transparentes de evaluación y acreditación de 
las instituciones y programas, así como de certificación de las competencias 
de sus egresados. Estos procesos deben estar a cargo de organismos idóneos, 
con credibilidad ante la sociedad, cuyos informes sean utilizados para la mejora 
permanente de la calidad de la docencia. 

• Diseñar y ejecutar programas de tutoría para apoyar a los maestros principiantes 
a enfrentar el trabajo en las escuelas, mejorar su desempeño y fortalecer los 
centros educativos como espacios para el desarrollo profesional. El éxito de 
estos programas depende de la posibilidad de contar con un equipo de mentores 
o tutores preparados para estas tareas, y de la participación de instituciones 
académicas de alto nivel.

(ii) Fortalecer el papel de la escuela como centro para la formación, el desarro-
llo profesional y la evaluación docente. La escuela es la unidad natural para 
la formación inicial y la superación profesional de los docentes. Es necesario 
establecer orientaciones y mecanismos para que las instituciones de formación 
inicial fortalezcan alianzas con los equipos docentes y directivos de los centros 
educativos, y los incorporen a la formación de los nuevos maestros. Estrategias 
de esta naturaleza dinamizan el trabajo de la escuela, promueven la investigación 
y reflexión sobre las prácticas educativas, y convierten a los centros escolares en 
generadores de conocimiento pedagógico. Asimismo, es una oportunidad para las 
instituciones formadoras de contar con escuelas de diversa naturaleza (rurales, 
unidocentes, pluridocentes, etc.), que faciliten el desarrollo de competencias en los 
futuros profesionales para su desenvolvimiento en contextos diversos y en zonas 
vulnerables.
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(iii) Fortalecer sistemas de carrera docente interrelacionados con la evaluación, 
el desarrollo profesional y las remuneraciones. Atraer y retener a los mejores 
profesionales para la docencia es un requisito fundamental para asegurar una edu-
cación de calidad. Un sistema articulado de carrera, evaluación y remuneraciones 
permitirá ofrecer las condiciones de trabajo que los profesores requieren para 
un buen desempeño laboral. Énfasis especial merece la creación de mecanismos 
de apoyo y estímulo para que los mejores profesionales se desempeñen en los 
contextos y escuelas con mayores necesidades. La evaluación debe extenderse al 
conjunto del sistema educativo, asociada con la práctica democrática de rendir 
cuentas a la sociedad sobre un bien público y, como uno de los mecanismos para 
velar que los funcionarios ministeriales, supervisores, directivos y docentes cumplan 
sus responsabilidades con el aprendizaje de los alumnos.

(iv) establecer y fortalecer políticas de remuneraciones e incentivos asociados al 
desarrollo profesional y a la carrera. Los gobiernos deben garantizar un salario 
digno para los profesores, en el marco de sistemas de remuneraciones transparentes 
y equitativos. Es importante avanzar en procesos consensuados y sostenidos para 
definir un sistema de remuneraciones e incentivos que sea efectivo, estimulando 
la superación profesional, promoviendo que los mejores docentes se desempeñen 
en las escuelas con mayores necesidades, valorando y reconociendo los logros de 
las escuelas y docentes destacados, y contribuyendo a que la docencia se convierta 
en una carrera atractiva.

(v) desarrollar programas intersectoriales y sectoriales que contribuyan a crear 
condiciones adecuadas de trabajo y al bienestar personal de los docentes. La 
satisfacción personal y profesional es un factor que estimula el buen desempeño. 
Es preciso potenciar acciones como el acceso a servicios especializados de salud, 
sistemas de crédito preferencial, actividades culturales, o provisión de vivienda 
en el caso de zonas rurales o de especial dificultad, entre otras. Estas acciones 
deberán promoverse en alianza con los sectores públicos y privados involucrados, 
en el marco de acciones integrales y concertadas para el fortalecimiento de la 
profesión docente y la mejora de su calidad de vida.

(vi) Crear y fortalecer capacidades político-técnicas en los países para la formu-
lación de políticas integrales e intersectoriales para la profesión docente. Es 
necesario un cambio profundo en la naturaleza de las políticas para la profesión 
docente, así como en su proceso de diseño y desarrollo. Este desafío requiere crear 
capacidades político-técnicas en los países, formando líderes que contribuyan a 
colocar el tema docente en las agendas de política de los diferentes sectores, pro-
moviendo el diálogo y la concertación de acciones. Es necesario fortalecer alianzas 
y redes nacionales e internacionales, para aprovechar los logros y experiencias 
existentes y establecer cuáles son los mejores caminos a seguir en cada país.

8. diseño y desarrollo de currículos relevantes y pertinentes para 
todo el alumnado

Las reformas educativas emprendidas en la región durante las dos últimas décadas 
han contemplado como uno de sus elementos fundamentales el diseño de nuevas propuestas 
curriculares, que han incorporado nuevos enfoques y contenidos de aprendizajes. Sin embargo, 
las evaluaciones nacionales e internacionales han mostrado que éstas no se han traducido 
en una mejora sensible en los niveles de aprendizajes ni en la equidad de los resultados. Este 
hecho confirma que la solución no depende solamente del diseño de nuevos currículos, sino 
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de crear las condiciones que permitan su concreción en las aulas y la transformación de las 
prácticas educativas para que se generen más y mejores aprendizajes. 

La lógica que suele seguirse en los países, especialmente cuando ocurren cambios en la 
administración, es la de elaborar nuevos currículos cuando los anteriores todavía no han sido 
apropiados por los docentes o no han llegado a implementarse en su totalidad. Estos diseños 
suelen añadir nuevos contenidos de aprendizaje, sin que, en la misma medida, se eliminen 
otros, resultando ello en un obstáculo para la calidad de la educación y para seguir avanzando 
hacia una educación inclusiva. 

Revertir esta lógica supone prestar mayor atención a los procesos de desarrollo 
curricular en los diferentes niveles del sistema, y considerar los diseños curriculares como 
elementos abiertos y dinámicos que deben ser actualizados de forma permanente, sometiendo 
a evaluación lo que se ha hecho hasta el momento, en lugar de realizar cambios radicales con 
cada nueva administración. Para ello, deben contemplarse mecanismos de largo plazo, que 
permitan la revisión y actualización de los currículos, promoviendo la participación de los 
docentes y otros actores sociales con el fin de concertar cuáles han de ser los aprendizajes 
comunes para todos y cuáles los espacios para la diferenciación. Diseño y desarrollo curricular 
son, por tanto, dos elementos estrechamente relacionados; por una parte, cualquier propuesta 
debe considerar las condiciones para su desarrollo, la cual tendrá concreciones muy distintas 
en cada realidad; y, por otra parte, el desarrollo curricular se debe convertir en fuente de in-
formación fundamental para redefinir los diseños curriculares. 

La selección de los aprendizajes esenciales que han de formar parte de la educación 
escolar, especialmente de la obligatoria, es una tarea urgente y prioritaria dada la sobrecarga que 
caracteriza a la mayoría de los currículos de la región. No se puede enseñar en la escuela todo 
lo que se exige, ni todo lo que sería deseable que los alumnos aprendieran. La decisión sobre 
cuáles son los aprendizajes básicos o fundamentales debe realizarse analizando de qué manera 
contribuyen a alcanzar los fines de la educación y buscando un equilibrio entre las demandas 
sociales –mundiales y locales- y las derivadas del desarrollo personal. Es importante considerar 
aprendizajes que aseguren el desarrollo de todas las capacidades y de las múltiples inteligencias, 
ya que suele prestarse mayor atención a las de tipo cognoscitivo que a las de tipo emocional 
o social, que son esenciales para el desarrollo integral y la inserción en la sociedad. 

La revisión y actualización de los currículos debe prestar especial atención a aquellas 
competencias esenciales para el ejercicio de la ciudadanía; la inserción en la actual sociedad 
del conocimiento, signada por la rapidez de los avances científicos y tecnológicos; el desarrollo 
del proyecto de vida y la construcción de una ética personal y social basada en la comprensión 
y adhesión a los derechos humanos; así como en el respeto y valoración de sí mismos y de los 
otros. Las competencias relacionadas con el aprender a ser y aprender a hacer han de ser objeto 
de especial atención porque son las menos desarrolladas en los currículos de la región. 

El currículo también debe ser pertinente para todas las personas y no sólo para aquellas 
que provienen de las clases y culturas dominantes, lo cual supone considerar, tanto en el diseño 
como en el desarrollo curricular, los siguientes aspectos:

(i) educación intercultural para todos y aprendizaje entre culturas: incorporación 
de aprendizajes que promuevan el respeto y la valoración de las diferencias, la com-
prensión de quién es el otro, la convivencia y la resolución pacífica de conflictos, 
entre otros.  

(ii) diseños abiertos y flexibles que puedan ser enriquecidos y adaptados a las nece-
sidades y características de las personas y los contextos en los que se desenvuelven. 
Este proceso requiere la existencia de tiempos no destinados a la labor de aula 
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que permitan a los equipos docentes reflexionar y tomar decisiones adecuadas a 
su realidad, y el desarrollo de normativas y orientaciones que les ayuden a realizar 
estos procesos.

(iii) Elaboración de materiales educativos que permitan la puesta en práctica de 
nuevos enfoques sobre el aprendizaje.

(iv) Procesos de formación sostenidos en el tiempo para que los docentes y otros 
profesionales desarrollen las competencias que involucran los procesos de diseño 
y desarrollo curricular.

(v) sistemas de asesoramiento para apoyar a los equipos docentes en los procesos 
de adaptación y enriquecimiento curricular. 

Las políticas curriculares requieren un nuevo modelo de escuela para tener impacto 
y lograr prácticas educativas renovadas que redunden en el aprendizaje de los alumnos. La 
transformación de la cultura y prácticas de las escuelas es un proceso lento y generalmente 
no coincidente con los tiempos políticos en que se enmarcan las reformas, lo cual produ-
ce una sensación permanente de frustración. Tal vez sea conveniente, como señala Dussel 
(2006), llevar a cabo análisis más acotados y de mediano plazo, para comprender cuáles son 
las transformaciones que se abrieron paso, en qué sectores, con qué suerte, y cómo todo ello 
permite ir construyendo escenarios distintos y viables para la implementación de las políticas 
educativas en la región. 

9. Políticas que tengan como centro la transformación de las 
escuelas para que sean más inclusivas y logren mayores 
aprendizajes

Las acciones orientadas a garantizar el derecho a una educación de calidad para to-
dos, fortaleciendo el rol del Estado, ampliando la participación, considerando la diversidad o 
redistribuyendo los recursos, son condiciones necesarias, pero no suficientes para el ejercicio 
del derecho a la educación. La verdadera garantía de este derecho se concreta en cada centro 
o programa educativo, incluyendo los centros académicos y aquellos que forman a los futuros 
docentes. Cada institución requiere transformarse, cambiar la mirada, las interpretaciones y 
las prácticas cotidianas. 

Ofrecer una educación de calidad que contenga las dimensiones descritas en el capítulo 
II, exige, por tanto, un nuevo modelo de escuela y el desarrollo de políticas que faciliten su 
puesta en práctica. Las experiencias que han tenido mayores logros educativos en la región 
han sido aquellas que han adoptado como principio la transformación de la escuela como 
globalidad, ya que los recursos adicionales no servirán de mucho si no se producen cambios 
en su cultura, su organización y sus prácticas. Cualquier innovación tiene que afectar a la es-
cuela en su conjunto para que sea significativa, tenga continuidad y produzca más y mejores 
aprendizajes en el alumnado.

Existe evidencia respecto del valor agregado por la escuela, en el sentido que ésta puede 
alterar -en medidas más o menos significativas- las variables sociales asociadas a los resultados 
de aprendizaje, a partir de sus propias propuestas y el desempeño de sus miembros. Según el 
estudio realizado por la UNESCO/OREALC (2002), las escuelas que marcan la diferencia se 
caracterizan por integrar en forma organizada y armónica los planes, la visión, los recursos y 
la adecuada interacción entre los actores educativos. 

¿Cuáles serían las principales señas de identidad de una nueva escuela para lograr lo 
expresado en este documento?



102

(i) Cultura inclusiva. Lograr que las escuelas sean realmente espacios de integración 
y no reproduzcan la segmentación social, hace necesario desarrollar políticas 
orientadas a ir creando las condiciones para que todas las escuelas, y no sólo 
algunas, acojan a todos los niños de su comunidad, eliminando cualquier forma 
de selección y discriminación. De esta manera se podrá revertir la situación actual, 
en la que aquellas escuelas que son más abiertas a la diversidad, concentran una 
población con necesidades educativas más difíciles de atender. Al respecto, es 
necesario revisar los actuales sistemas de incentivos a las escuelas con mejores 
resultados, porque competir por mejores puntajes conduce, en muchos casos, a 
excluir a aquellos estudiantes que “bajen” los promedios.  Además, este mecanismo 
fortalece a las escuelas que van mejor y no a las que más apoyo necesitan para 
lograr el aprendizaje de todos.

(ii) Cultura de participación. La participación es un derecho fundamental que se 
tiene que ejercer en el ámbito de la escuela. Asegurar este derecho implica que 
las escuelas ofrezcan múltiples oportunidades para que todos participen lo más 
posible del currículo y de las actividades escolares, así como establecer canales de 
gobierno democrático, de forma que toda la comunidad educativa, incluidos los 
estudiantes, esté involucrada en la toma de decisiones que le afecta, definiendo 
al mismo tiempo los deberes y responsabilidad de cada quien. 

(iii) Comunidades de aprendizaje y de colaboración. Las escuelas deberían ser es-
pacios de aprendizaje, no sólo para los alumnos, sino también para los docentes 
y familias. En una comunidad de aprendizaje todos comparten una visión y se 
comprometen con el cambio y proyecto educativo de la escuela. Una comunidad 
que aprende se preocupa de obtener información y analizarla colectivamente para 
la toma de decisiones, así como de generar conocimientos a través de procesos de 
evaluación, reflexión e investigación. La construcción de comunidades de apren-
dizaje requiere generar un ambiente de confianza propicio, en el que se fortalezca 
la autoestima y se tengan altas expectativas respecto al aprendizaje de todos.

 El trabajo cooperativo entre los diferentes actores es crucial para la conforma-
ción de comunidades de aprendizaje y de participación. La mejora de la práctica 
educativa hace necesaria una metodología en la que se aborden los problemas 
desde las distintas perspectivas que pueden aportar los actores, estableciéndose 
una relación de igualdad en cuanto al nivel de relación, pero complementaria y 
diferenciada en lo que se refiere a los aportes, experiencia profesional y formación 
de los implicados. 

(iv) Flexibilidad organizativa y pedagógica. Ofrecer una variedad de opciones equi-
valentes en calidad, para que la educación sea pertinente a las necesidades de las 
distintas personas y contextos, implica necesariamente una mayor flexibilidad 
organizativa en las escuelas y, por tanto, una mayor autonomía en las decisiones 
curriculares, las modalidades y los métodos de enseñanza, los horarios, la contra-
tación de personal, la adquisición de recursos materiales y los procedimientos de 
evaluación y de acreditación.

(v) Recursos humanos y materiales suficientes y equitativos para atender la 
diversidad de necesidades de aprendizaje del alumnado. Los equipos docentes 
necesitan apoyo para afrontar el desafío de ofrecer una educación de calidad a la 
diversidad del alumnado presente en sus aulas. Los sistemas educativos han de 
asegurar una distribución equitativa de los recursos materiales y humanos para 
que todos los alumnos puedan aprender, prestando especial atención a aquellos 
con mayores necesidades. 
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(vi) equipos docentes comprometidos con el aprendizaje de sus alumnos y con 
su desarrollo profesional. Cada docente aisladamente no puede satisfacer la 
diversidad de necesidades de aprendizaje de todo el alumnado. Es fundamental el 
trabajo colectivo y comprometido de todos, docentes y directivos, con los procesos 
de innovación y cambio educativo que redunden en un mejor aprendizaje de sus 
alumnos. Las políticas educativas han de facilitar espacios y tiempos que permitan 
a los equipos docentes reflexionar sobre su práctica e intercambiar experiencias. 
Sería también deseable fortalecer los procesos de formación centrados en la escuela, 
ya que esta estrategia ha mostrado ser muy valiosa para transformar la práctica 
y articular a los docentes en un proyecto educativo compartido que asegure la 
coherencia y continuidad del proceso de aprendizaje de los alumnos. Sin duda 
esta modalidad implica mayor tiempo para llegar a todos los profesionales, pero 
a la larga es la más efectiva para que se produzcan cambios significativos en las 
escuelas.

(vii) Liderazgo compartido. La capacidad de los equipos directivos para movilizar a los 
docentes, crear un buen clima, facilitar los procesos organizativos y curriculares, 
promover y sostener cambios educativos, son algunos elementos que pueden 
marcar la diferencia entre escuelas. Sin embargo, el liderazgo no debe recaer sólo 
en el director, porque las escuelas que logran buenos resultados se caracterizan por 
modelos de toma de decisiones que involucran a una mayor cantidad de actores 
de la comunidad escolar y por relaciones más horizontales y de complementarie-
dad entre directivos y docentes. Las políticas educativas han de asegurar que los 
directivos desarrollen las competencias necesarias para dar sentido y cohesión a la 
acción pedagógica del equipo docente, facilitar los procesos de gestión y cambio 
educativo y lograr un clima institucional armónico. 

(viii) Apertura de las escuelas a la comunidad y trabajo en red. Las escuelas han 
de abrir sus puertas a la comunidad ofreciendo su infraestructura y servicios para 
realizar actividades recreativas, culturales y de convivencia. Del mismo modo, las 
escuelas han de participar en las actividades que se desarrollen en el entorno y en 
la toma de decisiones que afectan a la comunidad, formando redes entre escuelas 
para intercambiar experiencias y generar conocimientos sobre la práctica educa-
tiva. La relación con la comunidad es esencial para aprovechar al máximo todos 
los recursos de la localidad que puedan contribuir a lograr el pleno desarrollo y 
aprendizaje de todos los alumnos. En el ámbito local, se concreta la articulación 
de las políticas intersectoriales que pueden contribuir a reducir las desigualdades 
de origen de los alumnos. 

(ix) escuelas autónomas con las competencias y los recursos necesarios para 
ejercer dicha autonomía. La autonomía escolar no es un tema nuevo en las 
políticas educativas de la región. Es posible constatar cierto consenso acerca de la 
necesidad o conveniencia de transferir a las escuelas competencias para su mejor 
gestión. Sin embargo, dichas transferencias no siempre van acompañadas de los 
recursos y el desarrollo de las capacidades necesarias para desarrollar de manera 
efectiva las nuevas competencias y responsabilidades que se les asignan. Este 
es un cambio fundamental, porque en la actualidad estas decisiones están muy 
determinadas desde las administraciones educativas centrales.
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10. Políticas articuladas de evaluación educativa orientadas 
a la mejora progresiva de la calidad de la educación y del 
funcionamiento de los sistemas educativos  

Avanzar hacia una educación de calidad para todos exige el establecimiento de políticas 
articuladas de evaluación que aporten informaciones que contribuyan a la toma de decisiones 
más informada. En ese sentido, el enfoque de la evaluación ha de ser coherente con el concepto 
de calidad de la educación asumido, es decir, entendido como un derecho fundamental de 
todas las personas que tiene como cualidades esenciales el respeto a los derechos, la equidad, la 
relevancia y la pertinencia, junto como la eficacia y la eficiencia como elementos operativos. 

En los últimos años se han dado importantes pasos en la región para el establecimiento 
de sistemas de evaluación nacionales y subnacionales, básicamente focalizados en el rendi-
miento de los alumnos, y se cuenta con una interesante experiencia en ese sentido. Esto refleja 
una auténtica preocupación por la implementación de mecanismos sistemáticos de revisión, 
monitoreo y seguimiento del funcionamiento del sistema educativo. No obstante, aún resul-
tan insuficientes en términos de proporcionar insumos efectivos que orienten el desarrollo de 
políticas educativas para el mejoramiento de la calidad de la educación, en ocasiones debido 
al escaso aprovechamiento de los resultados de las evaluaciones. 

Igualmente, en muchos países de la región se están realizando esfuerzos para la eva-
luación del desempeño docente. Y existe una creciente preocupación por la evaluación de las 
instituciones educativas.  

Sin embargo, los retos que deben enfrentarse son aún muy importantes. En el marco 
de las políticas de evaluación cabe señalar los siguientes: 

(i) desarrollar políticas de evaluación integradas que relacionen y articulen las 
acciones de evaluación de los distintos componentes (alumnos, docentes y otros 
profesionales, instituciones, programas y administraciones educativas) y del con-
junto del sistema educativo, coherentes con el principio de aprendizaje a lo largo 
de toda la vida. Teniendo siempre en cuenta la necesidad de definir con claridad 
los diferentes propósitos y contenidos de la evaluación educativa, promoviendo 
desarrollos metodológicos y conceptuales diferenciados para cada una de ellas. 

(ii) Fortalecer y optimizar sistemas de evaluación de los alumnos atendiendo a 
cuestiones tales como: 

• Seguir trabajando para ampliar la evaluación de los alumnos no sólo en las áreas 
instrumentales básicas, sino también en todos los ámbitos que se consideran 
relevantes para el pleno desarrollo de su personalidad. 

• Considerar las diferencias sociales, culturales e individuales del alumnado en 
los procesos de evaluación. Esto supone elaborar instrumentos libres de sesgos 
sociales, culturales y de género, y disponibles en diferentes lenguas, así como 
proporcionar ayudar a personas con discapacidad para el desarrollo de sus 
evaluaciones. 

• Fomentar en la utilización de estrategias diversificadas para la evaluación del 
alumnado que aporten una visión integral del proceso de aprendizaje. 

• Favorecer la articulación entre el desarrollo del currículo, las metas de apren-
dizaje esperadas y los sistemas de evaluación; del tal forma que el currículo 
constituya la base para la evaluación del rendimiento de los alumnos y que, a 
su vez, la evaluación aporte información útil para la mejora del currículo. 
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• Desarrollar estudios de factores asociados al aprendizaje, que den cuenta no 
sólo de la situación actual, sino que aporten informaciones que ayuden a la 
toma de decisiones para su mejora. 

• Optimizar las estrategias de difusión y usos de los resultados de las evaluacio-
nes, de tal forma que, en consonancia con otros conjuntos de información que 
se relacionan con el ejercicio del derecho a la educación y el enriquecimiento 
del debate público sobre éste, logren impactar en la mejora de la educación. 

(iii) desarrollar y mejorar sistemas de evaluación externa del desempeño docente, 
relacionados con el desarrollo profesional y ligados a la evaluación de los centros, 
así como sistemas de autoevaluación de los docentes que incidan en la mejora 
de la calidad de su trabajo. 

(iv) Favorecer procesos de evaluación de las instituciones educativas mediante 
enfoques que combinen evaluaciones externas con autoevaluaciones, y que vayan 
dirigidas a poner en marcha procesos de desarrollo institucional. 

(v) Abrir el debate acerca de la necesidad de realizar procesos de evaluación de las 
administraciones educativas como corresponsables de la calidad de la educación 
de un país. 

(vi) Articular los procesos de evaluación educativa con los sistemas de información, 
de tal forma que ambos, trabajando conjuntamente, estén orientados a la mejora 
de la calidad de la educación y del funcionamiento de los sistemas educativos en 
sus diferentes niveles.  

Se trata de crear una cultura de evaluación que incorpore a ésta como una actividad más 
del proceso educativo, cuyo objetivo es aportar informaciones que contribuyan a la reflexión de 
los diferentes miembros de la comunidad educativa para optimizar su desempeño, y que no se 
vea como una mera intervención externa de carácter puntual, punitiva o descontextualizada.

11. Construcción de sistemas integrados de información educativa 
que alimenten los procesos de toma de decisión y de debate 
público sobre la educación

Un componente esencial para el aseguramiento del derecho a una educación de calidad 
para todos, son los procesos de monitoreo necesarios como mecanismos de acompañamien-
to y evaluación de los progresos y avances en el logro de los objetivos de la Educación para 
Todos. La disponibilidad de información oportuna, confiable y relevante con las necesidades 
provenientes de la agenda de políticas educativas en la región, se vuelve de importancia vital 
para la toma de decisiones.

Sin embargo, los sistemas de información educativa no gozan en la actualidad de 
importantes niveles de integración, y su capacidad de informar los procesos de toma de 
decisión y debate público se ve limitada por diferentes factores. La irrupción de los sistemas 
nacionales de evaluación del logro académico de los estudiantes, usualmente asociados con 
proyectos y unidades propias diferentes a la estructura regular, es sólo una ilustración de esta 
desintegración que conlleva diferentes problemas vinculados con la integridad, la consistencia, 
la credibilidad y la duplicidad de esfuerzos.

Del mismo modo, otros subsistemas de información (como los relacionados con la 
gestión de los recursos) cobran dinámicas autónomas sin mayores posibilidades de vincu-
lación con sistemas tradicionales de estadística educativa que, con profundas limitaciones 
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materiales y profesionales, producen información que excepcionalmente se entronca con las 
necesidades de las políticas educativas, deviniendo en fuentes de información de referencia 
o de uso habitual.

Estas limitaciones han tratado de ser enfrentadas mediante procesos que, ante proble-
mas de desajustes institucionales, conceptuales y metodológicos, han confiado en soluciones 
de integración sobre plataformas informáticas que no son suficientes para lidiar con este tipo 
de situaciones.

Lo anterior no significa desvalorizar los inmensos esfuerzos desplegados para contar 
con información de la que se carecía en el pasado reciente, incluyendo la existencia de series 
históricas sobre aspectos incluso muy básicos. Más bien se trata de valorar dichos esfuerzos 
y avanzar hacia su integración a partir de un marco analítico y conceptual que, al poner en el 
centro de sus preocupaciones el derecho a la educación, permita identificar los vacíos actuales, 
mejorar las estadísticas continuas y organizar la información de modo relevante, es decir, con 
mayor capacidad de informar los procesos de toma de decisión y el debate público sobre la 
educación.

Para ello se requiere revisar los modelos analíticos que están en la base de los 
diferentes subsistemas de información, de modo que éstos se ajusten a una visión de la 
educación centrada en su naturaleza de derecho humano fundamental, y se proceda a una 
integración de los mismos, tanto en su carácter sectorial, como en el marco de los sistemas 
nacionales de información que hacen parte de la función pública.  A su vez, esta integración 
requiere una mirada amplia que permita integrar al acervo de evidencia, aquella que es pro-
ducida mediante esfuerzos específicos de investigación usualmente desarrollados fuera de las 
entidades estatales.

El fortalecimiento de los sistemas de información no sólo se constituye en una fuente 
indispensable para mejorar la gestión del sistema educativo, sino también en una importante 
herramienta para que los ciudadanos ejerzan sus derechos de vigilancia y control de los asun-
tos públicos, lo que evidentemente impacta sobre la transparencia de las instituciones y el 
fortalecimiento de las democracias en la región.

En síntesis, las once propuestas de políticas educativas reseñadas tienen como único 
norte ayudar a los Estados en su responsabilidad de asegurar que los habitantes de la región 
puedan hacer exigible su derecho a una educación de calidad. Es por medio de la educación 
que las personas pueden aumentar su libertad efectiva para llevar a cabo aquello que valoran, 
y los países avanzar hacia un desarrollo humano sustentable y cumplir así con el compromiso 
asumido de alcanzar los objetivos de desarrollo del milenio antes de 20�5. A su vez, estas 
orientaciones pueden constituirse en un marco de referencia útil para hacer un seguimiento 
de los avances en la región de este enfoque de derechos en las aulas y servir de base para una 
agenda futura de cooperación educativa entre los países.
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